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ACCIONANTE HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE C.C. 71.319.941 
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COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC- 
DERECHOS 
CONCULCADOS 

DEBIDO PROCESO- IGUALDAD- TRABAJO- ACCESO A 
CARGOS PÚBLICOS 

 
HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE, mayor de edad y vecino del municipio de 
Medellín, identificado con la cédula de ciudadanía número 71.319.941 de Medellín, 
abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional 221.111 del C.S. de la 
Judicatura, obrando en nombre y causa propia, acudo a su despacho a solicitarle el 
amparo constitucional establecido en el Art. 86 de la Constitución Política de 
Colombia denominado ACCION DE TUTELA en contra del INSTITUTO COLOMBIANO 
DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF- y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –
CNSC- con el fin de que me sean protegidos los derechos fundamentales al debido 
proceso, igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos, los cuales, presuntamente se 
han vulnerado por los accionados al retardar registrar las vacantes creadas con el 
Decreto 1479 de 2017 y respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 
20182020074485 del 18 de julio de 2018, cargos Código OPEC N° 39066 
denominado Profesional especializado, Código 2028, Grado 17 del Sistema General 
de Carrera Administrativa del ICBF en el SIMO para que la CNSC proceda a elaborar 
y autorizar el uso de la lista de elegibles para nombrar a los aspirantes en el estricto 
orden de mérito, ello en atención a los siguientes. 
  

I. HECHOS 

Primero. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- y la Comisión 
Nacional del Servicio civil –CNSC- mediante acuerdo No. 20161000001376 del 05 de 
septiembre de 2016 convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al 
Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar convocatoria pública número 433 de 2016. 

Segundo. El suscrito participó de dicha convocatoria para optar al cargo de 
profesional especializado Grado 17 código 2028 y código OPEC 39066. 



Tercero. Agotadas las etapas del citado proceso de selección la Comisión Nacional 
del Servicio Civil- CNSC- expidió la Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio 
de 2018 por medio de la cual confirmó lista de elegibles para proveer el empleo de 
Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 de carrera administrativa de la 
planta global de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, lista de 
elegibles de la cual hago parte. 

Cuarto. La Resolución referida en el hecho anterior quedó en firme el día 31 de 
julio de 2018 de acuerdo con la comunicación radicada bajo el número 
20182230412331 del día 01 de agosto de 2018 por la Comisión Nacional del Servicio 
Civil –CNSC- y como consta en la Resolución 10710 del 17 de agosto de 2018. 

Quinto. El día 22 de noviembre de 2018 la CNSC expidió la Resolución No. 
20182230156785, que revocó el artículo 4 de los actos administrativos que contienen 
las listas de elegibles de la convocatoria 433 de 2016, situación que impidió que el 
ICBF pudiera utilizar las listas de elegibles contenida en la Resolución No. 
20182020074485 del 18 de julio de 2018. 

Sexto. El gobierno nacional expidió el Decreto No. 1479 de 2017, “por el cual 
suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta de 
personal de carácter permanente del ICBF”, creando 591 cargos permanentes, cuya 
denominación fue de Profesional especializado código 2028, grado 17, similares al 
que opté en la convocatoria 433 de 2016 y que dichos cargos debían proveerse 
siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de 2004. 

Séptimo. El día 27 de junio de 2019 se expidió la Ley 1960 que modificó la ley 909 
de 2004 y el Decreto 1567 de 1998, en cuyo artículo 6 establece:  

“El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: "con los resultados 
de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, por 
delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que 
tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 
las vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan con 
posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad”. 

Octavo. El día 01 de agosto de 2019 la CNSC expidió: 

“Criterio unificado sobre las listas de elegibles en el contexto de la ley 1960 del 27 
de junio de 2019”, adoptando la siguiente postura: "Las listas de elegibles expedidas 
y que se vayan a expedir con ocasión de los acuerdos de convocatoria aprobados 
antes del 27 de junio de 2019, fecha de promulgación de la Ley 1960, deben ser 
utilizadas para las vacantes ofertadas en tales acuerdos de convocatoria. De otra 
parte, los procesos de selección cuyos acuerdos de convocatoria fueron aprobados 
con posterioridad a la ley 1960 de 2019, serán gobernados en todas sus etapas por 
la mencionada ley, incluidas las reglas previstas para las listas de elegibles. En 
consecuencia, el nuevo régimen conforme con el cual las listas de elegibles pueden 
ser utilizadas para proveer empleos equivalentes en la misma entidad únicamente 
es aplicable a las listas expedidas para los procesos de selección que fueron 
aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta razón, cobijados por la ley 
ampliamente mencionada.”. 



Noveno. A la fecha existen varias sentencias que amparan los derechos 
fundamentales aquí invocados por parte de las personas que hacen parte de la lista 
de elegibles y que se encuentran en la misma situación; como por ejemplo el emitido 
por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Popayán, que en reciente providencia 
del 9 de junio de 2020, confirmó la decisión de 28 de abril de 2020 del Juzgado 
Segundo Laboral de esta capital, radicado No. 190013105002202000072, accionante 
Ángela Cecilia Astudillo Montenegro contra el ICBF y la CNSC, en hechos y 
pretensiones de similar connotación, así mismo la sentencia de tutela 029 proferida 
el día 17 de junio de 2020 por el Juzgado Segundo Penal para Adolescentes con 
Función de Conocimiento bajo el radicado No. 190013185002-2020-00024-00 
presentado por Olga Lucía Chavarría Arboleda. 

Décimo. Si bien la sentencia de tutela es inter partes, es importante anotar que el 
Juzgado Segundo Penal para Adolescentes con Función de Conocimiento bajo el 
radicado No. 020-00024 ordenó: 

“al ICBF que: (i) dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes de notificada 
esta decisión, proceda a registrar las vacantes creadas con el Decreto 1479 de 2017 
y respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 20182020074485 del 
18 de julio de 2018, cargos Código OPEC N° 39066 denominado Profesional 
especializado, Código 2028, Grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 
del ICBF, en el SIMO y expida el correspondiente Certificado de disponibilidad 
presupuestal, solicitando a la CNSC el uso de listas con cobro, sin que pueda exceder 
de ocho días calendario. (ii) La CNSC una vez el ICBF cumpla con lo anterior, 
procederá a elaborar y autorizar el uso de la lista de elegibles dentro de los diez (10) 
días siguientes al vencimiento para optar y una vez notificado y en firme dicho acto, 
lo remitirá dentro de los cinco (5) días siguientes al ICBF que deberá nombrar a la 
aspirante dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de las listas, observando 
en todo caso el estricto orden de mérito.” 

Orden que de ser cumplida acogerá indiscutiblemente a quienes hacemos parte de 
la lista de elegibles, más aún si se tiene en cuenta que la orden tiene la siguiente 
consideración: 

“(Las entidades) deben obrar con total diligencia, y de manera coordinada, dado que 
el término de vigencia de la lista de elegibles del concurso de méritos de la 
convocatoria 433/16, fenece en el mes de Julio del corriente año, sin que sea de 
recibo que por trámites de orden burocrático, las expedición de los actos respectivos 
superen la fecha límite de su vigencia.” 

Décimo Primero. El día 30 de junio de 2020 se le venció el plazo al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF- para registrar las vacantes creadas con el 
Decreto 1479 de 2017 y respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 
20182020074485 del 18 de julio de 2018. 

Décimo segundo. El día 01 de julio calendado me comunico telefónicamente con 
la Comisión Nacional del Servicio Civil y me informan que el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF- no ha dado respuesta al requerimiento y que por ello 
enviaron oficio al Director de Gestión Humana del ICBF radicado número 
20202230498101. 



Décimo tercero. El día 03 de julio de año que descuenta me comunico con la CNSC 
quienes refieren no tener respuesta y que me comunique directamente con el ICBF, 
quienes informan que me darán respuesta a mi solicitud en los términos de Ley, es 
decir dentro de los 15 días hábiles pero que debo tener en cuenta el decreto que 
extiende esos tiempos por lo que puede ser 30 días, dicha solicitud queda registrada 
con el radicado 1761978080. 

II. PETICIÓN 

Solicito de manera respetuosa se conceda de igual o de forma semejante la 
protección judicial a mis derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, 
trabajo y acceso a cargos públicos ordenando a la Comisión Nacional de Servicio 
Civil –CNSC- y al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- que: 

Primero. De manera inmediata cumplan lo ordenado en los artículos 6 y 7 de la ley 
1960 de 2019 y se autorice y use la lista de elegibles contenida en la resolución 
20182020074485 del 18 de julio de 2018. 

Segundo. Proceder con el nombramiento del señor HUBER ALONSO ROLDÁN 
ALZATE, identificado con cédula de ciudadanía 71.319.941 al cargo código OPEC 
39066, denominado Profesional Especializado, código 2028, grado 17 del sistema 
general de carrera administrativa del ICBF en una de las 591 vacantes definitivas 
creadas por el Decreto 1479 de 2017, toda vez que participó en la convocatoria No. 
433 de 2016, convocada por el ICBF y la CNSC, misma que deberá efectuarse en el 
lugar más cercano a su residencia y atendiendo el estricto orden de mérito. 

Tercero. Expedir los actos administrativos de nombramiento y posesión de manera 
diligente y coordinada, dado que el término de vigencia de la lista de elegibles del 
concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece el 31 de Julio del corriente 
año, sin que sea de recibo que, por trámites de orden burocrático, la expedición de 
los actos respectivos supere la fecha límite de su vigencia. 

III. FUNDAMENTO DE DERECHO 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 
decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 

Procedencia excepcional de la acción de tutela para controvertir actos 
administrativos expedidos en el marco de concursos de méritos. Sentencia 
T -090 de 2013. 

“3.1. … la acción de tutela es improcedente, como mecanismo principal y definitivo, 
para proteger derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con 
ocasión de la expedición de actos administrativos, ya que para controvertir la 
legalidad de ellos el ordenamiento jurídico prevé las acciones contencioso-
administrativas, en las cuales se puede solicitar desde la demanda como medida 
cautelar la suspensión del acto. Dicha improcedencia responde a los factores 
característicos de residualidad y subsidiariedad que rigen esta acción de origen 
constitucional.  



3.2. No obstante, la jurisprudencia constitucional ha trazado dos subreglas en las 
cuales el carácter subsidiario de la acción de tutela no impide su utilización a pesar 
de existir mecanismos alternos de defensa judicial al alcance del interesado. 
Entonces, procede excepcionalmente la tutela contra actos administrativos que 
regulan o ejecutan un proceso de concurso de méritos (i) cuando el accionante la 
ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe 
cumplir con los requisitos de ser inminente, de requerir medidas urgentes, de ser 
grave y de ser impostergable; y, (ii) cuando el medio de defensa existe, pero en la 
práctica es ineficaz para amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca 
y que en caso de no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor. 

 La Corte ha aplicado ésta última subregla cuando los accionantes han ocupado el 
primer lugar en la lista de elegibles y no fueron nombrados en el cargo público para 
el cual concursaron, circunstancia ésta en la que ha concluido que el medio idóneo 
carece de la eficacia necesaria para proveer un remedio pronto e integral y, por 
ende, ha concedido la protección definitiva por vía tutelar. En este último caso, 
corresponde al juez de tutela evaluar si el medio alternativo presenta la eficacia 
necesaria para la defensa del derecho fundamental presuntamente conculcado”. 

Convocatoria como norma reguladora del concurso de méritos. 

… “el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección fundada 
en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para 
desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se convierte en una actuación 
administrativa que debe ceñirse a los postulados del debido proceso constitucional 
(artículo 29 Superior). Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar 
el concurso de méritos elabora una resolución de convocatoria, la cual contiene no 
sólo los requisitos que deben reunir los aspirantes a los cargos para los cuales se 
efectúa el concurso, sino que también debe contener los parámetros según los 
cuales la misma entidad administrativa debe someterse para realizar las etapas 
propias del concurso, así como la evaluación y la toma de la decisión que concluye 
con la elaboración de la lista de elegibles.  

Hacer caso omiso a las normas que ella misma, como ente administrador expida, o 
sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta contra el principio de legalidad al cual 
debe encontrarse siempre sometida la administración, así como también contra los 
derechos de los aspirantes que se vean afectados con tal situación. Sobre el tema la 
Sala Plena al asumir el estudio de varias acciones de tutela formuladas contra el 
concurso público de méritos que se adelantó para proveer los cargos de notarios en 
el país, mediante sentencia SU-913 de 2009, consignó que (i) las reglas señaladas 
para las convocatorias son las leyes del concurso y son inmodificables, salvo que 
ellas sean contrarias a la Constitución, la ley o resulten violatorias de derechos 
fundamentales; (ii) a través de las reglas obligatorias del concurso, la administración 
se autovincula y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su 
actividad en cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta el 
derecho al debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad organizadora 
del concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que 
se sujetó a ellas de buena fe.  

En este punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores exógenos las reglas 
del concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las modificaciones que 
hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben ser plenamente conocidas por 
las partícipes para que de esta forma se satisfagan los principios de transparencia y 



publicidad que deben regir las actuaciones de la administración y no se menoscabe 
la confianza legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados 
para acceder a un cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe una lista de 
elegibles que surge como resultado del agotamiento de las etapas propias del 
concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un 
derecho adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser 
desconocido.  

4.4. Entonces, a manera de síntesis, la Sala concluye que la resolución de 
convocatoria se convierte en la norma del concurso de méritos y, como tal, tanto la 
entidad organizadora como los participantes deben ceñirse a la misma. En caso de 
que la entidad organizadora incumpla las etapas y procedimientos consignados en 
la convocatoria, incurre en una violación del derecho fundamental al debido proceso 
que les asiste a los administrados partícipes, salvo que las modificaciones realizadas 
en el trámite del concurso por factores exógenos sean plenamente publicitadas a los 
aspirantes para que, de esta forma, conozcan las nuevas reglas de juego que rigen 
la convocatoria para proveer los cargos de carrera administrativa”. 

De los derechos al acceso a cargos públicos y al trabajo 

“La jurisprudencia ha señalado que el derecho a acceder a un cargo público consiste 
en la prerrogativa que tiene toda persona de presentarse a concursar, luego de 
haber acreditado los requisitos previstos en la respectiva convocatoria, y, una vez 
superadas las etapas del concurso, a evitar que terceros restrinjan dicha opción. 
Ciertamente, el ámbito de su protección se circunscribe a (i) “la posesión [hace 
referencia al acto de posesión en un cargo público] de las personas que han 
cumplido con los requisitos para acceder a un cargo”, (ii) la prohibición de establecer 
requisitos adicionales para posesionar a la persona que ha cumplido con las 
exigencias previstas por el concurso, (iii) la facultad del concursante de elegir de 
entre las distintas opciones de cargos públicos disponibles, de ser el caso, aquella 
que más se ajuste a sus preferencias y (iv) la prohibición de “remover de manera 
ilegítima” a una persona que ocupa un cargo público”.  

En relación con el acceso a los cargos públicos, la jurisprudencia ha indicado que 
dicha garantía se materializa en cabeza del ganador del concurso, a quien le asiste 
el derecho a ser nombrado en el cargo para el cual concursó, una vez ha superado 
satisfactoriamente las pruebas aplicadas en la convocatoria. Es, precisamente, en 
este supuesto que el carácter subjetivo del derecho al trabajo logra concretarse con 
certeza a favor del triunfador. Lo anterior significa que “la vulneración del derecho 
al trabajo se produce cuando una acción u omisión arbitraria de las autoridades 
limita injustificadamente el ejercicio de una actividad laboral legítima”.  

El Debido proceso  

El respeto al debido proceso involucra “los derechos de defensa, contradicción y 
controversia probatoria, el derecho de impugnación, y la garantía de publicidad de 
los actos de la Administración”. Esto significa el deber de la entidad administradora 
del concurso de (i) fijar de manera precisa y concreta las condiciones, pautas y 
procedimientos del concurso, (ii) presentar un cronograma definido para los 
aspirantes[95], (iii) desarrollar el concurso con estricta sujeción a las normas que lo 
rigen y, en especial, a las que se fijan en la convocatoria, (iv) garantizar “la 
transparencia del concurso y la igualdad entre los participantes”, (v) asegurar que 
“los participantes y otras personas que eventualmente puedan tener un interés en 
sus resultados, tienen derecho a ejercer control sobre la forma como se ha 



desarrollado” y (vi) no someter a los participantes a una espera indefinida y con 
dilaciones injustificadas. En tales términos, esta Corte ha indicado que la acción de 
tutela procede únicamente ante la necesidad de “adoptar las medidas que se 
requieran para que las personas que se consideren afectadas por las irregularidades 
detectadas en un concurso, puedan disfrutar de su derecho. 

El derecho a la igualdad 

“El artículo 13 superior establece que “Todas las personas nacen libres e iguales 
ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones 
de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 
protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física 
o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

En el marco de un concurso de méritos, el derecho a la igualdad adquiere una 
connotación especial, pues según lo previsto por el artículo 40 Superior, todo 
ciudadano tiene derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, 
de manera que debe garantizarse que quienes participan en un concurso tengan las 
mismas oportunidades para acceder al cargo ofertado. Solo de esta manera se puede 
asegurar la transparencia que debe regir en este tipo de procesos y cumplir con su 
objetivo, es decir, que se elija a la persona que se encuentre mejor capacitada para 
desempeñar el cargo”. 

IV. PRUEBAS Y ANEXOS 

Pongo a su disposición los siguientes medios de convicción de tipo documental a fin 
de que su Honorable despacho los valore en su debida dimensión.  

- Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018. 
- Resolución 10710 del 17 de agosto de 2018 
- Resolución No. 20182230156785 del día 22 de noviembre de 2018. 
- Decreto No. 1479 de 2017 gobierno nacional. 
- Sentencia de tutela 029 proferida el día 17 de junio de 2020 por el Juzgado 

Segundo Penal para Adolescentes con Función de Conocimiento bajo el 
radicado No. 190013185002-2020-00024-00 presentado por Olga Lucía 
Chavarría Arboleda. 

V. MEDIDA PROVISIONAL 

Dada la urgencia que el caso amerita y en virtud de lo dispuesto en el artículo 7 del 
Decreto 2591 de 1991 y en atención a que el término de vigencia de la lista de 
elegibles del concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece el 31 de Julio 
del corriente año solicito de la manera más respetuosa a su despacho que ordene a 
la Comisión Nacional de Servicio Civil –CNSC- y al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar –ICBF- que de manera inmediata ágil y coordinada: 



Primero. Cumplan lo ordenado en los artículos 6 y 7 de la ley 1960 de 2019 y se 
autorice y use la lista de elegibles contenida en la resolución 20182020074485 del 
18 de julio de 2018. 

Segundo. Procedan con el nombramiento del señor HUBER ALONSO ROLDÁN 
ALZATE, identificado con cédula de ciudadanía 71.319.941 al cargo código OPEC 
39066, denominado Profesional Especializado, código 2028, grado 17 del sistema 
general de carrera administrativa del ICBF en una de las 591 vacantes definitivas 
creadas por el Decreto 1479 de 2017, toda vez que participó en la convocatoria No. 
433 de 2016, convocada por el ICBF y la CNSC, misma que deberá efectuarse en el 
lugar más cercano a su residencia y atendiendo el estricto orden de mérito. 

Tercero. Expidan los actos administrativos de nombramiento y posesión de manera 
diligente y coordinada sin que la expedición de los actos respectivos supere la fecha 
límite de su vigencia. 

Lo anterior con el fin de evitar un perjuicio irremediable y en atención a las siguientes 
dos subreglas que procede excepcionalmente contra actos administrativos que 
regulan o ejecutan un proceso de concurso de méritos de carácter subsidiario:  

(i) cuando el accionante la ejerce como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los requisitos de ser inminente, 
de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable; y,  

(ii) (ii) cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para 
amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca y que en caso de no 
ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor. 

Sentencia SU 553/15 del 27 de agosto Magistrado Ponente Dr. MAURICIO 
GONZÁLEZ CUERVO. 

ACCION DE TUTELA FRENTE A ACTOS ADMINISTRATIVOS EN MATERIA DE 
CONCURSO DE MERITOS-Procedencia excepcional para evitar perjuicio irremediable 
por cuanto lista de elegibles pierde vigencia 

La jurisprudencia constitucional ha determinado que existen casos excepcionales en 
los que no opera la regla general de improcedencia de la acción de tutela contra este 
tipo de actos administrativos. El primer supuesto, es cuando el medio de defensa 
existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho fundamental cuya 
protección se invoca y que en caso de no ser garantizado, se traduce en un claro 
perjuicio para el actor; y el segundo, cuando el accionante ejerce la acción de tutela 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe 
cumplir con los requisitos de ser inminente, de requerir medidas urgentes, de ser 
grave y de ser impostergable. De ahí que, en ciertos casos, cuando la acción de 
tutela se interpone contra actos administrativos relacionados con concursos de 
méritos, el perjuicio irremediable que se pretendería evitar son las consecuencias 
negativas que se derivan de la pérdida de vigencia de la lista de elegibles, las cuales 
no se podrían impedir si exige al tutelante el previo agotamiento de los medios de 
control dispuestos en la jurisdicción de lo contencioso administrativo para reclamar 
la protección de su derecho, por la extensa duración de su trámite. 

 

 



VI. JURAMENTO 

Bajo la gravedad de juramento, aseguro que no he interpuesto otra acción de Tutela 
por los mismos hechos y pretensiones. 

VII. NOTIFICACIONES 

Para todos los efectos de esta tutela las partes pueden ser notificadas en las 
siguientes direcciones: 

Accionante. En la carrera 49 número 52- 170 edificio Los Cámbulos oficina 806 de 
la ciudad de Medellín, abonado fijo 601 51 62, móvil 300 714 15 16 y al correo 
electrónico hroldan@conocimientolegal.com 

Accionados. 

Comisión Nacional de Servicio Civil –CNSC- en el correo electrónico para 
notificaciones judiciales notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- en el correo electrónico para 
notificaciones judiciales Notificaciones.Judiciales@icbf.gov.co 

 

Atentamente, 

 

 
 
 
HUBER ALONSO ROLDÀN ALZATE  
C.C. 71.319.941 de Medellín  
T.P. 221.111 
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RESOLUCION No. CNSC - 20182020051085 DEL 22-05-2018 

"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer una (1) vacante del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 38941, denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, del 

Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 
No. 433 de 2016 - ICBF" 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC 

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 11 y  en el numeral 4° del artículo 31 de 
la Ley 909 de 2004, el artículo 2.2.6.20 del Decreto 1083 de 2015, el Decreto Ley 760 de 

2005, el artículo 57 del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, y 

CONSIDERANDO 

De conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Política, los empleos 
en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones allí previstas, y 
tanto el ingreso como el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes. 

Por su parte, el artículo 130 Constitucional creó la Comisión Nacional del Servicio Civil - 
CNSC, como un organismo autónomo de carácter permanente de nivel Nacional, 
independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio, cuyas funciones son administrar y vigilar los 
sistemas de carrera administrativa, excepto los especiales de origen Constitucional. 

Según lo señalado en el literal c) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil — CNSC, tiene como función, entre otras, la de adelantar las convocatorias 
a concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera, de acuerdo con los términos 
que establezcan la Ley y el reglamento. 

En observancia de las citadas normas la CNSC, mediante el Acuerdo No. 20161000001376 
del 5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF. 

En virtud de lo anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 571  del Acuerdo No. 
20161000001376 de 2016, en concordancia con lo previsto en el numeral 4° del artículo 312 
de la Ley 909 de 2004, una vez se adelanten todas las etapas del proceso de selección y se 
publiquen los resultados definitivos obtenidos por los aspirantes en cada una de las pruebas 
aplicadas durante el Concurso Abierto de Méritos, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
procederá a conformar la lista de elegibles, en estricto orden de mérito, con los concursantes 
que aprobaron la prueba eliminatoria y con los resultados 
pruebas del proceso de selección. 

en firme de cada una de las 

1 ARTfCULO 570V  CONFORMACIÓN DE LISTAS DE ELEGIBLES. La Universidad o Institución de Educación Superior que la CNSC contrate para el efecto. 
consolidará los resultados publicados debidamente ponderados por el valor de cada prueba dentro del total del Concurso Abierto de Méritos y la CNSC 
conformará la lista de elegibles para proveer las vacantes definitivas de los empleos objeto de la presente Convocatoria, con base en la información que le ña 
sido suministrada, y en estricto orden de mérito. 

2 Articulo 31. (...) 4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de 
aquella. elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 
las vacantes para las cuales se efectuó e! concurso' 
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En mérito de lo expuesto, y teniendo en cuenta que mediante Acuerdo No. 555 del 10 de 
septiembre de 2015, se dispuso que es función de los despachos de los comisionados 
proferir los actos administrativos mediante los cuales se conforman y adoptan las listas de 
elegibles, para garantizar la correcta aplicación del mérito, durante los procesos de selección; 
de conformidad con los asuntos y competencias asignadas por la Sala a cada Despacho, 

RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO.- Conformar la lista de elegibles para proveer una (1) vacante del 
empleo identificado con el Código OPEC No. 38941, denominado PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, ofertado en el marco de la Convocatoria No. 433 
de 2016 - ICBF, reglamentada por el Acuerdo No. 20161000001376 deI 5 de septiembre de 
2016, así: 

Posicion Tipo Documento Documento Nombre Puntaje 

2] CC 1128266613 CARLOS ANDRES BOTERO MONTES 76,42 

3 ÍCC 43617698 CLAUDIA YANETH RESTREPO IBARRA 7488 

f CC 43479152 ALEIDA ENORIS CALDERON FORONDA  
T 

5CC 43666069 MIGDONIAMANCOQUIROZ 7410 

6 

9 

CC 1017125043 

- 
CC 43524423 

NATALYJOHANAVANEGAS BOHÓRQUEZ 74,03 

- 
ADRIANA JIMENEZ ACOSTA 72,02 

10 CC 1 39177220 r IÑANA ARCELA LoÑboÑo AGUDELO 71O7 

11 CC 42795817 LIGIA DEL SOCORRO TRUJILLO MUNOZ 70,76 

432&3343 MA TÓÑiJ Á 7óiT 
13 CC . 8359826 SERGIO RAMIREZ TORRES 70,47 
14 

15 

16 

......................... - ----------------- 
CC 68294470 

CC 71581484 

---- .... 
INES DABEIDA GUEVARA MORENO 

JESUS ANTONIO ARENAS BERRIO 

6967 

.17 CC 43910130 LUZAMERICAPENAGOSJARAMILLO T67,69 

TCC - 
528 8RIAABEL LONDOÑORÁMTEZ 66,78 

-----"---.--- 

20 CC 43970063 YULIETH VILLEGAS ECHAVARRIA 
r21 1 CC 43580001 ANA ISABEL MÚNERA RENDÓN 156,981 

22 

23 

ARTÍCULO 
dentro de 
Personal 
solicitar 
persona 
siguientes 

o Fue 
o Aportó 
o No superó 

CC 21526859 

CC - - - 15431548 

SEGUNDO.- De conformidad 
los cinco (5) días siguientes 
de la entidad u organismo 

a la Comisión Nacional del 
o personas que figuren 
hechos: 

admitida a! concurso sin reunir 
documentos falsos o adulterados 

las pruebas del concurso. 

NATALY RESTREPO 56,03 

CRISTIAN DE JESUS ZULUGAGÓMZ 

con el artículo 14 del Decreto Ley 760 de 2005, 
a la publicación de la lista de elegibles, la Comisión de 

interesado en el proceso de selección o concurso, podrá 
Servicio Civil, la exclusión de la lista de elegibles de la 
en ella, cuando haya comprobado cualquiera de los 

los requisitos exigidos en la Convocatoria. 
para su inscripción. 



LVEDA MARTÍNEZ JOSE ARI 
misionado 

) Aprobó: Johanna Patricia Seniles Páez- Asesor 
(4 Revisó: Ana Dolores Correa - Gerente de Co 

Proyectó: Mauricio Hernández Luna - Grup 
la 433 .e 2016 ICBF 

nvocatoria 433 de 2016 ICBF 
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o Fue suplantada por otra persona para la presentación de las pruebas previstas en el 
concurso. 

o Conoció con anticipación las pruebas aplicadas. 
o Realizó acciones para cometer fraude en el concurso. 

ARTICULO TERCERO.- Los aspirantes que sean nombrados con base en la lista de 
elegibles de que trata la presente Resolución, deberán cumplir con los requisitos exigidos 
para el desempeño del empleo, de acuerdo con lo establecido en la Convocatoria No. 433 de 
2016 ICBF, y demostrarlos al momento de tomar posesión. Así mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 2.2.5.7.4 y  2.2.5.7.6 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia 
con los artículos 4° y 5° de la Ley 190 de 1995, corresponde a la entidad nominadora, antes 
de efectuar nombramiento o dar posesión, verificar el cumplimiento de los requisitos y 
calidades de las personas designadas para el desempeño de los empleos. 

ARTÍCULO CUARTO.- Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación 
geográfica de Llfl mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto 
orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, 
previa realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el 
procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 2010. Así mismo dichas listas serán 
utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos 
empleos convocados. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Lista de Elegibles conformada a través del presente Acto 
Administrativo tendrá una vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
firmeza, conforme a lo establecido en el artículo 64 del Acuerdo No. 20161000001376 de 
2016, en concordancia con el numeral 40  del artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SEXTO.- La presente Resolución deberá ser publicada a través de las páginas 
Web del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Entidad a la cual pertenece el empleo 
para el que se conforma la lista, y de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- La presente Resolución rige a partir de su firmeza y contra la misma 
no procede ningún recurso, sin perjuicio de la solicitud facultativa y exclusiva de que trata el 
artículo segundo del presente Acto Administrativo. 

Dada en Bogotá D.C., 

PUBLÍQUESE Y C' PLASE 
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DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSP' ,teS" 

DECRETO NÚMEk~L 147 9 DE 2017 

( !I\!'ll1lII P2017 
Porel cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta 

de personal de carácter permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en 
la Constitución Política y el artículo 115 de la Ley 489 de 1998, 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Decreto 3265 de 2002 se estableció la planta de personal del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de Lleras", y modificada mediante 
Decretos 1020 de 2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 
de 2010,988 de 2012 y 1928 de 2013. 

Que mediante Decreto 21.38 de 2016 se creó la planta temporal en el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar dentro del periodo comprendido entre el 02 de enero de 2017 y el 
31 de diciembre de 2017, con cargo a los siguientes proyectos de inversión: "Asistencia 
al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 Y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000. 

Que mediante la Ley 1837 de 2017 "por la cual se efectúan unas modificaciones al 
Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal" se contracreditaron los rubros 
de inversión del ICBF mediante los cuales se financian los proyectos de inversión 
"Asistencia al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 Y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000, los cuales sustentan 
presupuestalmente la planta temporal creada mediante Decreto 2138 de 2016. 

Que con fundamento en el contracrédito antes citado, en la Ley 1837 de 2017 se acreditó 
el rubro de funcionamiento del ICBF; recursos que fueron asignados al rubro de gastos 
de personal, conforme se establece en el Decreto 1238 de 2017, con el propósito de 
ampliar con carácter permanente la planta de personal del Instituto. 

Que, en consecuencia de lo anterior, se encuentra necesario suprimir los empleos de 
carácter temporal creados mediante Decreto 2138 de 2016, y ampliar la planta de 
personal de carácter permanente del Instituto. 

, c,----------------------------------------------------------------~ 
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Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

Que el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en sesión del 21 
de febrero de 2017 decidió someter a la aprobación del Gobierno Nacional la modificación 
de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la 
Fuente de Lleras". 

Que el ICBF presentó al Departamento Administrativo de la Función Pública, el 
correspondiente estudio técnico de que trata el artículo 46 de la Ley 909 de 2004 
modificado por el artículo 228 del Decreto- Ley 019 de 2012, y los artículos 2.2.12.1 a 
2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015, para efectos de modificar la planta de personal, 
obteniendo concepto técnico favorable. 

Que, la Dirección General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, otorgó viabilidad presupuestal para la modificación de la planta de 
personal deIICBF: 

Que por lo anteriormente expuesto, 

DECRETA: 

ARTíCULO 1. Suprimir los empleos de carácter temporal creados mediante Decreto 2138 
de 2016, los cuales se encuentran distribuidos así: 

A. Fuente de Financiación: Asistencia a la Primera Infancia a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACION 
CARGO 

Código Grado 

115 I Ciento quince Profesional Universitario 2044 7 

B. Fuente de Financiación: Protección - Acciones para preservar y restituir el 
ejercicio integral de los derechos de la niñez y la familia 

; ! 

" 

' ! 

1, ,1 

11 ! 


NUMERO DE CARGOS DENOMINACION 
CARGO 

Código Grado 

! 42 Cuarenta y Dos Profesional Universitario 2044 8 

! 2.565 Dos mil quinientos 
sesenta y cinco 

Profesional Universitario 2044 7 

373 Trescientos 
setenta y tres 

Profesional Universitario 2044 1 

328 Trescientos 
veintiocho 

Defensor de Familia 2125 17 

48 Cuarenta y Ocho Técnico Administrativo 3124 11 

0~------------------------------------------------------------~--~ 

~: 
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C. 	Fuente de Financiación: Asistencia al Modelo de Intervención Social dellCBF 
a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACION Código Grado· 
CARGO 

1 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

112 Doce Profesional Especializado 2028 15 

I 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

17 Siete Profesional Especializado 2028 i 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044­ 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 9 

.7 Siete Profesional Universitario 2044 8 

121 Ciento veintiuno 1 Profesional Universitario 2044 7 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

i 1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 . 15 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTíCULO 2. Crear los siguientes empleos en la planta de personal de carácter 
permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de 
Lleras". 

PLANTA GLOBAL 

! ¡ 

I ¡ 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

12 Doce Profesional Especializado 2028 15 

6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

7 Siete Profesional Especializado 2028 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 09 

49 Cuarenta y nueve Profesional Universitario 2044 08 

2.801 
Dos mil ochocientos 

uno 
Profesional Universitario 2044 07 

373 

Trescientos setenta y 
tres 

Profesional Universitario 
2044 1 

328 Trescientos veintiocho Defensor de Familia 2125 17 
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I NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 15 

I 48 Cuarenta y ocho Técnico Administrativo 3124 11 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTíCULO 3. Las funciones propias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia De la Fuente de Lleras" serán cumplidas por la planta de personal que se 
establece a continuación: 

DESPACHO DEL DIRECTOR 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

• 1 
¡ 

4 

Uno 

Cuatro 

Director General 

Asesor 

015 

1020 

25 

18 1 

1 

1 

9 Nueve Asesor 1020 16 

2 Dos Profesional Especializado 2028 24 

3 Tres Profesional Especializado 2028 19 
1 

2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 24 

1 Uno Conductor Mecánico 4103 17 

PLANTA GLOBAL 


NÚMERO DE CARGOS 

1 Uno 

• 1 Uno 
!5 Cinco 
! 23 Veintitrés 
i 5 Cinco 
·5 Cinco 

8 Ocho 

6 Seis 

16 Dieciséis 

2 Dos 

1 Uno 
! 1 Uno 

25 Veinticinco 

28 Veintiocho 

DENOMINACiÓN CARGO 

Subdirector General 

Secretario General 

Director Regional 

Director Regional 

Director Regional 

Jefe de Oficina 

Director Técnico 

Director Técnico 

Subdirector Técnico 

Jefe Oficina Asesora 

Asesor 

Asesor 

Profesional Especializado 

Profesional Especializado 

Código 

040 
037 
0042 
0042 
0042 
0137 
0100 
0100 
0150 
1045 
1020 
1020 
2028 
2028 

Grado 

24 
24 
19 
18 
9 
22 ! 

23 
22 
21 
16 
16 
15 
24 
21 i 

l' . 

I ,
l. f 

i 
l' 
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NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

76 Setenta y Seis Profesional Especializado 2028 19 
591 Quinientos Profesional Especializado 2028 17 

i noventa y uno 

1417 Mil cuatrocientos Defensor de Familia 2125 17 
diecisiete 

51 Cincuenta y uno Profesional Especializado 2028 16 
94 Noventa y Cuatro Profesional Especializado 2028 15 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

.138 Ciento treinta y Profesional Especializado 2028 13 

I ocho 

¡ 208 Doscientos ocho Profesional Universitario 2044 11 
377 Trescientos Profesional Universitario 2044 9 

setenta y siete 

628 Seiscientos Profesional Universitario 2044 8 
¡veintiocho 

3028 Tresmíl veintiocho Profesional Universitario 2044 7 
.373 Trescientos , Profesional Universitario 2044 1 

1 

i setenta y tres 

51 Cincuenta y uno Técnico Administrativo 3124 18 
41 Cuarenta y uno Técnico Administrativo 3124 17 

. 19 Diecinueve Técnico Administrativo 3124 16 
82 Ochenta y dos Técnico Administrativo 3124 15 

I 13 Trece Técnico Administrativo 3124 14 
98 Noventa y ocho Técnico Administrativo 3124 13 

1145 Ciento cuarenta y Técnico Administrativo 3124 12 
cinco 

286 Doscientos Técnico Administrativo 3124 11 
I 

ochenta y seis 

95 Noventa y cinco Técnico Administrativo ' 3124 10 i 

. 130 Ciento treinta Secretario 4178 14, 

31 Treinta y uno Secretario 4178 12 
6 Seis Secretario Ejecutivo ·4210 24 

6 Seis Secretario Ejecutivo 4210 22 I 
2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 20 I 
42 Cuarenta y dos Secretario Ejecutivo 4210 19 ! 
3 Tres Secretario Ejecutivo 4210 17 
91 Noventa y uno Secretario Ejecutivo 4210 16 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 23 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 22 
4 Cuatro A\.Ixiliar Administrativo 4044 18 
54 I Cincuenta y Auxiliar Administrativo 4044 17 

I 

I I Cuatro 

I 19 ¡Diecinueve Auxiliar Administrativo 4044 16 

83 Ochenta y tres Auxiliar Administrativo 4044 15 
57 Cincuenta y siet Auxiliar Administrativo 4044 14 



DECRETO No. ]f, 147~ DE Hoja No. 6 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

88 Ochenta y ocho Auxiliar Administrativo 4044 13 

! 189 

i 

Ciento ochenta y ! Auxiliar Administrativo 

nueve 

4044 11 

.31 Treinta y uno Auxiliar Administrativo 4044 9 
13 Trece Conductor Mecánico 4103 17 I 

35 Treinta y cinco Conductor Mecánico • 4103 15 
9 Nueve Conductor Mecánico 4103 13 
1 Uno Conductor Mecánico 4103 11 

ARTíCULO 4. El Director General dellCBF, mediante resolución distribuirá los empleos 
de la planta global de que trata el presente decreto y ubicará al personal teniendo en 
cuenta la estructura, los procesos, los planes, los programas y las necesidades de la 
Entidad. 

ARrlCUlO 5. A los empleados cuyos cargos se suprimen en el presente decreto se les 
garantizarán los derechos y garantías laborales, en los términos previstos en la normativa 
vigente. 

ARTICULO 6. Los empleos que se crean en el presente decreto deberán proveerse 
siguiendo el procedimiento señalado en la Ley 909 de 2004 y en las normas que la 
modifiquen adicionen, sustituyan o reglamenten. 

ARTicULO 7. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el 
Decreto 2138 de 2016, y el Decreto 3265 de 2002 modificado por los Decretos 1020 de 
2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 de 2010,988 de 
2012 y 1928 de 2013 y las demás disposiciones que le sean contrarias. 

PUBliQUESE y CÚMPLASE. 
Dado en Bogotá, D.C. 

P2017 
EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, 

lÚ1 tMt.·ilM 
MAURICIO CÁRDENAS SANTAMARíA 

, 1 
1" ; 

~ 
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DECRETO No. 1:", 1479 DE Hoja No. 7 

Continuación delDecreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 

DE LA FUNCiÓN PÚBLICA, 


~ ~~ABALLERO DURAN 

. EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTOADMINISTRATIVO 
PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, 

: ¡ 
¡ I 
1, 

, 
. ¡ , 
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REPUBLICA DE COLOMBIA                                                        

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

CIRCUITO JUDICIAL DE POPAYÁN 

JUZGADO SEGUNDO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 

Calle 5 A  1-11   Telefax  8208535 

j02mepayan@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Sentencia de Tutela No.   029 

 

Proceso No. 19001-31-85-002-2020-00024-00 

 

Popayán, diecisiete (17) de junio de dos mil veinte (2020) 

 

Se resuelve la acción de tutela presentada por OLGA LUCIA CHAVARRIA 

ARBOLEDA, identificada con C.C. No. 31.490.902, en contra del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF- y la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL –CNSC-, por la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales al DEBIDO PROCESO, IGUALDAD, TRABAJO y ACCESO A 

CARGOS PÚBLICOS. De manera oficiosa se vinculó al ICBF Regional Cauca, al 

profesional Yon Gelber Borda Álvarez y a los terceros interesados. 

 

ANTECEDENTES 

 

La accionante solicita se protejan los derechos reclamados y en consecuencia 

se ordene a las accionadas, cumplan lo ordenado en los artículos 6 y 7 de la ley 

1960 de 2019 y se autorice y use la lista de elegibles contenida en la resolución 

20182020074485 del 18 de julio de 2018 y procedan a su nombramiento en el 

cargo código OPEC 39066, denominado Profesional Especializado, código 2028, 

grado 17 del sistema general de carrera administrativa del ICBF, expidiendo los 

actos administrativos de nombramiento y posesión, en una de las 591 vacantes 

definitivas, creadas por el Decreto 1479 de 2017, toda vez que participó en la 

convocatoria No. 433 de 2016, convocada por el ICBF y la CNSC, 

inscribiéndose para el cargo referenciado, para proveer dos (2) cargos en la 

Regional Cauca. 

 

Informa que la lista de elegibles quedó conformada y en firme con la 

Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018 expedida por la 

CNSC, quedando en lista de elegibles nueve (9) profesionales, ocupando la 

accionante el tercer lugar. 

 

El 22 de noviembre de 2018 la CNSC expidió la Resolución No. 

20182230156785, que revocó el artículo 4 de los actos administrativos que 

contienen las listas de elegibles de la convocatoria 433 de 2016, situación que 

impidió que el ICBF pudiera utilizar las listas de elegibles contenida en la 

Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018, en la cual ella ya se 

encontraba en el primer lugar de elegibilidad, en atención a que las dos 

primeras participantes, ya habían sido nombradas mediante resoluciones No. 

10709 y 10710 del 17 de agosto de 2018. 

 

Luego el gobierno nacional expidió el Decreto No. 1479 de 2017, “por el cual 

suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta de 

personal de carácter permanente del ICBF”, creando 591 cargos permanentes, 

cuya denominación fue de Profesional especializado código 2028, grado 17, 
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similares al que optó en la convocatoria 433 de 2016 y que dichos cargos 

debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de 2004. 

 

El 27 de junio de 2019 se expidió la Ley 1960 que modificó la ley 909 de 2004 

y el Decreto 1567 de 1998, en cuyo artículo 6 establece: “El numeral 4 del artículo 

31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: "con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional 
del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden 
de mérito la lista de elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden 
de mérito se cubrirán las vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan 
con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad”. 
 

El 1 de agosto de 2019 la CNSC expidió el: “Criterio unificado sobre las listas 

de elegibles en el contexto de la ley 1960 del 27 de junio de 2019”, adoptando 

la siguiente postura: "Las listas de elegibles expedidas y que se vayan a expedir con 

ocasión de los acuerdos de convocatoria aprobados antes del 27 de junio de 2019, fecha de 
promulgación de la Ley 1960, deben ser utilizadas para las vacantes ofertadas en tales acuerdos 
de convocatoria. De otra parte, los procesos de selección cuyos acuerdos de convocatoria fueron 

aprobados con posterioridad a la ley 1960 de 2019, serán gobernados en todas sus etapas por la 
mencionada ley, incluidas las reglas previstas para las listas de elegibles. En consecuencia, el 
nuevo régimen conforme con el cual las listas de elegibles pueden ser utilizadas para proveer 
empleos equivalentes en la misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para 
los procesos de selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta 
razón, cobijados por la ley ampliamente mencionada.”.  
 

Asevera que antes de presentar esta acción, solicitó al ICBF, entre otros 

puntos, información sobre los cargos a nivel nacional existentes por proveer, y 

obtuvo respuesta con oficio del 20 de marzo de 2020, recibido en su correo 

electrónico el 2 de abril siguiente, y le informan que en la Regional Cauca, sede 

Popayán, existe una vacante definitiva con el mismo código y grado al que ella 

participó, la cual está ocupada de forma provisional y además le informan las 

demás vacantes existentes a nivel nacional, por tanto se deben agotar etapas 

administrativas y financieras por parte del ICBF y la CNSC, sin que sea posible 

realizar ningún acto antes de su agotamiento. 

 

En un segundo derecho de petición presentado el 29 de abril de 2020, solicita 

se realice el nombramiento en el cargo vacante por ocupar en la actualidad el 

primer lugar de la lista de legibles o se le nombre en uno de los cargos creados 

con el Decreto 1479 de 2017 en cualquier ubicación geográfica, empero no ha 

obtenido respuesta alguna, pese a que acusaron recibido en la misma fecha de 

envío, es decir el 29 de abril de 2020. 

 

Para soportar sus argumentos, adjunta dos sentencias de tutela por hechos 

similares, que fueron fallados en favor de los accionantes. 

 

Así mismo, el 12 de junio de 2020, a las 6:51 de la tarde, la accionante remite 

al correo institucional, escrito de ampliación de tutela, anexando copia de fallo 

de segunda instancia de fecha 9 de junio de 2020 del Tribunal Superior de 

Popayán–Sala Laboral, que confirma la sentencia de primera instancia 

propuesta por Ángela Cecilia Astudillo Montenegro, contra las mismas 

entidades accionadas en esta tutela. 

 

Pretensión 

 

Solicita la protección de los derechos al debido proceso, igualdad, trabajo y 

acceso cargos públicos y se ordene al ICBF y a la CNSC que en el término de 

48 horas siguientes al fallo de esta acción, realicen los trámites administrativos 

y se dé cumplimiento a lo ordenado en los arts. 6° y 7° de la ley 1960 de 2019 

y se autorice y use la lista de elegibles de la Resolución No 20182020074485 

del 18 de julio de 2018 de la CNSC por la cual proveyeron 2 vacantes del 

empleo identificado con el código OPEC 39066, denominado profesional 
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especializado, código 2028, grado 17 del sistema general de carrera 

administrativa del ICBF y se proceda a expedir el acto administrativo que la 

nombre y posesione en carrera administrativa, en una de las 591 vacantes 

definitivas que fueron creadas por el Decreto 1479 de 2017, y evitar un 

perjuicio irremediable. 

 

Contestación de las Accionadas y vinculados 

 

EL Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “ICBF”, en escrito suscrito 

por el abogado Edgar Leonardo Bojaca Castro, Jefe de la Oficina Asesora 

Jurídica, allegó vía correo electrónico el 9 de junio de 2020 a las 5:21 p.m., lo 

siguiente: 

 

Informa que se le dio respuesta de fondo y oportuna a la petición de fecha 3 de 

marzo de 2020, y en cuanto a la segunda petición, se encuentra dentro del 

término, según el artículo 5 del Decreto Legislativo No. 491 de marzo 28 de 

2020, que amplía los términos para atender las peticiones que se encuentren 

en curso o que se radiquen durante la vigencia de la emergencia sanitaria, 

ampliando los términos regulados en la Ley 1437 de 2011. 

 

Con fundamento en las normas vigentes, el ICBF realizó los nombramientos en 

período de prueba de las personas que en mérito ganaron el concurso, por lo 

cual las dos personas ya tienen derechos de carrera por haber superado los 

seis meses de periodo de prueba, por ende el proceso para proveer las 

vacantes de la convocatoria 433 de 2016 para el empleo Profesional 

Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 39066 en el que participó la 

accionante, ya se surtió con el nombramiento y posesión de las participantes 

que ocuparon los 2 primeros lugares. 

 

En esta respuesta no se aporta el listado de todos los cargos vacantes en 

forma definitiva a nivel nacional, como sí lo hace el profesional Jhon Fernando 

Guzmán Uparela, en respuesta dada a la accionante, de fecha 20 de marzo de 

2020, referente al cargo de profesional especializado código 2038, grado 17 

(provista en encargo, nombramiento provisional –sin proveer–vacantes 

desiertas) con las que cuenta el ICBF, incluidas las creadas con el Decreto 

1479 de 2017, con la correspondiente ubicación geográfica y rol, definido en el 

manual específico de funciones y competencias laborales, vigente para el 

momento de la convocatoria, es decir Resolución 4500 del 20 de mayo de 

2016, relacionando en dicha respuesta con radicado No. 202012100000077691 

del 3 de marzo de 2020, que en la Regional Cauca, con sede en Popayán, 

existe una vacante de igual denominación, y presenta un cuadro con 59 cargos 

por proveer a nivel nacional, de entre los cuales hay 11 con perfil OPEC de 

Trabajo Social, incluida la opción en esta capital. 

 

Por tanto, el ICBF solicita se declare improcedente la tutela, por no cumplir los 

requisitos de relevancia iusfundamental, subsidiariedad y perjuicio irremediable 

y que en el evento que se estime procedente, solicita sea negada, al no 

advertirse violación de derechos fundamentales por conductas atribuibles a la 

entidad. 

 

A su turno la Comisión Nacional del Servicio Civil “CNSC”, en cabeza del 

abogado Carlos Fernando López Pastrana, Asesor Jurídico, allegó vía correo 

electrónico el 9 de junio de 2020, en los siguientes términos: 

 

Aduce que la accionante participó en el concurso de méritos convocado 

mediante Acuerdo 20161000001376 de fecha 5 de septiembre de 2016, para el 

empleo con el código OPEC No. 39066, y que, una vez superadas las fases del 
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concurso, se publicó la Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 

2018, "Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer dos (2) 

vacantes del empleo identificado con el Código OPEC 39066, denominado 

profesional especializado, Código 2028, Grado 17 , del Sistema General de 

Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 

Convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF", en la cual la accionante ocupó la 

tercera posición con un puntaje de 75.58 puntos. 

 

Respecto de la aplicación de la Ley 1960 de 2019, esta tiene vigencia desde su 

publicación esto es, desde el 27 de junio de 2019, no tiene efectos retroactivos 

y su aplicación se hará para convocatorias posteriores a su entrada en 

vigencia. 

 

De surgir vacancias definitivas en el empleo por renuncia, muerte del titular, 

entre otros, éstas deban ser provistas con los integrantes de la lista 

conformada para el empleo No. 39066 durante el término de vigencia de la 

Resolución 20182020074485 del 18 de julio de 2018, pero hasta el momento 

no existe solicitud de uso de Listas de elegibles por parte del ICBF, para 

proveer vacantes del empleo ofertado con el No. OPEC 39066. 

 

En el caso que el ICBF, a la fecha, disponga de nuevas vacantes con la misma 

denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, 

ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes (se refiere al grupo 

normativo de referencia sobre el cual se procesan las calificaciones de la 

prueba escrita para cada OPEC), deberá registrarlas en SIMO y expedir el 

correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal y solicitar a la CNSC 

el uso de listas con cobro, para que esta proceda a autorizar dicho uso y se 

provean definitivamente las vacantes existentes.  

 

Solicita entonces, se declare la improcedencia de la tutela, y la desvinculación 

de la acción, por cuanto la entidad carece de legitimación en la causa por 

pasiva, toda vez que si bien es cierto adelantó el proceso de concurso para 

proveer los empleos vacantes en la planta de personal del ICBF, también lo es 

que no tiene ninguna competencia respecto de la administración de la planta 

de personal de dicha entidad, pues la facultad para nombrar y retirar 

servidores públicos se encuentra en cabeza de su Representante legal. 

 

Yon Gelber Borda Álvarez, vinculado de manera oficiosa a la presente 

acción, manifestó que la accionante pretende se haga valer los beneficios de la 

ley 1960 DE 2019, la cual concede ciertos socorros a futuro de los cuales busca 

favorecerse, para que la nombren en los cargos de planta creados en 2017, de 

tal forma que busca un beneficio indebido de retroactividad. 

 

Reconoce que se le permitió acceder al concurso 433 de 2016 y se le han 

brindado todas la garantías dentro de un proceso en el marco jurídico que lo 

reglamentaba y que dentro del mismo debe reconocer que aunque haga parte 

de una lista de elegibles, en su momento no fue la persona con más cualidades 

al reunir las características ni la idoneidad requeridas para desempeñar 

determinado cargo por el cual participo y tan solo paso a ser parte de la lista 

de elegibles de un cargo que tiene una estructura de examen especifico de 

acuerdo con su manual de funciones, de tal forma que sería inapropiado de 

igual manera alegar similitud con otros, buscando beneficios personales en 

vacíos de la norma afectando de manera directa el interés general. 

 

Las consecuencias directas de acceder a su solicitud, impulsaría a otros 

actores, con los mismos principios, a realizar similares reclamos, con afectación 

de toda la planta de personal creada por Decreto 1479 de 2017, no cobijado 
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por la convocatoria 433 de 2016, ni reglada por la ley 1960 de 2019, más 

cuando esta última estipula: “Artículo 7º“. La presente ley rige a partir de su 

publicación, modifica en lo pertinente la Ley 909 de 2004 y el Decreto-

ley 1567 de 1998, y deroga las demás disposiciones que le sean 

contrarias.”, por tanto no indico regir hacia atrás, además  se entendía que la 

única forma de surtir un cargo o empleo público sería mediante concurso de 

méritos, y esta razón se convierte en un hecho de interés general para el país 

porque permite dar cumplimiento al acceso al empleo público consagrado en el 

art 40 numeral 7 de la  Constitución, reconocido que los empleos que ostentan 

se configuran para una próxima convocatoria donde puede participar en 

igualdad de condiciones. 

 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Regional Cauca y los 

Terceros interesados, pese a estar notificados y vinculados a la presente 

acción, no se pronunciaron frente a los hechos. 

 

PRUEBAS 

 

Se allegaron al instructivo los siguientes soportes probatorios al correo 

institucional, en forma digital, las siguientes: 

 

Por parte del accionante: 

 

1.- Fotocopia de Cédula de ciudadanía.  

2.- Acuerdo No CNSC-20161000001376 del 5 de septiembre de 2016 

3.  Captura de pantalla de inscripción a la convocatoria 433 de 2016. 

4.  Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018 la CNSC 

5.  Resolución 20182230156785 de la CNSC. 

6.  Resolución 10709 y 10710 del 17 de agosto de 2018. 

7.  Petición al ICBF del 3 de marzo de 2020 y su respuesta. 

8.  Petición al ICBF del 29 de marzo de 2020. 

9.  Captura de pantalla con acuso de recibido del ICBF. 

10. Criterio unificado de la CNSC sobre las listas de elegibles. 

11. Decreto 1479 de 2017. 

12. Sentencia No 025 de 28-04-2020 -Juzgado 2 Laboral de Popayán. 

13. Sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca de 

18 de noviembre de 2019. 

 

Por parte del ICBF: 

  

Relación de acciones de tutela, tramitadas en contra de la entidad. 

 

Por la CNSC: 

 

1.- Resolución No. 20182230053135 del 22-05-2018. 

2.- Criterio Unificado “Uso de lista de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 

27 de junio de 2019”. 

3.- Circulas externa No. 0001 de 2020. 

4.- Acuerdo No. CNSC – 2016000001376 DEL 05-09-2016. 

5.- Resolución No. 4411 de 2020 10-03-2020. 

6.- Notificación control de publicaciones – CNSC – 31719 – Publicada. 

 

El vinculado Yon Gelber Borda Álvarez: 

 

Oficio S-2017-533061-8500 del 2017-10-02 y Resolución No. 8941 del 28 de 

septiembre de 2017. 

 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fley_0909_2004.html%23Inicio&data=02%7C01%7Cj02mepayan%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc98b6d1416ac4fec1ef208d80e25863d%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637274901611599790&sdata=wHBIBpVBTRyK12ivL6h2PqHIp2NOFnzJGm3dR6b9cX4%3D&reserved=0
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fdecreto_1567_1998.html%23Inicio&data=02%7C01%7Cj02mepayan%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc98b6d1416ac4fec1ef208d80e25863d%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637274901611599790&sdata=LDe%2BDWMTXviLT0if31vqOYWnv8yXjCF2hEMOb5bp8Bg%3D&reserved=0
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CONSIDERACIONES 

Competencia:  

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 86 superior y Decretos 2591 

de 1991, 1382 de 2000 y 1983/17, éste Despacho con categoría de Circuito es 

competente para conocer y decidir, en primera instancia, la acción de amparo 

deprecada. 

 

Problema Jurídico:  

 

Determinar si el ICBF y la CNSC, han vulnerado los derechos fundamentales al 

Debido proceso, Igualdad, Trabajo y Acceso a cargos públicos invocados por la 

accionante, así como el derecho de Petición, al no realizar su nombramiento en 

un cargo igual a aquel para el que concursó, que se encuentra vacante, por la 

omisión de aplicar la prórroga de la lista de elegibles, conforme lo establece la 

Ley 1960 de 2019. 

 

En este contexto, se hará un análisis sobre (i) la Procedencia de la acción de 

tutela (ii) Procedencia de la tutela para controvertir actos administrativos 

expedidos en concurso de méritos; Derechos invocados y iii) resolución del 

caso concreto. 

 

(i) Procedencia de la acción de tutela. 

 

Legitimación en la causa: 

 

Por activa: 

 

La actora es persona natural, mayor de edad con plenas facultades, quien 

interviene en procura de la protección de derechos de rango fundamental. 

 

Por pasiva:  

 

El ICBF y la CNSC son entidades públicas, al igual que el vinculado ICBF 

Regional Cauca, respecto de las cuales se aduce la vulneración de derechos 

fundamentales, actuaron a través de su apoderado judicial y en forma 

personal, cada uno legalmente autorizado para representar sus intereses en 

sede judicial. 

 

El vinculado Yon Gelber, aduce que la decisión que se adopte, también 

repercute en lo que a él concierne, o en los que estén en situación similar. 

 

     (ii) Procedencia excepcional de la acción de tutela para controvertir 

actos administrativos expedidos en el marco de concursos de méritos. 

Sentencia T -090 de 2013. 
  

“3.1. … la acción de tutela es improcedente, como mecanismo principal y 

definitivo, para proteger derechos fundamentales que resulten amenazados o 

vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, ya que para 

controvertir la legalidad de ellos el ordenamiento jurídico prevé las acciones 

contencioso-administrativas, en las cuales se puede solicitar desde la demanda 

como medida cautelar la suspensión del acto. Dicha improcedencia responde a 

los factores característicos de residualidad y subsidiariedad que rigen esta 

acción de origen constitucional. 

  

3.2. No obstante, la jurisprudencia constitucional ha trazado dos subreglas en 

las cuales el carácter subsidiario de la acción de tutela no impide su utilización 
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a pesar de existir mecanismos alternos de defensa judicial al alcance del 

interesado. Entonces, procede excepcionalmente la tutela contra actos 

administrativos que regulan o ejecutan un proceso de concurso de 

méritos (i) cuando el accionante la ejerce como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los requisitos de ser 

inminente, de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable; 

y, (ii) cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para 

amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca y que en caso de 

no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor. 

  

La Corte ha aplicado ésta última subregla cuando los accionantes han ocupado 

el primer lugar en la lista de elegibles y no fueron nombrados en el cargo 

público para el cual concursaron, circunstancia ésta en la que ha concluido que 

el medio idóneo carece de la eficacia necesaria para proveer un remedio pronto 

e integral y, por ende, ha concedido la protección definitiva por vía tutelar. En 

este último caso, corresponde al juez de tutela evaluar si el medio alternativo 

presenta la eficacia necesaria para la defensa del derecho fundamental 

presuntamente conculcado”. 

 

Convocatoria como norma reguladora del concurso de méritos. 

 

… “el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección 

fundada en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del 

aspirante para desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se 

convierte en una actuación administrativa que debe ceñirse a los postulados 

del debido proceso constitucional (artículo 29 Superior). 

  

Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar el concurso de 

méritos elabora una resolución de convocatoria, la cual contiene no sólo los 

requisitos que deben reunir los aspirantes a los cargos para los cuales se 

efectúa el concurso, sino que también debe contener los parámetros según los 

cuales la misma entidad administrativa debe someterse para realizar las 

etapas propias del concurso, así como la evaluación y la toma de la decisión 

que concluye con la elaboración de la lista de elegibles. Hacer caso omiso a las 

normas que ella misma, como ente administrador expida, o sustraerse al 

cumplimiento de éstas, atenta contra el principio de legalidad al cual debe 

encontrarse siempre sometida la administración, así como también contra los 

derechos de los aspirantes que se vean afectados con tal situación. 

  

Sobre el tema la Sala Plena al asumir el estudio de varias acciones de tutela 

formuladas contra el concurso público de méritos que se adelantó para proveer 

los cargos de notarios en el país, mediante sentencia SU-913 de 2009, 

consignó que (i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del 

concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la 

Constitución, la ley o resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a 

través de las reglas obligatorias del concurso, la administración se autovincula 

y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su actividad en 

cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta el derecho al 

debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad organizadora del 

concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que 

se sujetó a ellas de buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión estima que 

si por factores exógenos las reglas del concurso varían levemente en alguna de 

sus etapas, las modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria 

inicial, deben ser plenamente conocidas por las partícipes para que de esta 

forma se satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben 

regir las actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza 

legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados para 
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acceder a un cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe una lista de 

elegibles que surge como resultado del agotamiento de las etapas propias del 

concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un 

derecho adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser 

desconocido.   

  

4.4. Entonces, a manera de síntesis, la Sala concluye que la resolución de 

convocatoria se convierte en la norma del concurso de méritos y, como tal, 

tanto la entidad organizadora como los participantes deben ceñirse a la misma. 

En caso de que la entidad organizadora incumpla las etapas y procedimientos 

consignados en la convocatoria, incurre en una violación del derecho 

fundamental al debido proceso que les asiste a los administrados partícipes, 

salvo que las modificaciones realizadas en el trámite del concurso por factores 

exógenos sean plenamente publicitadas a los aspirantes para que, de esta 

forma, conozcan las nuevas reglas de juego que rigen la convocatoria para 

proveer los cargos de carrera administrativa”. 

 

             De los derechos al acceso a cargos públicos y al trabajo 

 

“La jurisprudencia ha señalado que el derecho a acceder a un cargo público 

consiste en la prerrogativa que tiene toda persona de presentarse a concursar, 

luego de haber acreditado los requisitos previstos en la respectiva 

convocatoria, y, una vez superadas las etapas del concurso, a evitar que 

terceros restrinjan dicha opción. Ciertamente, el ámbito de su protección se 

circunscribe a (i) “la posesión [hace referencia al acto de posesión en un cargo 

público] de las personas que han cumplido con los requisitos para acceder a un 

cargo”, (ii) la prohibición de establecer requisitos adicionales para posesionar a 

la persona que ha cumplido con las exigencias previstas por el concurso, (iii) la 

facultad del concursante de elegir de entre las distintas opciones de cargos 

públicos disponibles, de ser el caso, aquella que más se ajuste a sus 

preferencias y (iv) la prohibición de “remover de manera ilegítima” a una 

persona que ocupa un cargo público”. 

En relación con el acceso a los cargos públicos, la jurisprudencia ha indicado 

que dicha garantía se materializa en cabeza del ganador del concurso, a 

quien le asiste el derecho a ser nombrado en el cargo para el cual concursó, 

una vez ha superado satisfactoriamente las pruebas aplicadas en la 

convocatoria. Es, precisamente, en este supuesto que el carácter subjetivo 

del derecho al trabajo logra concretarse con certeza a favor del triunfador. Lo 

anterior significa que “la vulneración del derecho al trabajo se produce 

cuando una acción u omisión arbitraria de las autoridades limita 

injustificadamente el ejercicio de una actividad laboral legítima”. 

El Debido proceso 

El respeto al debido proceso involucra “los derechos de defensa, contradicción 

y controversia probatoria, el derecho de impugnación, y la garantía de 

publicidad de los actos de la Administración”. Esto significa el deber de la 

entidad administradora del concurso de (i) fijar de manera precisa y concreta 

las condiciones, pautas y procedimientos del concurso, (ii) presentar un 

cronograma definido para los aspirantes[95], (iii) desarrollar el concurso con 

estricta sujeción a las normas que lo rigen y, en especial, a las que se fijan en 

la convocatoria, (iv) garantizar “la transparencia del concurso y la igualdad 

entre los participantes”, (v) asegurar que “los participantes y otras personas 

que eventualmente puedan tener un interés en sus resultados, tienen 

derecho a ejercer control sobre la forma como se ha desarrollado” y (vi) no 

someter a los participantes a una espera indefinida y con dilaciones 

injustificadas. En tales términos, esta Corte ha indicado que la acción de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-425-19.htm#_ftn95
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tutela procede únicamente ante la necesidad de “adoptar las medidas que se 

requieran para que las personas que se consideren afectadas por las 

irregularidades detectadas en un concurso, puedan disfrutar de su derecho. 

El derecho a la igualdad 

 

“El artículo 13 superior establece que “Todas las personas nacen libres e 

iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y 

gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 

religión, opinión política o filosófica. 

 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 

adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 

protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 

sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

 

En el marco de un concurso de méritos, el derecho a la igualdad adquiere una 

connotación especial, pues según lo previsto por el artículo 40 Superior, todo 

ciudadano tiene derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos 

públicos, de manera que debe garantizarse que quienes participan en un 

concurso tengan las mismas oportunidades para acceder al cargo ofertado. 

Solo de esta manera se puede asegurar la transparencia que debe regir en 

este tipo de procesos y cumplir con su objetivo, es decir, que se elija a la 

persona que se encuentre mejor capacitada para desempeñar el cargo”. 

 

El Derecho de petición. 

 

Para la protección del derecho de petición contenido en el artículo 23 superior, 

el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa 

judicial idóneo ni eficaz diferente a éste, de modo que quien resulte afectado 

por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo 

ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizarlo. Por esta razón, 

quien encuentre que la debida resolución a sus derechos no fue producida o 

comunicada dentro de los términos que la ley señala, esto es, que se quebrantó 

su garantía fundamental, puede acudir directamente a esta acción. 

 

Ahora, el artículo 5º del Decreto Legislativo No. 491 del 28 de marzo de 2020 

dispone: “Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 

peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia 

de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 

14 de la Ley 1437 de 2011, así: “Salvo norma especial toda petición deberá 

resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. Estará 

sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

  

(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro 

de los veinte (20) días siguientes a su recepción.  

 

(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 

en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 

y cinco (35) días siguientes a su recepción.” 

 

(ii) Caso concreto 

 

El presente asunto aborda la situación de una ciudadana que participó en un 

concurso de méritos convocado por el ICBF, -Convocatoria 433 de 2016-, 
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donde ocupó el tercer lugar, pero que luego de posesionadas quienes ocuparon 

los dos primeros puestos, pasó a ocupar el primer lugar en la lista de elegibles. 

 

Casi que en el mismo tiempo, por Decreto 1479/17 el ICBF avoca una 

reorganización interna, y se crean más de medio centenar de cargos ya de 

carácter permanente, de similares características al optado por la accionante 

en la susodicha convocatoria. 

 

Luego se expide la Ley 1960/19 que modificó la Ley 909/04, y uno de sus 

artículos crea una controversia sobre la forma de utilizar la lista de elegibles, 

entonces la Comisión Nacional del Servicio Civil expide un criterio unificado 

sobre el manejo que debe darse a la lista de elegibles, de suerte que uno de 

los planteamientos centrales para que no se acceda al petitum de la 

accionante, -ser nombrada en uno de esos cargos- es que la nueva Ley no 

tiene efectos retroactivos, sino que rige hacia el futuro. 

 

Cabe señalar que tutelas como la presente, se han adelantado en varios 

despachos judiciales, fallos que la accionante ha traído a la palestra, como 

forma de fundamentar que le asiste razón en el caso en particular, máxime la 

inminencia de la fecha de expiración de la lista de elegibles para el mes de Julio 

del presente año. 

 

Y es que la Litis no es de poca monta, si reparamos que el tema de la 

aplicación correcta de un Concurso de méritos afecta el devenir de tantas 

personas que concurren, y luego de pasar los diversos filtros aspiran a que, 

estando en lista de elegibles y cuando se dé la oportunidad, sean tenidas en 

consideración. 

 

Lo anterior, para lograr que el personal más idóneo y preparado asuma las 

funciones que un cargo requiere, y como forma también de que la estructura 

del Estado tenga como principio el Mérito, -artículo 125 superior- por encima 

de cualquier consideración de orden clientelista, que la mayor de las veces 

permea nuestras instituciones. 

 

Es desde esta perspectiva que hay que realizar la lectura del presente caso, 

para de esa forma materializar ese amplio catálogo de derechos que tiene la 

Carta, pero que tantas veces se quedan en la teoría y en una mera 

expectativa, por cuanto este Concurso de méritos no ha estado ajeno a las 

vicisitudes, ya de orden jurídico, en cuanto atañe a la interpretación de 

normas, o de orden práctico, como es que las directivas no asuman a plenitud 

el nuevo orden. 

 

Esto último se avala, porque previo a la interposición de la tutela, la accionante 

elevó ante el ICBF, sendos derechos de petición, del 3 de marzo y 29 de abril 

de 2020. En la primera, la accionada contestó que existe en esta Regional una 

vacante, con las mismas características para la que concursó, según lo da a 

conocer el abogado Jhon Fernando Guzmán, Director de Gestión Humana (E) 

del ICBF, respecto a las vacantes definitivas del empleo Profesional 

Especializado Código 2028 grado 17 con las que cuenta el ICBF, incluidas las 

creadas con el Decreto 1479 de 2017, en la Regional Cauca, sede Popayán, de 

que existe una vacante de igual denominación, y presenta un cuadro 

relacionando un total de 59 cargos por proveer a nivel nacional, de entre los 

cuales hay 11 con perfil OPEC de Trabajo Social, incluida la opción de la ciudad 

de Popayán. 

 

Entonces, tal como lo consignó la CNSC, en su respuesta de tutela, de existir 

dicha vacante, “el ICBF deberá registrarlas en SIMO y expedir el 
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correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal y solicitar a la CNSC 

el uso de listas con cobro, para que esta proceda a autorizar dicho uso y se 

provean definitivamente las vacantes existentes”. 

 

De igual manera, la CNSC aclara que hasta el momento no existe solicitud de 

uso de Listas de Elegibles por parte del ICBF, para proveer vacantes del 

empleo ofertado con el No. OPEC 39066. 

 

De suerte, entonces, que existiendo la vacante, el ICBF debió obrar de 

conformidad, y no proveer de manera provisional un cargo para el cual existe 

una lista de elegibles, emanado de un concurso de méritos –convocatoria 

433/16- que se encuentra vigente. 

 

De ahí que, consecuente con la respuesta ofrecida en la primera petición, la 

accionante elevó un segundo escrito tendiente a que fuera nombrada en cargo 

similar al cual concursó y que se encuentra vacante, empero hasta la fecha no 

ha obtenido respuesta, con el argumento que el Decreto Legislativo No. 491 

del 28 de marzo de 2020, artículo 5, amplió los términos para dar respuesta a 

las peticiones, y a la fecha de contestación de la acción -9 de junio de 2020-, 

aún se encontraba dentro del término legal para hacerlo. 

 

Empero, según lo normado en dicho Decreto “Salvo norma especial, toda 

petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 

recepción”, se observa que a la fecha el término se encuentra vencido, si se 

acota que la entidad acusó recibo el 29 de abril de 2020, feneciendo dicho 

término el 12 de junio pasado.  

 

Visto pues que el derecho de Petición no tuvo vocación de prosperidad, y 

agotando un camino previo, la accionante enfiló baterías por medio de la acción 

de tutela, de suerte que hay que analizar si se cumplen los presupuestos de 

inmediatez y subsidiariedad, o si existiendo un mecanismo judicial común que 

proteja los derechos invocados, no sea útil, dada la presencia de un perjuicio 

irremediable. 

 

Sobre la Inmediatez, se observa que la accionante propuso la acción dentro 

de un término razonable, atendida la cronología de la secuencia normativa, en 

especial, cuando dada la interpretación suscitada por la forma de aplicación de 

Lista de elegibles, la CNSC emitió un criterio orientador que, incluso el Tribunal 

Administrativo del Valle en la tutela que dirimió, no aplicó por inconstitucional, 

amén de que en forma previa –en marzo y abril de este año- agotó el camino 

de hacer valer sus prerrogativas por medio del derecho de Petición. 

 

En cuanto a la Subsidiariedad, si bien existe el camino del proceso 

administrativo de nulidad y restablecimiento de derechos, lo cierto es que en la 

práctica se presentan dos obstáculos: el uno, que dada la situación actual de 

salud, esta clase de procedimientos está temporalmente suspendido, de suerte 

que sería inane provocarlo, y mucho menos solicitar una medida provisional de 

suspensión del acto administrativo. 

 

Y lo segundo, es que el término de duración del registro de elegibles está muy 

próximo a fenecer -julio de 2020-, con lo cual la anterior alternativa no tendría 

ninguna razón de ser, aspecto que le impediría acceder al empleo público, y 

por ende, derivaría en un Perjuicio irremediable.  

 

Si en gracia de discusión la accionante tomara el camino del proceso 

administrativo, a buen seguro el ICBF estará preparando el terreno para el 

próximo concurso de méritos y dada la duración de aquel proceso, la 
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accionante tendría que confrontar su derecho con el futuro registro de 

elegibles, con total distorsión de la eficacia de la norma. 

 

De otro lado, se ha argumentado que una de las razones para no proceder a 

conceder el derecho a la accionante, es que la Ley 1960 de 2019 no tiene 

carácter retroactivo, como forma de eludir que es menester tener en 

consideración la lista de elegibles que emana de la convocatoria No. 433 de 

2016, sin embargo el artículo 6 de dicha Ley prevé que de la lista de elegibles y 

en estricto orden de mérito, se cubrirán las vacantes para las que se efectuó el 

concurso y “las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad”, 

 

En este evento es indudable de que se trata de una vacante definitiva de un 

cargo para el que concursó la accionante, aspecto que no es objeto de 

discusión y aunque surgió con posterioridad a la convocatoria, está en el 

derecho de que se le nombre en cualquiera de los nuevos cargos similares al 

que concursó, sin que la norma haga alusión a que solo aplica para aquellos 

registros de elegibles posteriores a su vigencia. Una tesis distinta implica un 

abierto desconocimiento del debido proceso. 

 

Igualmente se debe tener en cuenta que el registro de elegibles, como acto 

administrativo, tiene como finalidad, establecer la forma de provisión de los 

cargos objeto de concurso, con un carácter obligatorio para la administración y 

su desconocimiento acarreará consecuencias adversas a quienes lo 

desconozcan. 

 

Si los argumentos anteriores no fueren convincentes, el Despacho acoge los 

expuestos en tutelas de iguales características, proferida la una el 18 de 

noviembre de 2019 por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del 

Cauca, que revocó la emitida por el Juzgado veintiuno administrativo oral de 

Cali -en contra de las mismas accionadas-, decisión que amparó el derecho de 

aquellos integrantes que hacían parte del registro de elegibles, contenido en la 

Res. CNSC-20182230040835 del 26 de abril de 2018. 

 

Y la otra, de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Popayán, que en reciente 

providencia del 9 de junio de 2020, confirmó la decisión de 28 de abril de 2020 

del Juzgado Segundo Laboral de esta capital, radicado No. 

190013105002202000072, accionante Ángela Cecilia Astudillo Montenegro 

contra el ICBF y la CNSC, en hechos y pretensiones de similar connotación, 

decisiones que reposan en este trámite constitucional. 

 

Sobre el particular, no es de recibo para la Judicatura, la tesis de que las 

anteriores sentencias no puedan tomarse como precedente, pues según la 

contraparte, debe esperarse el pronunciamiento final de la Corte 

Constitucional, sin reparar que para tomar esta decisión, como la de los citados 

fallos, se lo ha hecho con sustento en jurisprudencia emitida por dicha 

Corporación.  

 

Ahora, pese a que la accionante no invocó, entre los derechos pretermitidos, el 

de petición, observa el Despacho que este se encuentra vulnerado por parte 

del ICBF, al no ofrecer hasta la fecha, respuesta clara, de fondo y oportuna a la 

petición presentada por la accionante el 29 de abril de 2020, empero, por la 

posición ofrecida en sede de tutela, a buen seguro la respuesta sería negativa, 

de suerte que la susodicha omisión, se subsana con la decisión que en seguida 

se ofrece. 
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La misma se contrae a que se tutelarán los derechos fundamentales de la 

accionante cuya protección invoca y por tanto se ordenará al ICBF que: (i) 

dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes de notificada esta decisión, 

proceda a registrar las vacantes creadas con el Decreto 1479 de 2017 y 

respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 20182020074485 

del 18 de julio de 2018, cargos Código OPEC N° 39066 denominado Profesional 

especializado, Código 2028, Grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa del ICBF, en el SIMO y expida el correspondiente Certificado de 

disponibilidad presupuestal, solicitando a la CNSC el uso de listas con cobro, sin 

que pueda exceder de ocho días calendario. (ii) La CNSC una vez el ICBF 

cumpla con lo anterior, procederá a elaborar y autorizar el uso de la lista de 

elegibles dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento para optar y 

una vez notificado y en firme dicho acto, lo remitirá dentro de los cinco (5) días 

siguientes al ICBF que deberá nombrar a la aspirante dentro de los ocho (8) 

días siguientes al recibo de las listas, observando en todo caso el estricto orden 

de mérito. 

 

De capital importancia es hacer notar a las accionadas, que deben obrar con 

total diligencia, y de manera coordinada, dado que el término de vigencia de 

la lista de elegibles del concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece 

en el mes de Julio del corriente año, sin que sea de recibo que por trámites de 

orden burocrático, las expedición de los actos respectivos superen la fecha 

límite de su vigencia. 

 

Finalmente, se procederá a la desvinculación del ICBF Regional Cauca, en el 

entendido de que las decisiones atinentes al tema que nos ocupa, está 

centralizado en la Sede Nacional, en cabeza de su Directora. 

 

De igual manera, se procederá con Yon Gelber Borda Álvarez, toda vez que se 

extracta de la foliatura que es un profesional que presta sus servicios en la 

Regional ICBF del Casanare, y como nombrado en provisionalidad se opone se 

provean cargos de lista de elegibles, empero la decisión adoptada en este fallo 

tiene incidencia particular en la Regional Cauca. 

 

En virtud de lo expresado, el JUZGADO SEGUNDO PENAL PARA 

ADOLESCENTES con FUNCION DE CONOCIMIENTO de POPAYAN, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECLARAR PROCEDENTE la acción de tutela presentada por OLGA 

LUCIA CHAVARRIA ARBOLEDA que se identifica con CC No. 31.490.902 de 

Zarzal, Valle, contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

ICBF y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC-. 

 

SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales al Debido proceso, igualdad, 

trabajo y acceso a cargos públicos a favor de OLGA LUCIA CHAVARRIA 

ARBOLEDA. 

 

TERCERO: ORDENAR al ICBF que: (i) dentro de las cuarenta y ocho horas 

(48) siguientes de notificada esta decisión, proceda a registrar las vacantes 

creadas con el Decreto 1479 de 2017 y respecto del registro de elegibles 

contenido en la Resolución 20182020074485 del 18 de julio de 2018, cargos 

Código OPEC N° 39066 denominado Profesional especializado, Código 2028, 

Grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa del ICBF, en el SIMO y 

expida el correspondiente Certificado de disponibilidad presupuestal, solicitando 

a la CNSC el uso de listas con cobro, sin que pueda exceder de ocho días 
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calendario. (ii) La CNSC una vez el ICBF cumpla con lo anterior, procederá a 

elaborar y autorizar el uso de la lista de elegibles dentro de los diez (10) días 

siguientes al vencimiento para optar y una vez notificado y en firme dicho acto, 

lo remitirá dentro de los cinco (5) días siguientes al ICBF que deberá nombrar 

a la aspirante dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de las listas, 

observando en todo caso el estricto orden de mérito. 

 

Se insta a las accionadas, que obren con total diligencia, y de manera 

coordinada, dado que el término de vigencia de la lista de elegibles del 

concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece en el mes de Julio del 

corriente año, sin que sea de recibo que por trámites de orden burocrático, las 

expedición de los actos respectivos superen la fecha límite de su vigencia. 

 

CUARTO: DESVINCULAR al ICBF Regional Cauca, en el entendido de que las 

decisiones atinentes al tema que nos ocupa, está centralizado en la Sede 

Nacional, en cabeza de su Directora. De igual manera, se procederá con el 

profesional Yon Gelber Borda Álvarez, por las consideraciones precedentes. 

 

QUINTO: NOTIFÍQUESE a las partes y vinculado la presente decisión, a los 

correos electrónicos suministrados por aquellos. 

 

SEXTO: Si esta decisión no fuere impugnada dentro de los tres días siguientes 

a su notificación, se remitirá el expediente a la Corte Constitucional, para su 

eventual revisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE. 

 

El Juez, 
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CONSTANCIA: La presente tutela fue recibida del reparto de fin de semana con medida 

provisional. Se radica bajo el N° 05-001-40-88-003-2020-00093-00. Paso a despacho 

dela señora Juez para que ordene lo pertinente. 

 

Medellín, 4 de julio de 2020 

 

 

PAULA ANDREA BOTERO GÓMEZ 

Secretaria 

 

 

 

Rama Judicial 

___________________________________________ 

República de Colombia 

Juzgado Tercero Penal Municipal Con Función 

De Garantías de Medellín, Antioquia 
 

 

 
 

Medellín, cuatro de julio de dos mil veinte 

 
Tutela:           05001-40-88-003-2020-00093 
Accionante:    HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE 
Accionado:  INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF  
  Y  COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - CNSC 
Decisión:        SE REMITE ATENDIENDO DECRETO 1382 de 2000. 
 

 

Correspondió a este Despacho la acción de tutela de primera instancia 

incoada por HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE, contra el INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF y COMISIÓN NACIONAL 

DEL SERVICIO CIVIL - CNSC, y su pretensión está dirigida aque las 

entidades se proceda con el nombramiento del señor HUBER ALONSO 

ROLDÁN ALZATE, identificado con cédula de ciudadanía 71.319.941 al 

cargo código OPEC 39066, denominado Profesional Especializado, código 

2028, grado 17 del sistema general de carrera administrativa del ICBF en 

una de las 591 vacantes definitivas creadas por el Decreto 1479 de 2017, 

toda vez que participó en la convocatoria No. 433 de 2016, convocada por 

el ICBF y la CNSC, misma que deberá efectuarse en el lugar más cercano a 

su residencia y atendiendo el estricto orden de mérito y expedir los actos 

administrativos de nombramiento y posesión de manera diligente y 

coordinada, dado que el término de vigencia de la lista de elegibles del 

concurso de méritos de la convocatoria 433/16, fenece el 31 de Julio del 

corriente año, sin que sea de recibo que, por trámites de orden 



 2 

burocrático, la expedición de los actos respectivos supere la fecha límite de 

su vigencia.  

 

Conforme con el artículo 1 del Decreto 1983 de 2017, expedido por el 

Gobierno Nacional con vigencia a partir del 30 de noviembre de 2017, que 

modifica el numeral 1 del Artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, inciso 

tercero y el Decreto 1069 de 2015, artículo 2.2.3.1.2.1, señala que el 

reparto de las acciones de tutela a los Jueces Municipales y del Circuito, 

corresponderá de la siguiente manera:  

 

“Reparto de la acción de tutela: para los efectos previstos en el 

artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de 

tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la 

violación o la amenaza que motivaré la presentación de la solicitud o 

donde se produjeren sus efectos conforme las siguientes reglas:  

 

1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 

autoridad, organismo o entidad pública, del orden departamental, 

distrital o municipal y contra particulares serán repartidas, para su 

conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales 

 

2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 

autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional, serán 

repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los 

Jueces del Circuito o con igual categoría” 

 

Ahora bien, se tiene que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR – ICBF es un establecimiento público descentralizado adscrito al 

Ministerio de Protección Social, esta entidad de orden Nacional y la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC es un órgano 

autónomo del más alto nivel del Estado, ambos con personería jurídica, 

autonomía administrativa y patrimonio independiente. 

 

Conforme lo anterior, y en aras tener claridad frente a la conceptualización 

de términos, encontramos que:  
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DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA: consiste en el otorgamiento de 

funciones o competencias administrativas a autoridades diferentes del 

poder central, las cuales actúan con autonomía, bajo su propia 

responsabilidad y en relación no jerárquica con la cúspide de la 

organización estatal nacional.  

 

DESCONCENTRACIÓN ADMINISTRATIVA: es una fórmula intermedia entre 

la centralización y la descentralización, y consiste en la transferencia de 

funciones que corresponden a un órgano administrativo central, para que 

las ejerza un agente local u otra persona jurídica a nombre de aquél, de tal 

manera que cuando toman decisiones lo hacen en nombre de la entidad 

que desconcentra, lo que significa que realmente no poseen autonomía. 

 

En el caso bajo examen, en referencia a la naturaleza jurídica de las 

entidades accionadas, esto es, INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR – ICBF; se tiene que esta entidad, a su vez se encuentra 

vinculada al Ministerio de Protección Social, y es allí donde se debe 

entender que, la descentralización radica en la entidad a la que se 

encuentra vinculada la accionada, aclarándose entonces, después de hacer 

un análisis de la normatividad vigente y aplicable al caso, que la entidad 

desarrolla sus funciones y competencias de forma desconcentrada; es 

decir que ejerce sus funciones a nivel territorial conforme a la necesidad 

de prestación del servicio, sin que por ello pierda su naturaleza jurídica del 

orden nacional, y no cambia de nivel (departamental y/o municipal), pues 

no se puede interpretar que tiene personería jurídica en cada jurisdicción 

donde ejerce sus funciones diferente al Distrito Capital de Bogotá donde 

está ubicada su sede principal, razón por la cual, se itera que a todas luces 

se vislumbra que esta entidad no deja de ser del sector nacional, respecto 

a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC no hay reparo 

alguno que hace parte del nivel nacional. 

 

Establecido lo anterior se verifica que las accionadasson del orden 

nacional, sin perjuicio de que por razones del servicio se requiera contar 
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con sedes territoriales para efectos de desarrollar sus funciones y 

competencias en forma desconcentrada, y en aplicación a los principios 

que rigen la tutela, especialmente los establecidos en el decreto 1983 de 

2017, que modifica el Decreto 1069 de 2015, artículo 2.2.3.1.2.1, le 

corresponde a los Juzgados del Circuito conocer de las tutelas que se 

interpongan en contra de ese tipo de entidades. 

 

En consecuencia, atendiendo los argumentos esbozados, se ordena la 

remisión inmediata del presente diligenciamiento a la Oficina Judicial de la 

ciudad, a efecto de que sea repartida entre los JUZGADOS DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN, para los fines pertinentes.  

 

Comuníquese de esta decisión al interesado. 

 

 

 



2014 01025 

República de Colombia 

Rama Judicial Del Poder Público 

 
Juzgado Séptimo Penal Para Adolescentes 

Con Función De Conocimiento 

Medellín, seis de julio de dos mil veinte 

 

 

Rdo  2020 00060 

 

 

Por reunir los requisitos del Decreto 2591 de 1991, se admite la presente acción de 

tutela, promovida por el señor Huber Alonso Roldán Álzate identificado con la C.C. 

No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF- y la 

Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta violación a sus 

derechos fundamentales. 

 

Vincúlese al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria 

pública No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 

concretamente a los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 

denominado profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General 

de Carrera Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas 

del fallo; por lo tanto, se le ordenará al Departamento de sistemas de la 

Administración Judicial de Antioquia ( o a quien corresponda) y a la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, que de manera inmediata, publique en sus respectivas 

páginas Web, el auto admisorio de esta acción constitucional, para que los 

aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos correspondiente a la 

convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos para el empleo 

identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional especializado, 

código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa del ICBF, se 

enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este Juzgado su 

derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, 

como quiera que lo solicitado por el demandante, puede dar espera al término 

estipulado por la Ley, para emitir el fallo respectivo,  no se decretará la medida 

provisional solicitada. 

 

En orden a su cabal cumplimiento el Juzgado Séptimo Penal para Adolescentes con 

Función de Conocimiento de Medellín,  

 

 

RESUELVE 

 

Admitir la presente acción de tutela promovida por Huber Alonso Roldán Álzate 

identificado con la C.C. No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar-ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta 

violación a sus derechos fundamentales. 

 

Vincular al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria pública 

No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, concretamente a 

los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado 



2014 01025 

profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas del fallo. 

 

No conceder la medida provisional rogada, por lo expuesto en la parte motiva de este 

auto. 

 

Ordenar al Departamento de Sistemas de la Administración Judicial de Antioquia (o 

a quien corresponda) y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que de manera 

inmediata, publique en sus respectivas páginas Web, el auto admisorio de esta acción 

constitucional, para que los aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos 

correspondiente a la convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos 

para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional 

especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 

del ICBF, se enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este 

Juzgado su derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 

 

Notifíquese a los representantes legales de la entidad demandada y vinculadas a 

quienes se les concede el término de dos (02) días para que ejerzan su derecho de 

defensa 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

JUEZ 
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, seis de julio de dos mil veinte      

 

 

OFICIO 519 

 

 

Radicado Tutela: 2020 00060 

Accionante: Huber Alonso Roldán Álzate 

Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

Señor 

Representante Legal   

Comisión Nacional Del Servicio Civil 

Notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 
Bogotá  

 

 

Por medio del presente me permito notificarle que este Despacho mediante auto de la 

fecha dentro del trámite de la referencia, dispuso lo siguiente: 

 

Admitir la presente acción de tutela promovida por Huber Alonso Roldán Álzate 

identificado con la C.C. No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar-ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta 

violación a sus derechos fundamentales. 

 

Vincular al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria pública 

No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, concretamente a 

los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado 

profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas del fallo. 

 

No conceder la medida provisional rogada, por lo expuesto en la parte motiva de este 

auto. 

 

Ordenar al Departamento de Sistemas de la Administración Judicial de Antioquia (o 

a quien corresponda) y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que de manera 

inmediata, publique en sus respectivas páginas Web, el auto admisorio de esta acción 

constitucional, para que los aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos 

correspondiente a la convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos 

para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional 

especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 

del ICBF, se enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este 

Juzgado su derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 
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Notifíquese a los representantes legales de la entidad demandada y vinculadas a 

quienes se les concede el término de dos (02) días para que ejerzan su derecho de 

defensa 

 

Se anexa copia de la tutela. 

 

  

                                    LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes com Funciones 

De Conocimiento 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín 
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                                    República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, seis de julio de dos mil veinte      

 

 

OFICIO 520 

 

 

Radicado Tutela: 2020 00060 

Accionante: Huber Alonso Roldán Álzate 

Accionada: ICBF y CNSC 

 

Señora 

Directora General   

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

Bogotá  

 

 

 

Por medio del presente me permito notificarle que este Despacho mediante auto de la 

fecha dentro del trámite de la referencia, dispuso lo siguiente: 

 

Admitir la presente acción de tutela promovida por Huber Alonso Roldán Álzate 

identificado con la C.C. No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar-ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta 

violación a sus derechos fundamentales. 

 

Vincular al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria pública 

No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, concretamente a 

los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado 

profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas del fallo. 

 

No conceder la medida provisional rogada, por lo expuesto en la parte motiva de este 

auto. 

 

Ordenar al Departamento de Sistemas de la Administración Judicial de Antioquia (o 

a quien corresponda) y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que de manera 

inmediata, publique en sus respectivas páginas Web, el auto admisorio de esta acción 

constitucional, para que los aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos 

correspondiente a la convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos 

para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional 

especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 

del ICBF, se enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este 

Juzgado su derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 

 

mailto:Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co
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Notifíquese a los representantes legales de la entidad demandada y vinculadas a 

quienes se les concede el término de dos (02) días para que ejerzan su derecho de 

defensa 

 

Se anexa copia de la tutela. 

 

  

                                    LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes com Funciones 

De Conocimiento 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín 
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                                    República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, seis de julio de dos mil veinte      

 

 

OFICIO 521 

 

 

Radicado Tutela: 2020 00060 

Accionante: Huber Alonso Roldán Álzate 

Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

 

Señora 

Directora Regional Antioquia  

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

Selma.Roldan@icbf.gov.co 

Ciudad  

 

Por medio del presente me permito notificarle que este Despacho mediante auto de la 

fecha dentro del trámite de la referencia, dispuso lo siguiente: 

 

Admitir la presente acción de tutela promovida por Huber Alonso Roldán Álzate 

identificado con la C.C. No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar-ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta 

violación a sus derechos fundamentales. 

 

Vincular al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria pública 

No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, concretamente a 

los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado 

profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas del fallo. 

 

No conceder la medida provisional rogada, por lo expuesto en la parte motiva de este 

auto. 

 

Ordenar al Departamento de Sistemas de la Administración Judicial de Antioquia (o 

a quien corresponda) y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que de manera 

inmediata, publique en sus respectivas páginas Web, el auto admisorio de esta acción 

constitucional, para que los aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos 

correspondiente a la convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos 

para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional 

especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 

del ICBF, se enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este 

Juzgado su derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 

 

mailto:Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co
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Notifíquese a los representantes legales de la entidad demandada y vinculadas a 

quienes se les concede el término de dos (02) días para que ejerzan su derecho de 

defensa 

 

Se anexa copia de la tutela. 

 

  

                                    LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes com Funciones 

De Conocimiento 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín 
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                                    República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, seis de julio de dos mil veinte      

 

 

OFICIO 522 

 

 

Radicado Tutela: 2020 00060 

Accionante: Huber Alonso Roldán Álzate 

Accionada: ICBF y CNSC 

 

Señores 

Departamento de Sistemas (o a quien corresponda) 

Administración Judicial de Antioquia  

jjaramij@cendoj.ramajudicial.gov.co 

soportepaginaweb@cendoj.ramajudicial.gov.co 

jmontoyg@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Ciudad   

 

 

 

Por medio del presente me permito notificarle que este Despacho mediante auto de la 

fecha dentro del trámite de la referencia, dispuso lo siguiente: 

 

Admitir la presente acción de tutela promovida por Huber Alonso Roldán Álzate 

identificado con la C.C. No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar-ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta 

violación a sus derechos fundamentales. 

 

Vincular al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria pública 

No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, concretamente a 

los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado 

profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas del fallo. 

 

No conceder la medida provisional rogada, por lo expuesto en la parte motiva de este 

auto. 

 

Ordenar al Departamento de Sistemas de la Administración Judicial de Antioquia (o 

a quien corresponda) y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que de manera 

inmediata, publique en sus respectivas páginas Web, el auto admisorio de esta acción 

constitucional, para que los aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos 

correspondiente a la convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos 

para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional 

especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 

del ICBF, se enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este 

Juzgado su derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 

 

mailto:jjaramij@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:soportepaginaweb@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Notifíquese a los representantes legales de la entidad demandada y vinculadas a 

quienes se les concede el término de dos (02) días para que ejerzan su derecho de 

defensa 

 

Se anexa copia de la tutela. 

 

  

                                    LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes com Funciones 

De Conocimiento 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



2014 01025 

 

República de Colombia 

Rama Judicial 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, seis de julio de dos mil veinte      

 

 

OFICIO 523 

 

 

Radicado Tutela: 2020 00060 

Accionante: Huber Alonso Roldan Álzate 

Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

Señor  

Huber Alonso Roldan Álzate 

hroldan@conocimientolegal.com 

Ciudad 

 

Por medio del presente me permito notificarle que este Despacho mediante auto de la 

fecha dentro del trámite de la referencia, dispuso lo siguiente: 

 

Admitir la presente acción de tutela promovida por Huber Alonso Roldán Álzate 

identificado con la C.C. No. 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar-ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC- por la presunta 

violación a sus derechos fundamentales. 

 

Vincular al ICBF regional Antioquia y a los participantes de la convocatoria pública 

No. 433 de 2016 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, concretamente a 

los inscritos para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado 

profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera 

Administrativa; como quiera que pueden verse afectados con las resultas del fallo. 

 

No conceder la medida provisional rogada, por lo expuesto en la parte motiva de este 

auto. 

 

Ordenar al Departamento de Sistemas de la Administración Judicial de Antioquia (o 

a quien corresponda) y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que de manera 

inmediata, publique en sus respectivas páginas Web, el auto admisorio de esta acción 

constitucional, para que los aspirantes admitidos en el concurso abierto de méritos 

correspondiente a la convocatoria No. 433 de 2016, concretamente a los inscritos 

para el empleo identificado con el código OPEC 39066 denominado profesional 

especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de Carrera Administrativa 

del ICBF, se enteren de este trámite y en el término de dos (02) días ejerzan ante este 

Juzgado su derecho de contradicción o defensa, de acuerdo con sus intereses. 

 

Notifíquese a los representantes legales de la entidad demandada y vinculadas a 

quienes se les concede el término de dos (02) días para que ejerzan su derecho de 

defensa 

mailto:hroldan@conocimientolegal.com


2014 01025 

 

Se anexa copia de la tutela. 

 

  

                                    LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes com Funciones 

De Conocimiento 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín 
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Doctora 

LUZ MARINA GÓMEZ DUQUE 

JUEZ SÉPTIMO PENAL PARA ADOLECENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTOS  

j07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Medellín - Antioquia  

 

 

Referencia: Acción de tutela 2020-00060 – Informe y oposición 

Accionante: HUBER ALFONSO ROLDAN ÁLZATE 

Accionado: Comisión Nacional del Servicio Civil y otra.   

 

 

CARLOS FERNANDO LÓPEZ PASTRANA, identificado como aparece al pie de mi firma, 
abogado en ejercicio, actuando en nombre y representación de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil CNSC, en mi condición de asesor jurídico conforme a la resolución adjunta, a través del 
presente escrito, con el respeto que me es usual presento el informe previsto en el artículo 19 del 
Decreto 2591 de 1991, con base en el cual me opongo a la solicitud de acción de tutela de la 
referencia, en los siguientes términos: 

 

I. Antecedentes 

 

1. Pretensiones del accionante 

 

Solicita el accionante se dé plena aplicación a lo dispuesto por los artículo 6 y 7 de la Ley 1960 
de 2019, que modifico la ley 909 de 2004, y por ende se ordene su nombramiento en el cargo 
identificado con OPEC 39066. 

 

2. Problema Jurídico 
 

Teniendo en cuenta las pretensiones del accionante, el problema jurídico consiste en determinar 
si hay lugar a autorizar el uso de listas por parte de la CNSC 

 

Para efectos metodológicos, el estudio del asunto se desarrollará en el siguiente orden: (i) 
Informar sobre el estado de la accionante en el concurso de méritos 433 de 2016 - ICBF; (ii) 
identificar las situaciones en las que procede el uso de listas; (iii) identificar la situación del actor 
en el concurso de méritos y si efectivamente el ICBF creo más cargos del empleo identificado 
con código OPEC No 39066; y (iv) establecer si hay lugar al uso de listas y si el accionante puede 
verse beneficiado de ello.  

 

3.  Solución del caso concreto 
 
Señoría, el accionante pretende a través de tutela acceder a un cargo para el cual no concursó y 

cuyos derechos no ganó en mérito, lo que implicaría el desconocimiento no sólo de las reglas del 

proceso de selección sino la violación de los principios constitucionales de acceso a cargos 

públicos por mérito, igualdad, legalidad y transparencia, como quiera que si bien hizo parte del 

concurso de méritos, el cargo para el cual concursó corresponde al empleo OPEC 38941 y 

pretende ser nombrado en una vacante diferente como lo es la OPEC 39066, situación que 

difiere totalmente con el Criterio Unificado "Uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 

1960 de 27 de junio de 2019". 

 
3.1. Estado de la accionante en el concurso 

 

Consultado el Banco Nacional de Listas de Elegibles - BNLE, se constató que la CNSC conformó 
lista de elegibles mediante Resolución No. CNSC - 20182020051085 del 22 de mayo de 2018, 

mailto:j07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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para proveer una (01) vacantes del empleo identificado con el Código OPEC No. 38941, 
denominado profesional especializado, código 2028, grado 17 del Sistema General de 
Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, ofertado a través de 
la convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF, en la cual el señor Roldan Álzate ocupó la posición 
19, es decir, no ocupa posición meritoria para ser nombrado en ningún cargo. 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 62 del acuerdo de convocatoria, la CNSC remitió al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF el mencionado acto administrativo para que 
procediera a realizar los nombramientos a aquellos elegibles que ocuparon una posición meritoria 
en la lista, conforme el número de vacantes ofertadas para esa OPEC en estricto orden de mérito. 

 
Comoquiera que para el empleo en mención se ofertó una (1) vacante, la elegible que adquirió 
el derecho a ser nombrada en período de prueba para el cargo, fue la aspirante que ocupó 
el primer lugar en la lista de elegibles. Como se observa, el accionante ocupó la posición No. 
19, razón por la cual, no es posible que se realice su nombramiento, pues queda claro que no 
ocupó una posición meritoria en cuanto al número de vacantes ofertadas en el empleo.  
 
Es del caso precisar que el empleo Nro. 38941 se encuentra provisto con el elegible ubicado en 
la posición dos (2), esto es el señor Carlos Andrés Botero Montes habida cuenta la aceptación 
de la renuncia presentada por la elegible Edy Patricia Trujillo García ubicada en la primera 
posición durante el desarrollo de su periodo de prueba. 
 
Por otra parte, es pertinente aclarar que en cuanto a nombramientos y posesiones y, en general 
en la administración de plantas de personal, esta Comisión no tiene competencia, pues dicha 
facultad se otorgó por la Ley exclusivamente en los representantes legales o delegados de las 
respectivas entidades, tal como lo prescribe el inciso final del artículo 2.2.5.1.1 del Decreto 1083 
de 2015, que señala: «(…) Corresponde a los ministros, directores de departamentos 
administrativos, presidentes, directores o gerentes de las entidades del sector central y 
descentralizado de la Rama Ejecutiva del orden nacional, nombrar al personal de su entidad u 
organismo, salvo aquellos nombramientos cuya provisión esté atribuida a otra autoridad por la 
Constitución o la ley (…)».  
 
Ahora, respecto del señor Huber Alonso Roldán Álzate, es importante resaltar que no adquirió el 
derecho a ser nombrado, pues, como ya se señaló, este derecho solamente lo adquieren aquellos 
elegibles que ocuparon posición meritoria, pues para el empleo al cual él se inscribió se ofertó 
una única vacante y, en este caso, el tutelante ocupó la posición 19. 
 
En este sentido, cabe resaltar que «los participantes en los concursos de méritos no 
ostentan un derecho adquirido a obtener un empleo público, toda vez que sólo son 
titulares de una expectativa que únicamente se materializa cuando cumplen todos los 
requisitos legales y superan todas la etapas del proceso de selección1 », ya que es su 
posición meritoria en una lista de elegibles la que le otorga a quien ocupa el primer lugar, 
el derecho a ser nombrado en el empleo para el cual concursó. 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 31 de la Ley 909 de 
20042, se evidenció que la Resolución No. 20182020051085 del 22 de mayo de 20183, perdió 
vigencia el día 5 de junio de 2020, por consiguiente, ya no es posible autorizar su uso para 
proveer vacantes de manera definitiva. Así las cosas, es improcedente la reclamación 
interpuesta por el accionante para ser nombrado en periodo de prueba con base en una 
lista que se encuentra vencida. 
 
Es decir, la lista de elegibles contenida en dicha resolución constituyó el derecho a ser nombrado 
a los elegibles conforme al orden ahí establecido, situación jurídica que no es susceptible de 
modificaciones, pues queda claro que los aspirantes concursaron para la provisión de una 
vacante, la cual ya fue ocupada por el aspirante que se encontraba en la segunda posición 
ante la renuncia presentada de quien ocupó el primer lugar. 
 
En lo relativo a la vigencia de las listas de elegibles, es preciso señalar que la competencia de la 
CNSC en sede de procesos de selección va hasta la conformación de las listas de elegibles, 
actos administrativos de carácter particular que una vez en firme y en atención al orden de mérito, 
configuran para los ciudadanos que las integran el derecho particular y concreto de ser 
nombrados en período de prueba en una de las vacantes objeto de oferta. 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sentencia del 04 de marzo de 2010.   M. P. Dra. Martha Teresa Briceño de Valencia. No. De Radicación 05001-23-31-000-2009-
01474-01. 
2 “Por la cual se expiden normas que regulan el Empleo Público, la Carrera Administrativa, la Gerencia Pública y se dictan otras disposiciones. 
3 Acto Administrativo que cobró firmeza el 6 de junio de 2018. 
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Se enfatiza que, el numeral 4º del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, al referirse a la vigencia de 
las listas de elegibles prevé: «Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio 
Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la 
lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos años ». 
 
Por su parte, el artículo 2.2.6.21 «Envío de lista de elegibles en firme», del Decreto 1083 de 2015, 
único reglamentario de la función pública, se pronunció sobre el nombramiento en período de 
prueba, señalando: 
 

En firme la lista de elegibles la Comisión Nacional del Servicio Civil enviará copia al jefe de la 
entidad para la cual se realizó el concurso, para que dentro de los diez (10) días hábiles siguientes 
al envío de la lista de elegibles y en estricto orden de mérito se produzca el nombramiento en 
periodo de prueba en el empleo objeto de concurso, el cual no podrá ser provisto bajo ninguna otra 
modalidad, una vez recibida la lista de elegibles.  

 
Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia SU446/11, M.P. JORGE IGNACIO PRETELT 
CHALJUB, se refirió a las características de las listas de elegibles y su vigencia, indicando: 

 
Este acto tiene una vocación transitoria toda vez que tiene una vigencia específica en el 
tiempo. Esta vocación temporal tiene dos objetivos fundamentales. El primero, hace 
referencia a la obligatoriedad del registro de elegibles, porque durante su vigencia la 
administración debe hacer uso de él para llenar las vacantes que originaron el llamamiento 
a concurso. El segundo, que mientras esté vigente ese acto, la entidad correspondiente no podrá 
realizar concurso para proveer las plazas a las que él se refiere, hasta tanto no se agoten las 
vacantes que fueron ofertadas, de forma que se satisfagan no solo los derechos subjetivos de 
quienes hacen parte de este acto administrativo sino principios esenciales de la organización 
estatal como el mérito para ocupar cargos públicos y los específicos del artículo 209 constitucional. 
Con la conformación de la lista o registro de elegibles se materializa el principio del mérito del 
artículo 125 de la Constitución, en la medida en que con él, la administración debe proveer los 
cargos de carrera que se encuentren vacantes o los que están ocupados en provisionalidad 

debidamente ofertados. (Resaltado fuera de texto) 

 

Ahora bien, puede simplemente inferirse que los empleos que fueron creados por el Decreto 1479 
de 2017 con la denominación profesional especializado, código 2028, grado 17, cuenten per se 
con la connotación de mismos empleos, lo anterior ya que, así presenten igual denominación, 
código y grado, algunos de ellos no se encuentran en la misma ubicación geográfica ni 
presentan el mismo núcleo básico de conocimiento, situación que no puede determinarse sin 
examinar específicamente el Manual de Funciones y Competencias Laborales de cada cargo. 
 
Consecuente con lo anterior, a falta de esa prueba no es posible fácticamente demostrar que 
al accionante le han sido vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, 
igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos, dado que, si se aplica el nuevo criterio de la 
CNSC, expedido el 16 de enero de 2020, necesariamente se debe probar que los empleos 
que se encuentran en vacancia definitiva, tienen la misma ubicación geográfica del empleo 
al cual él concursó. El referido criterio, textualmente señala: 

 
De conformidad con lo expuesto, las listas de elegibles conformadas por la CNSC y aquellas que 
sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 de junio 
de 2019, deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos que 
integraron Ia Oferta Pública de Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respectiva convocatoria y para 
cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que corresponden a los "mismos 
empleos' entiéndase, con igual denominación, código, grado, asignación básica mensual, 
propósito, funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; criterios con los que 
en el proceso de selección se identifica el empleo con un número de OPEC. 

 
Sumado a lo anterior, no es válido el argumento presentado por el accionante, cuando solicita la 
tutela de derechos fundamentales basándose únicamente en que es procedente aplicar la Ley 
1960 de 2019, pues como se ha explicado en detalle, con anterioridad a dicha normatividad, 
el uso de listas de elegibles estaba zanjado por la Ley 909 de 2004, el Decreto 1894 de 2012, 
el Decreto 1083 de 2015, la reiterada jurisprudencia de unificación de la Corte 
Constitucional y el marco regulatorio fijado en el Acuerdo 20161000001376 del 5 de 
septiembre de 2016 de la Convocatoria 433 de 2016; es decir, no hay lugar para establecer 
que no existían efectos jurídicos sobre el tema de uso de listas sino hasta la entrada en vigencia 
de la Ley 1960 de 2019. 
 
Por lo expuesto, no se configura  vulneración alguna de derechos fundamentales en contra del 
accionante por parte de esta CNSC, dado que, la Convocatoria 433 de 2016 – ICBF, se adelantó 
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con base en la normatividad vigente para la época y, una vez superadas las etapas del concurso, 
se realizó la provisión de una (1) vacante del Empleo No. 38941, con el aspirante que ocupó la 
segunda posición; máxime cuando, la posición del accionante fue la diecinueve (19) siendo una 
(1) la vacante existente. 

 

4. Anexos 

 

Se anexan en PDF los siguientes documentos: 

 

- Resolución No. 4411 de 10 de marzo de 2020, que acredita la personería jurídica para 
intervenir en nombre de la CNSC. 

- Criterio Unificado "Uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio 
de 2019". 

- Resolución No. CNSC - 20182020051085 del 22 de mayo de 2018. 
- Firmeza lista de elegibles Resolución No. CNSC - 20182020051085 del 22 de mayo de 

2018 y su vigencia. 
- La publicación ordenada puede ser plenamente validada a través de la página web de la 

CNSC, convocatorias, en uso de listas, 433 de 2016-ICBF, acciones constituciones. 

 

5. Petición 

 

Con fundamento en lo anterior, se solicita declarar la improcedencia de la presente acción 
constitucional, toda vez que no existe vulneración alguna a los derechos fundamentales del 
accionante por parte de la Comisión Nacional del Servicio Civil.  

 
 

Atentamente, 

 
CARLOS FERNANDO LÓPEZ PASTRANA 

C.C. Nº 78.753.583 de Montería 

T.P. Nº 133.757 del CSJ 

 
Proyectó: Diana Silva 
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RESOLUCION No. CNSC - 20182020051085 DEL 22-05-2018 

"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer una (1) vacante del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 38941, denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, del 

Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 
No. 433 de 2016 - ICBF" 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC 

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 11 y  en el numeral 4° del artículo 31 de 
la Ley 909 de 2004, el artículo 2.2.6.20 del Decreto 1083 de 2015, el Decreto Ley 760 de 

2005, el artículo 57 del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, y 

CONSIDERANDO 

De conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Política, los empleos 
en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones allí previstas, y 
tanto el ingreso como el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes. 

Por su parte, el artículo 130 Constitucional creó la Comisión Nacional del Servicio Civil - 
CNSC, como un organismo autónomo de carácter permanente de nivel Nacional, 
independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio, cuyas funciones son administrar y vigilar los 
sistemas de carrera administrativa, excepto los especiales de origen Constitucional. 

Según lo señalado en el literal c) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil — CNSC, tiene como función, entre otras, la de adelantar las convocatorias 
a concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera, de acuerdo con los términos 
que establezcan la Ley y el reglamento. 

En observancia de las citadas normas la CNSC, mediante el Acuerdo No. 20161000001376 
del 5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF. 

En virtud de lo anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 571  del Acuerdo No. 
20161000001376 de 2016, en concordancia con lo previsto en el numeral 4° del artículo 312 
de la Ley 909 de 2004, una vez se adelanten todas las etapas del proceso de selección y se 
publiquen los resultados definitivos obtenidos por los aspirantes en cada una de las pruebas 
aplicadas durante el Concurso Abierto de Méritos, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
procederá a conformar la lista de elegibles, en estricto orden de mérito, con los concursantes 
que aprobaron la prueba eliminatoria y con los resultados 
pruebas del proceso de selección. 

en firme de cada una de las 

1 ARTfCULO 570V  CONFORMACIÓN DE LISTAS DE ELEGIBLES. La Universidad o Institución de Educación Superior que la CNSC contrate para el efecto. 
consolidará los resultados publicados debidamente ponderados por el valor de cada prueba dentro del total del Concurso Abierto de Méritos y la CNSC 
conformará la lista de elegibles para proveer las vacantes definitivas de los empleos objeto de la presente Convocatoria, con base en la información que le ña 
sido suministrada, y en estricto orden de mérito. 

2 Articulo 31. (...) 4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de 
aquella. elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 
las vacantes para las cuales se efectuó e! concurso' 
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"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer una (1) vacante del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 38941, denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, del 

Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 
No. 433 de 2016 - ICBF" 

En mérito de lo expuesto, y teniendo en cuenta que mediante Acuerdo No. 555 del 10 de 
septiembre de 2015, se dispuso que es función de los despachos de los comisionados 
proferir los actos administrativos mediante los cuales se conforman y adoptan las listas de 
elegibles, para garantizar la correcta aplicación del mérito, durante los procesos de selección; 
de conformidad con los asuntos y competencias asignadas por la Sala a cada Despacho, 

RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO.- Conformar la lista de elegibles para proveer una (1) vacante del 
empleo identificado con el Código OPEC No. 38941, denominado PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, ofertado en el marco de la Convocatoria No. 433 
de 2016 - ICBF, reglamentada por el Acuerdo No. 20161000001376 deI 5 de septiembre de 
2016, así: 

Posicion Tipo Documento Documento Nombre Puntaje 

2] CC 1128266613 CARLOS ANDRES BOTERO MONTES 76,42 

3 ÍCC 43617698 CLAUDIA YANETH RESTREPO IBARRA 7488 

f CC 43479152 ALEIDA ENORIS CALDERON FORONDA  
T 

5CC 43666069 MIGDONIAMANCOQUIROZ 7410 

6 

9 

CC 1017125043 

- 
CC 43524423 

NATALYJOHANAVANEGAS BOHÓRQUEZ 74,03 

- 
ADRIANA JIMENEZ ACOSTA 72,02 

10 CC 1 39177220 r IÑANA ARCELA LoÑboÑo AGUDELO 71O7 

11 CC 42795817 LIGIA DEL SOCORRO TRUJILLO MUNOZ 70,76 

432&3343 MA TÓÑiJ Á 7óiT 
13 CC . 8359826 SERGIO RAMIREZ TORRES 70,47 
14 

15 

16 

......................... - ----------------- 
CC 68294470 

CC 71581484 

---- .... 
INES DABEIDA GUEVARA MORENO 

JESUS ANTONIO ARENAS BERRIO 

6967 

.17 CC 43910130 LUZAMERICAPENAGOSJARAMILLO T67,69 

TCC - 
528 8RIAABEL LONDOÑORÁMTEZ 66,78 

-----"---.--- 

20 CC 43970063 YULIETH VILLEGAS ECHAVARRIA 
r21 1 CC 43580001 ANA ISABEL MÚNERA RENDÓN 156,981 

22 

23 

ARTÍCULO 
dentro de 
Personal 
solicitar 
persona 
siguientes 

o Fue 
o Aportó 
o No superó 

CC 21526859 

CC - - - 15431548 

SEGUNDO.- De conformidad 
los cinco (5) días siguientes 
de la entidad u organismo 

a la Comisión Nacional del 
o personas que figuren 
hechos: 

admitida a! concurso sin reunir 
documentos falsos o adulterados 

las pruebas del concurso. 

NATALY RESTREPO 56,03 

CRISTIAN DE JESUS ZULUGAGÓMZ 

con el artículo 14 del Decreto Ley 760 de 2005, 
a la publicación de la lista de elegibles, la Comisión de 

interesado en el proceso de selección o concurso, podrá 
Servicio Civil, la exclusión de la lista de elegibles de la 
en ella, cuando haya comprobado cualquiera de los 

los requisitos exigidos en la Convocatoria. 
para su inscripción. 



LVEDA MARTÍNEZ JOSE ARI 
misionado 

) Aprobó: Johanna Patricia Seniles Páez- Asesor 
(4 Revisó: Ana Dolores Correa - Gerente de Co 

Proyectó: Mauricio Hernández Luna - Grup 
la 433 .e 2016 ICBF 

nvocatoria 433 de 2016 ICBF 
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"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer una (1) vacante del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 38941, denominado PROFESIONAL ESPECIALIZADO, Código 2028, Grado 17, deI 

Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 
No. 433 de 2016 - ICBF" 

o Fue suplantada por otra persona para la presentación de las pruebas previstas en el 
concurso. 

o Conoció con anticipación las pruebas aplicadas. 
o Realizó acciones para cometer fraude en el concurso. 

ARTICULO TERCERO.- Los aspirantes que sean nombrados con base en la lista de 
elegibles de que trata la presente Resolución, deberán cumplir con los requisitos exigidos 
para el desempeño del empleo, de acuerdo con lo establecido en la Convocatoria No. 433 de 
2016 ICBF, y demostrarlos al momento de tomar posesión. Así mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 2.2.5.7.4 y  2.2.5.7.6 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia 
con los artículos 4° y 5° de la Ley 190 de 1995, corresponde a la entidad nominadora, antes 
de efectuar nombramiento o dar posesión, verificar el cumplimiento de los requisitos y 
calidades de las personas designadas para el desempeño de los empleos. 

ARTÍCULO CUARTO.- Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación 
geográfica de Llfl mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto 
orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, 
previa realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el 
procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 2010. Así mismo dichas listas serán 
utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos 
empleos convocados. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Lista de Elegibles conformada a través del presente Acto 
Administrativo tendrá una vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
firmeza, conforme a lo establecido en el artículo 64 del Acuerdo No. 20161000001376 de 
2016, en concordancia con el numeral 40  del artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SEXTO.- La presente Resolución deberá ser publicada a través de las páginas 
Web del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Entidad a la cual pertenece el empleo 
para el que se conforma la lista, y de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- La presente Resolución rige a partir de su firmeza y contra la misma 
no procede ningún recurso, sin perjuicio de la solicitud facultativa y exclusiva de que trata el 
artículo segundo del presente Acto Administrativo. 

Dada en Bogotá D.C., 

PUBLÍQUESE Y C' PLASE 
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CRITERIO UNIFICADO 
"USO DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 

DE JUN10 DE 2019" 

Ponente: Comisionado Fridole Ballén Duque. 
Fecha de sesiOn: 16 do enero de 2020. 

La Sala Plena de Ia CNSC, en sesiOn del 16 de enero de 2020, aprobô el Criterlo Unificado U.SO 
DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DEL 27 DE JUN10 DE 2019. 

MARCO JURIDICO 

El uso de Listas de Elegibles se encuentra regulado por las siguientes disposiciones legales y 
reglamentarias: 

Ley 909 de 2004 
Decretos 1083 de 2015 y 648 de 2017 
Ley 1960 de 2019 

PROBLEMAS JURIDICOS PLANTEADOS 

1. tCuãl es el regimen aplicable a las listas de elegibles conformadas yen firme en los procesos 
de selecciOn convocados con anterioridad a Ia entrada en vigencia de Ia Ley 1960 del 27 de 
junlo de 2019? 

2. tCuál es el regimen aplicable a las listas de elegibles que se conformen en los procesos de 
selección convocados con posterioridad ala entrada en vigencia de Ia Ley 1960 del 27 dejunlo 
do 2019? 

RESPUESTA AL PRIMER PROBLEMA JURIDICO: 

El artIculo 6 do Ia Ley 1960 de 20191,  modificO el numeral 4° del artIculo 31 de La Ley 909 do 2004, 
previendo lo siguiente: 

Cf( 

4. Con los resultados do las pruebas ía ComisiOn Nacional del Seniicio Civil o Ia entidad 
contratada por delegacion de aque/la e/aborara en estricto orden de mOdto Ia lista do 
ele gm/es quo tendra una vigoncia do dos (2) aflos. Con esta v en estricto orden de 
méritos se cubriran las vacantes para las cuales se efectuo el concurso v las 
vacantes definitivas de carqos equivalentes no convocados, que surjan con 
posterioridad a ía convocatoria de concurso en ía misma Entidad.  (Resaltado fuera 
do texto) 

La CNSC y el Departamento Administrativo do Ia FunciOn PUblica -DAFP-, a través de Ia Circular 
Conjunta No. 20191000000117 de 29 de Julio do 20192,  numeral 6°, impartieron instrucciones sobre 

"Pore! cua! so modi!ican (a Ley 909 do 2004, el bocrolo Loy 1567 do 1998 y so dictan otms disposicionos' 
2 'Por Ia cua! so impa ilon (inoamientos frento a (a aplicaciOn do las disposiciones contonidas en Ia Ley 1960 do 27 do junta do 2019, on 
re!acion con Ia vigoncia do Ia ley-procosos do so!eccion, infomio do (as vacantos dotinitivas y oncargof 
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Ia aplicacion de Ley 1960 de 2019 a partir de su entrada en vigencia yen relación con los procesos 
de selecciona a los que aplica, asi: 

"(...) El adieu/a 70  de Ia Ley 1960 de 2019, prove: "(.,.) Ia presente 1ev riqe a partir S su 
publicaciôn  (.. ./ hecho quo acaeciO con Ia pub/icaeion realizada en el Diarlo Of/c/al No. 50997 
del 27 de jun/ode 2019. 

Con forme con las etapas definidas en el articulo 31 de Ia Ley 909 do 2004 y el precedente 
judsprudencial, los procesos de seleccion existen juridicamente desde el momonto en quo son 
aprobadosporla Sala Plona dc/a CNSC, coma consecuencia del agotamiento dc/a etapa pre via 
de planeacion y coordinaciOn interinstitucional. 

Los pmcesos aprobados en sesiOn de Comision haste antos del 27 de junlo de 2019, podran ser 
modificados, corregidos o aclarados en cualquiera do sus aspectos en los términos de ía 
normatividad que se oncontraba vigente antos do Ia oxpediciOn de Ia Ley 1960 do 2019. 

Con fundamento en /0 antes citado, los procosos do selecciOn aprobados antes del 27 dejunio 
do 2019 so rogiran par el articu/o 29 de Ia Loy 909 de 2004 vigente antes de su modificac/on. 
(...)" 

Lo anterior, en concordancia con el Principio de Ultractividad de Ia Ley, mismo que en Ia doctrina 
de Ia Carte Constitucional, Sentencia C-763 de 2002, M.P. Jaime Araujo Renterla, fue enunciado 
en los términos que a continuacián se exponen: 

U!.. .1 

Dentro de Ia Teorla General dol Dorecho, os clara Ia apl/cacion "Tempus rogit actus' 
que se traduce en quo Ia norma vigente a! momenta de sucederso los hechos par 
el/a pre vista, es/a que so ap/ica a osos hochos, aunque ía norma haya s/do derogada 
despues. Esto os Jo quo explica Ia Tear/a del Derocho, Ia denominada ultractividad 
de las normas, que son derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos 
durante su v/gone/a. Este fenomeno so presenta en rolación con todas las normas 
juridicas, cualquiera sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc. [...j' 

En virtud de los apartes jurisprudenciales en cita y teniendo en cuenta que el concurso está 
integrado par diferentes actos administrativos iniciando con el de convocatoria al proceso de 
seleccion y cuiminando con el de evaluacion del periodo de prueba, se concluye que las 
convocatorias para proveer vacantes definitivas de empleos de carrera, iniciadas antes de Ia 
entrada en vigencia de Ia Ley 1960 de 2019, deberthn agotarel procedimiento conforme alas reglas 
previamente establecidas en Ia convocatoria y en las normas que le sirvieron de sustento, con el 
fin de garantizar seguridad juridica a las entidades y a los aspirantes. 

Las Listas de Elegibles que adquirieron firmeza, asi coma aquellas (listas de elegibles) expedidas 
coma consecuencia de una convocatoria aprobada con antelación a Ia entrada en vigencia de Ia 
Ley 1960 de 2019, seguirán las reglas previstas antes de Ia modificacion de Ia Ley 909 de 2004 y 
las establecidas en los respectivos Acuerdos de Convocatoria. 

Sede pñncipal: carrera 16 N° 96 -64, Piso 7° Bogota D.C.. Colombia 
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De conformidad con to expuesto, tas listas de elegibtes conformadas por ta CNJSC y aquallas qua 
sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 dejunio 
de 2019, deberan usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos qua 
integraron Ia Oferta Pübtica de Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respectiva convocatoria y para 
cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que corraspondan a los "mismos 
emp!eos' entiéndase, con igual denominacion, cOdigo, grado, asignación básica mensual, 
propósito, funciones, ubicación geogrâfica y mismo grupo de aspirantes; critarios con tos que en el 
proceso de selecciOn se identifica el empteo con un nCimero de OPEC. 

RESPUESTA AL SEGUNDO PROBLEMA JURIDtCO: 

El enfoque dado por Ia Lay 1960 de 2019, para los procesos de seleccion, implica qua éstos 
deberán ser astructurados considerando el posibte uso qua pueda hacerse de las listas de alegibles 
para empleos aquivalentas, con el objeto da lograr qua ellos sean equiparablas desde al proceso 
de setección. 

Por tanto, el nuevo regimen aplicable a las listas de elegibles conformadas por Ia CNSC en et marco 
de los procesos de selecciOn aprobados con posterioridad al 27 de junlo da 2019, deberán usarse 
durante su vigencia para proveer tas vacantas de tos empleos que integraron Ia Oferta PUblica de 
Empleos de Carrera -OPEC- de Ia raspectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes de los 
"mismos empleos" o vacantas en cargos da empleos equivalentes. 

Se deja sin efecto el Criterio Unificado de fecha I da agosto de 2019, "Listas do clog/b/es en ci 
contoxto dc/a Icy 1960 dcl 27 do junlo do 2019", junto con su ActaraciOn. 

Et presente Criterio Unificado fua aprobado en sesiOn de Sala Plena de Ia CNSC celebrada et dia 
16 de enero de 2020. 

!Inii 
I II I 
((Qo flQo.f 

u 

FRIDOLE BALLEN DUQUE 
Presidente 

Prosenlado por Cornislonado Fridole Ballan 0uqu0 
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Bogotá D.C., 
 
Doctora 
LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez 
Juzgado Septimo Penal Para Adolescentes con Función de Conocimiento de Medellin  
J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Medellin, Antioquia 
 
Referencia: Contestación acción de tutela 
Accionante:    Huber Alonso Roldán Álzate  
Accionado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF- y Comisión Nacional del Servicio 

Civil -CNSC- 
Radicado: 2020-00060-00 
 
Respetada Señora Juez 
 
EDGAR LEONARDO BOJACÁ CASTRO, mayor de edad, con domicilio en Bogotá D.C., 

identificado con la cédula de ciudadanía Nº 79.962.630, nombrado mediante Resolución No. 8774 
del 30 de septiembre de 2019 y Acta de Posesión No. 00204 del 1 de octubre de 2019, actuando 
en calidad de jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -

en adelante ICBF-1, con fundamento en el informe remitido por la Dirección de Gestión Humana 

en ejercicio de sus competencias determinadas en el Decreto 987 de 20122, me permito presentar 

contestación a la acción de tutela de la referencia.  
 
 

CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
 

El accionante alega la violación de los derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, al debido 
proceso, al acceso a cargos públicos, como consecuencia de que el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF- y la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-  no hayan efectuado 
todos los trámites necesarios para su nombramiento en aplicación de la Ley 1960 de 2019 (que 
modificó la Ley 909 de 2004), en uno de los cargos que se crearon con posterioridad a la 
Convocatoria 433 de 2016 del ICBF. En consecuencia, solicita que se les ordene a los entes 
accionados la aplicación inmediata de la Ley 1960 de 2019, con el fin de agotar la lista de elegibles 
para proveer las vacantes definitivas que actualmente existen en el empleo de Profesional 
Especializado, Código 2028, Grado 17. 

 
Ahora bien, previo al análisis que se desarrollará en el presente escrito, sobre el particular, debe 
aclarse al despacho que el accionante reclama su nombramiento en un cargo para el que se dio 
una oferta pública de empleo que tiene su propia lista de elegibles, dentro de la cual el no 
participó, ni hace parte. De otro lado, respecto a la oferta pública de empleo en la que sí participó 
no existen vacantes que le sean equivalentes y respecto de las que sea aplicable la ley 1960 de 
2019 en el marco del Criterio unificado sobre el uso de listas de elegibles a la luz de la Ley 1960 
de 2019. 
 
El ICBF estima que en el presente caso la acción de tutela deviene improcedente, por no cumplir 

los requisitos de trascendencia iusfundamental del asunto, así como de subsidiariedad y perjuicio 
irremediable, puesto que:  
 

(i) ya se publicó la lista de elegibles, la cual adquirió firmeza hace casi dos años, la 
cual se conformó para proveer (1) vacante, y en donde HUBER ALONSO 
ROLDÁN ÁLZATE ocupa la posición número (19) de elegibilidad; 

                                                
1 Establecimiento público del orden nacional creado mediante Ley 75 de 1968. 
2  “2. Dirigir y coordinar la implantación de los planes y programas de selección, administración, desarrollo, capacitación, 

evaluación del desempeño, carrera administrativa y de bienestar de los servidores públicos del Instituto y aquellos 
relacionados con la salud ocupacional. 
3. Elaborar el Plan Anual de Vacantes y remitirlo al Departamento Administrativo de la Función Pública.” 
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(ii) el actor no cuestiona dicha lista, ni el procedimiento de conformación o el orden 

de los elegibles, sino actuaciones que surgieron con posterioridad, 
específicamente el hecho de que no se haya efectuado su nombramiento en 
aplicación del artículo 6º de la Ley 1960 de 2019; 

 
(iii) en el fondo, el accionante ataca la aplicación de un acto de carácter general, 

proferido por la CNSC, denominado “Criterio unificado sobre el uso de 
listas de elegibles a la luz de la Ley 1960 de 2019” del 16 de enero de 2020, 
el cual se encuentra en firme y se presume su legalidad. 

 
Adicionalmente, el ICBF advierte que no ha incurrido en ninguna actuación vulneratoria de 
los derechos fundamentales alegados, puesto que, de conformidad con el artículo 31 de la Ley 

909 de 2004 (vigente para el momento en que se dio apertura a la convocatoria), el Decreto 1894 
de 2012 y la jurisprudencia constitucional (sentencia SU-446 de 2011), las listas de elegibles 
fueron utilizadas para proveer las vacantes ofertadas en la Convocatoria, y solo hasta el 16 de 
enero de 2020, la CNSC, como órgano rector de la carrera administrativa, emitió el criterio 
unificado “uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 2019”, en 
virtud del cual se están usando las listas de elegibles de la Convocatoria 433 de 2016, en 
los casos autorizados por la CNSC. 

 
Surtido el procedimiento establecido por la Comisión, el ICBF encontró que el accionante 
exige su nombramiento en un cargo para el que:  
 
NO guarda equivalencia con el cargo al que aspiró en el marco de la convocatoria, toda 
vez que no cumple los requisitos establecidos en el Criterio unificado, específicamente 
PERFIL Y UBICACIÓN GEOGRÁFICA tal y como se explicará. Desconocer esta condición 
puede afectar los derechos de las personas que conforman listas de elegibles que sí 
acreditan los requisitos establecidos por la CNSC. 

 
A continuación, la entidad hace unas precisiones sobre los hechos de la tutela y desarrolla en 
detalle estos argumentos.  
 

FRENTE A LOS HECHOS 

 
La Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-, mediante el Acuerdo No. 20161000001376 del 
5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto de méritos para proveer definitivamente 
los empleos vacantes de la planta de personal, pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF-, Convocatoria No. 433 de 
2016. 
 
La Convocatoria 433 surtió todas las etapas previstas para su desarrollo y ya se han proferido 
todas las listas de elegibles correspondientes. Una vez en firme las listas de elegibles, se hicieron 
los nombramientos a que hubo lugar, la mayoría en el año 2018, y algunos que dieron lugar a 
discusión en el año 2019. En la actualidad se están haciendo uso directo de las listas de elegibles 
conforme a los procedimientos establecidos en la Ley 909 de 2004, Decreto 1083 de 2015 
(artículo 2.2.6.21) y Acuerdo 562 de 2016 de la CNSC (artículo 11), conforme al Criterio Unificado 
del 16 de enero de 2020 para la aplicación de la Ley 1960 de 2019, emitido también por la 
Comisión. 
 
En este punto, es importante precisar que uno de los factores fundamentales para que los 
ciudadanos se inscriban en una convocatoria, es el número de vacantes que se ofrecen, su 
ubicación y perfil, criterios que se determinan de manera precisa en cada una de las OPEC. 
 
La OPEC, según definición de la CNSC, es «el listado donde se encuentran las vacantes 
definitivas que requiere cubrir una entidad, el cual se consolida, basándose en los manuales de 
funciones y competencias laborales de los empleos que conforman la planta de personal». Así 
las cosas, la OPEC es la lista de vacantes a proveer en el marco de una determinada 
convocatoria. 
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En un establecimiento del orden nacional como el ICBF, que tiene miles de cargos a lo largo del 
país, se hizo un estudio geográfico de distribución con base en el cual se proyectó la respectiva 
OPEC para la Regional Antioquia, Medellín, bajo criterios objetivos que no pueden ser 
desconocidos en el presente asunto. 
 
Proferida la Ley 1960 de 2019 en el mes de junio y el Criterio Unificado de 16 de enero de 2020, 
de la CNSC, para su implementación respecto a listas de elegibles emitidas con anterioridad a la 
ley, se hace necesaria su aplicación frente a vacantes creadas con posterioridad a la 
Convocatoria 433 de 2016, especialmente las creadas por Decreto 1479 de 2017 y distribuidas 
mediante Resolución  7646 de Septiembre 5 de 2017 "Por medio de la cual se distribuyen unos 
cargos de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la 
Fuente de Lleras", con aplicación de los criterios objetivos de distribución.  

 
Para el caso concreto, a través de la Oferta Pública de Empleos de Carrera No. 39066 (OPEC 
39066), se ofertaron (2) vacantes del empleo denomina Profesional Especializado, Código 
2028, Grado 17, cuya ubicación geográfica era la Regional Cauca tal y como se puede 

verificar en el link: https://www.cnsc.gov.co/index.php/consulte-opec-433-icbf 
 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

https://www.cnsc.gov.co/index.php/consulte-opec-433-icbf
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La lista de elegibles de la OPEC 39066, prevista para proveer (2) vacantes, publicada por la 

CNSC mediante la Resolución No.  20182020074485 del 18 de julio de 2018, estaba 

conformada por (2) personas, dentro de las cuales el señor HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE, 
no figura dentro de la lista de elegibles: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Una vez en firme la lista de elegibles, el ICBF procedió a efectuar el nombramiento de las 
personas que ocuparon los primeros (2) lugares de elegibilidad, así: 
 
 

REGIONAL CEDULA 
NOMBRES Y APELLIDOS 

C
A

R
G

O
 

C
O

D
I

G
O

 

G
R

A
D O

 

FECHA 

POSESION 

R
E

S
O

L
U

C
I

O
N

 

CAUCA/ GRUPO 
DE ASISTENCIA 

TECNICA 

51944542 
FABIOLA CUBILLOS MORENO 

PROFESIONAL 

ESPECIALIZADO 

2028 17 10709 
17/08/2018 

CAUCA/ GRUPO 

DE ASISTENCIA 
TECNICA 

34533520 
YINA DE JESUS MOLINA 

VIVEROS PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO 

2028 
17 

10710 17/08/2018 

 
Es importante señalar que las personas relacionadas ya tienen derechos de carrera por 
haber superado los seis (6) meses en periodo de prueba.  

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el proceso para proveer las vacantes de la convocatoria 
433 de 2016, para el empleo Profesional Especializado, Código 2028, Grado 17, OPEC 
39066, en el que NO participó el hoy accionante HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE, ya se 
surtió con el nombramiento y posesión de los participantes que se enlistaron 
anteriormente. 

 

Por lo anterior no es posible acceder a la petición del señor HUBER ALONSO 
ROLDAN, toda vez que de conformidad con los criterios establecidos solo se 
pueden nombrar a las personas que en estricto orden de mérito teniendo en cuenta 
el número de empleos ofertados, figuran en la respectiva lista de elegibles, dentro 
del cargo en el cual participaron. 
 
Ahora bien, se resalta que para dar cumplimiento al «uso de listas de elegibles en el contexto de 
la Ley 1960 de 27 de junio de 2019» expedido por la CNSC el 16 de enero de 2020, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, a la fecha ha adelantado las siguientes acciones: 
 

 Verificación e identificación en la planta global de los empleos que cumplen con las 
características definidas en el criterio citado [igual denominación, código, grado, 
asignación básica mensual, propósito, funciones, y en especial la ubicación 
geográfica]. 
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 Se validaron las 1.196 listas de elegibles conformadas dentro de la Convocatoria 433 de 
2016. 

 

 Como resultado de lo anterior, se evidenció que para empleo Profesional 
Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 38941 ofertado dentro de la 
Convocatoria 433 de 2016, para el cual participó el señor HUBER ALONSO ROLDÁN  
y hace parte de la lista de elegibles, NO existe la viabilidad de aplicar lo señalado 
en el Criterio Unificado expedido por la CNSC. Toda vez que no se cumplen con los 
lineamientos establecidos por la Comisión como son Grado, perfil, profesión y 
ubicación geográfica para este caso específico.  Es decir, para la Regional Cauca 
no hay vacante para el empleo Profesional Especializado, Código 2028, Grado 17 
OPEC 39066. 

 

 Posteriormente se reportó y actualizó la OPEC, en el aplicativo Sistema de Apoyo para la 
igualdad, el mérito y la Oportunidad (SIMO), de conformidad con lo expuesto en la Circular 
Conjunta No. 20191000000117 del 29 de julio de 2019. 
 

 ES IMPORTANTE TENER EN CUENTA QUE LOS NOMBRAMIENTOS SE HACEN EN 
ESTRICTO ORDEN DE MÉRITO SEGÚN LA POSICIÓN DE LA LISTA DE ELEGIBLES. 

 

 La Resolución 20182020051085 del 22 de mayo de 2018 cobró firmeza, por lo cual el 

ICBF procedió a expedir los actos de nombramientos de las primeras personas que 
ocuparon los primeros lugares de elegibilidad, por lo cual se expidieron los respectivos 
actos administrativos de nombramiento, así: 

 
 

 

 Teniendo en cuenta lo anterior el proceso para proveer las vacantes de la convocatoria 433 
de 2016 para el empleo Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC (39066) en 
el que no participó el hoy accionante señor HUBER ALONSO ROLDAN, ya se surtió con el 
nombramiento y posesión de los participantes que se relacionaron anteriormente. 

 

 La Dirección de Gestión Humana se sirvió certificar que no existen vacantes disponibles que 
atiendan a lo establecido en el Criterio Unificado, sin que el accionante haya aportado medio 
probatorio alguno que permita establecer la existencia de vacantes para el cargo al que 
aspiró. 

 
Así las cosas, se denota que el ICBF está realizando las gestiones necesarias para acatar la 
norma y la directriz de la CNSC, de conformidad con el «Criterio unificado sobre el uso de 
listas de elegibles a la luz de la Ley 1960 de 2019» del 16 de enero de 2020, sin que pueda 
afirmarse que haya vulnerado o puesto en peligro algún derecho fundamental del accionante. 
 

CONSIDERACIONES 
 

1. Requisitos de procedibilidad de la acción de tutela  

 
La Corte Constitucional, en forma reiterada, ha establecido que la acción de tutela es una 
herramienta procesal preferente, informal, sumaria y expedita que pretende el amparo de los 
derechos fundamentales cuando resultan vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 

una autoridad pública o particular3. Asimismo, ha indicado que se debe dar cumplimiento a una 

serie de requisitos mínimos para que la acción de tutela resulte procedente. Estos requisitos 
tienen que ver con: (i) la legitimación en la causa por activa; (ii) la legitimación en la causa por 
pasiva; (iii) la trascendencia iusfundamental del asunto; (iv) la inmediatez; y (v) subsidiariedad y 
perjuicio irremediable. 
 

                                                
3
 Ver Sentencias T-724 de 2004 y T-623 de 2005, reiteradas en la T-069 de 2015 y T-083 de 2016. 
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La jurisprudencia ha señalado que, no obstante la existencia de mecanismos ordinarios de 

defensa judicial, la acción de amparo resulta procedente cuando4: (i) dichos mecanismos de 

defensa no son idóneos y eficaces para proteger los derechos presuntamente vulnerados o 
amenazados; (ii) se requiere otorgar el amparo constitucional como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable; y (ii) el accionante es un sujeto de especial protección 

constitucional o se encuentra en situación de debilidad manifiesta -p.ej: personas de la tercera 
edad, personas con discapacidad, mujeres cabeza de familia, población desplazada, niños y 
niñas-, caso en el cual el análisis de procedencia debe flexibilizarse. 
 
En el presente caso, el ICBF expondrá que la solicitud de amparo deviene improcedente al no 
cumplir los requisitos de (i) trascendencia iusfundamental del asunto; y, (ii) subsidiariedad y 
perjuicio irremediable. 
 
1.1. No se observa trascendencia iusfundamental del asunto 

 
La Corte Constitucional ha admitido la procedencia de la acción de tutela respecto de actuaciones 
relativas a concursos de méritos y listas de elegibles, no obstante, las particularidades fácticas y 
jurídicas de este caso exigen un análisis detallado y con mayor rigurosidad frente a la 
trascendencia iusfundamental del asunto, máxime si se tiene en cuenta que: (i) la lista de 

elegibles del caso ya fue publicada alrededor de dos años; (ii) el actor no ocupó los lugares 
correspondientes a las vacantes ofertadas en dicha lista; y (iii) además, pretende la aplicación 
inmediata y parcial de la Ley 1960 de 2019, frente a la cual el ICBF y la CNSC surtieron 
procedimientos administrativos y financieros complejos, que además, no pueden ser objeto de 
injerencia por parte del juez de tutela, pues como se estableció en el acápite de los hechos, 
ya está determinado que la lista de elegibles del actor NO puede ser utilizada en el marco 
del Criterio unificado del 16 de enero de 2020. 

 
En efecto, si se analiza lo solicitado en los casos que han sido resueltos por la jurisprudencia del 
alto tribunal constitucional, se advierte que dicha pretensión no estaba presente y las 
controversias versaban sobre otros aspectos. A manera de ejemplo: (i) en la Sentencia SU-913 
de 2009 la controversia giraba en torno al puntaje que se otorgaba a la autoría de obras en 
derecho en la etapa de análisis de méritos y antecedentes dentro del concurso de méritos de 
notarios; por otra parte, en las sentencias SU-133 de 1998 y SU-613 de 2002, los accionantes 
habían ocupado el primer lugar en concursos de méritos de la rama judicial, pero se había 
nombrado a personas que ocuparon otros lugares en la lista de elegibles. 
 
De otra parte, la Corte Constitucional, en reciente sentencia T-049 de 2019, precisó que (i) los 
jueces de tutela deben analizar si al momento en que se presentó la solicitud de amparo ya 
se había conformado la lista de elegibles o está a punto de proferirse como uno de los 

elementos dentro del estudio de procedencia; y (ii) la tutela procede pese a la existencia de lista 
de elegibles y estas pueden ser modificadas en sede judicial por fraude o incumplimiento de 
los requisitos de la convocatoria o cuando su aplicación conlleve el desconocimiento de 

derechos fundamentales. 
Así las cosas, la controversia principal del presente caso versa sobre el cumplimiento inmediato 
de una norma de carácter general, bajo el seguimiento de las directrices establecidas por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil. Por lo cual el ICBF: (i) estableció los cargos y vacantes 
existentes en las 33 Regionales del país a las que serían aplicables las listas de elegibles 
vigentes; (ii) solicitó y pagó, previo trámite presupuestal a la CNSC, el uso de las listas aplicables; 
y (iii) está adelantando los respectivos nombramientos y actos de posesión de las personas 
autorizadas para su nombramiento por la CNSC. Todo lo anterior, conlleva a concluir que no hay 
trascendencia iusfundamental en el problema jurídico del caso sub examine. 
 
1.2. Incumplimiento del requisito de subsidiariedad e inexistencia de un perjuicio irremediable 

 
Adicionalmente, resulta que él accionante cuenta con mecanismos distintos a la tutela para 
ejercer sus derechos, sin que haya demostrado que son insuficientes para esos fines. Tampoco 
demostró que, de acudir a las vías judiciales ordinarias, se configure un perjuicio irremediable en 
su derecho fundamental.  

                                                
4 Ver, entre otras, sentencias T-381 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido; T-678 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo; 

T-657 de 2012. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; y T-185 de 2007. M.P. Jaime Araujo Rentería. 
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Con la posición que esgrime en el escrito de tutela es viable entender que, en el fondo, se opone 
a actos administrativos de carácter general, en concreto, al “Criterio unificado de la CNSC”, y, 
actos de carácter particular, contenidos en las respuestas que se han dado a sus derechos de 
petición, esto es, ataca actos de la administración que le informan sobre el cumplimiento de la 
Ley 1960 de 2019, bajo el seguimiento de unas reglas especiales. En este orden de ideas, es de 
precisar que los actos administrativos no son susceptibles de ser atacados a través de la acción 
de tutela. 
 
La acción de tutela no es el mecanismo idóneo para atacar actos administrativos que por su 
propia naturaleza se encuentran amparados por el principio de legalidad, partiendo del 
presupuesto que la administración, al momento de manifestarse a través de un acto, debe acatar 
las prerrogativas constitucionales y legales a las que se encuentra subordinada. Además, el 
artículo 83 Constitucional consagra que, en las actuaciones de las autoridades públicas se 
presume la buena fe, situación que ha sido desarrollada por la Corte Constitucional en numerosas 

sentencias5.  

 
La legalidad de un acto administrativo obliga a quien pretende controvertirlo a demostrar que 
aquel se apartó, sin justificación alguna, del ordenamiento que regula su expedición; debate que 
corresponde a la órbita de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, al momento de 
estudiar la posible anulación del acto, de conformidad con las competencias dispuestas para tal 
efecto. 
 
Conforme con lo anterior, estos actos podrán ser controvertidos ante la jurisdicción contencioso 
administrativa, a través de los medios de control previstos en la Ley 1437 de 2011, 
específicamente la acción de nulidad simple, para los actos generales y la de nulidad y 
restablecimiento del derecho para actos administrativos de contenido particular. Estas acciones, 
cuentan con medidas cautelares (como la suspensión provisional del acto demandado), que se 
presumen idóneas y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente 

vulnerados[1].  

 
1.3. Incidencia de la CNSC en el cumplimiento de la Ley 1960 de 2019.  

 
El artículo 13 del Decreto 2591 de 1991 dispone: "La acción se dirigirá contra la autoridad pública 
o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental..." 

 
Ahora bien, comoquiera que para llevar a cabo lo solicitado por él accionante, el ICBF requiere la 
intervención de la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-, para que autorice el uso de las 
listas de elegibles, el Instituto no es el único responsable respecto a la conducta presuntamente 
vulneratoria de derechos fundamentales.  
 
La CNSC es la entidad que dirige el Sistema de Carrera Administrativa en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 130 de la Carta Política.  
 
Dentro de sus funciones maneja el Registro y autoriza el uso de las listas de elegibles resultantes 
de los concursos de méritos (el artículo 2.2.6.21 del Decreto 1083 de 2015). De esta manera, para 
poder hacer efectivo cualquier nombramiento con base en la lista de elegibles, es necesario que 
la CNSC comunique al ICBF la autorización de su uso, respecto a los aspirantes que ocupan 
lugares en aquellas listas. 
 
En ese sentido, el ICBF debe seguir los lineamientos establecidos por la CNSC, en atención a 
sus competencias fijadas en la ley 909 de 2004 y el Decreto 1083 de 2015, para el uso de las 
listas de elegibles en el marco del Criterio Unificado del 16 de enero de 2020, en el que se 
dispuso: 

 
“Las Listas de Elegibles que adquirieron firmeza, así coma aquellas (listas de elegibles) expedidas coma 
consecuencia de una convocatoria aprobada con antelación a Ia entrada en vigencia de Ia Ley 1960 de 2019, 

                                                
5 Sentencias T-106 de 1993, T-983 de 2001, T-1222 de 2001, T-132 de 2006 y T-1048 de 2008, entre muchas otras. 
[1] Sentencias T-733 de 2014 y T-427 de 2015.  
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seguirán las reglas previstas antes de Ia modificación de Ia Ley 909 de 2004 y las establecidas en los 
respectivos Acuerdos de Convocatoria.  

 
De conformidad con lo expuesto, las listas de elegibles conformadas por la CNSC y aquellas qua sean 
expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, 
deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos qua integraron Ia Oferta Pública 
de Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes que se generen 
con posterioridad y que correspondan a los "mismos empleos' entiéndase, con igual denominación, código, 
grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; 
criterios con los que en el proceso de selección se identifica el empleo con un número de OPEC.”. 

 
Con base en esa directriz, toda vez que para el empleo Profesional Especializado, Código 
2028, Grado 17, ofertado dentro de la Convocatoria 433 de 2016, entre otras, a través de la 
OPEC (38941), NO existe la viabilidad de aplicar lo señalado en el Criterio Unificado 
expedido por la CNSC, por no corresponder con los criterios de Perfil y ubicación 
geográfica, tal y como se explicó en el acápite fáctico de este pronunciamiento.  

 
2. Inexistencia de vulneración de derechos fundamentales 

 
El ICBF resalta que en el presente caso no ha vulnerado ni puesto en riesgo ningún derecho 
fundamental del accionante, en tanto: i) adelantó todas las gestiones necesarias para el 
cumplimiento de la Ley 1960 de 2019; y ii) estableció la NO procedibilidad de hacer uso de la lista 
de elegibles del caso concreto condicionada a la Revisión de los Criterios establecidos por la 
CNSC. 
 
2.1. Trámites administrativos y financieros para cumplir la Ley 1960 de 2019 

 
Teniendo en cuenta que el accionante enfatiza la falta de acción del ICBF para llevar a cabo de 
manera inmediata su nombramiento, resulta pertinente aclarar al Despacho, que, en principio, con 
la expedición de la Ley 1960 de 2019 el ICBF y la CNSC emitieron distintos actos sobre la 
aplicación de esa norma, que consideraron viable únicamente para los concursos que se generaran 
a partir de su entrada en vigencia, el 27 de junio de 2019.  
 
No obstante, el 16 de enero de 2020, la CNSC emitió criterio unificado sobre la aplicación de 
la Ley 1960 de 2019 y determinó, como órgano rector de la carrera administrativa que era 
procedente dar cumplimiento a la norma frente a las listas de elegibles que se habían 
aprobado antes de su expedición y se encontraban vigentes. 

 
Ante esta nueva directriz, el ICBF ha acatado lo previsto por este órgano especializado en el 
sistema de carrera administrativa, adelantando las acciones necesarias, de acuerdo con la 

reglamentación de la CNSC6. Eso incluyó la revisión de más de 1000 listas, el pago de unas sumas 

de dinero a la CNSC y la solicitud de uso de las listas de elegibles aplicables. 
 
Es importante establecer que, para hacer uso de las listas de elegibles conforme al Criterio 
Unificado de 16 de enero de 2020, el empleo debe coincidir en su totalidad con cada uno de los 
parámetros de “igual denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, 
funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; criterios con los que en el 
proceso de selección se identifica el empleo con un número de OPEC.”. señalados por la 
CNSC. 
 
Tal y como se explicó en el acápite de los hechos, cada OPEC se construyó a partir de la 
necesidad del servicio respecto a cada cargo, grado, ubicación geográfica, perfil y funciones, por 
lo que el uso de la lista de elegibles derivadas de una OPEC, debe atender a cargos que 

                                                
6 Mediante Acuerdo No. 562 del 5 de enero de 2016, la Comisión Nacional del Servicio Civil reglamentó la conformación, 

organización y uso de las listas de elegibles y del Banco Nacional de Listas de Elegibles de los empleos del Sistema 
General de Carrera Administrativa. 
De conformidad con lo señalado en el artículo 11, literal e), de la Ley 909 de 2004, corresponde a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil “Conformar, organizar y mantener el Banco Nacional de Lista de Elegibles (…)” 
Así mismo y en virtud de lo dispuesto en el literal f), del artículo 11 ibidem, es función de la CNSC “Remitir a las 
entidades, de oficio o a solicitud de los respectivos nominadores, las listas de personas con las cuales se deben proveer 
los empleos de carrera administrativa que se encuentren vacantes definitivamente, de conformidad con la información 
que repose en los Bancos de Datos a que se refiere el literal anterior”. 
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compartan equivalencia de todos esos criterios, pues es conforme a ellos que se adelantó la 
Convocatoria, se hicieron las pruebas y se distribuyeron los cargos a lo largo del país. 
 
Respecto del propósito, y funciones de cada uno de los empleos, se informa que estos se 
encuentran publicados en la página web de la entidad www.icbf.gov.co/ gestión y transparencia 
en la siguiente URL https://www.icbf.gov.co/gestion-humana/manual-funciones 
 
 
2.3 Vulneración del derecho a la igualdad 
 

Respecto de la vulneración al derecho fundamental de igualdad, la jurisprudencia constitucional 
ha establecido una guía metodológica para establecer si un trato desigual tiene justificación a la 
luz del ordenamiento constitucional, conocido como el test de igualdad. Allí es viable preguntarse 
“¿igualdad entre quiénes?, ¿igualdad en qué?, ¿igualdad con base en qué criterio?. Los sujetos 
pueden ser todos, muchos o pocos; los bienes a repartir pueden ser derechos, ventajas 
económicas, cargos, poder, etc.; los criterios pueden ser la necesidad, el mérito, la capacidad, la 

clase, el esfuerzo, etc”7. 

 
En primer lugar, se alega una violación al derecho a la igualdad respecto a otros participantes de 
la Convocatoria 433 de 2016, sin percatarse que, como se ha insistido a lo largo de este 
documento, cada una de las Ofertas Públicas de Empleo de Carrera a las que se inscriben 
los concursantes es diferente, pues contiene las características que definen el empleo que 
podrían llegar a ocupar. Cada proceso de selección desarrollado por la CNSC (OPEC) tuvo en 

cuenta la ubicación, el nivel, el perfil y demás criterios que diferencian el cargo y conllevan una 
valoración específica de los requisitos para ello. Especialmente, respecto a la ubicación 
geográfica, los aspirantes tuvieron en cuenta aspectos como número de vacantes de cada 
ubicación y si era viable aspirar a ubicaciones con una vacante o con 20, lo cual fue decidido 
desde el inicio de la Convocatoria y determinó el nivel de la competencia y dificultad de cada 
OPEC. Así, en principio, la situación del accionante solo sería comparable con la de un 
concursante que se haya inscrito a la misma OPEC seleccionada por el.  
 
El segundo interrogante planteado por la jurisprudencia (¿igualdad en qué?), conlleva el análisis 
de la aplicación de la ley 1960 de 2019, que estableció la posibilidad de utilizar las listas de 
elegibles vigentes para cubrir vacantes no convocadas que surgieron con posterioridad; en el que 
la CNSC ha establecido un procedimiento derivado de la normatividad que regula los concursos 
de méritos y conllevó la validación de la planta global y la validación de las listas de elegibles, 
sujetas a las condiciones de las vacantes y situaciones propias de cada empleo.  
 
Por lo anterior, las condiciones de la verificación de la planta global del ICBF y la validación de 
las listas de elegibles, permiten concluir que la lista de elegibles en que se encuentra el actor no 
puede ser utilizada para cubrir empleos diferentes a los convocados por falta de vacantes 
equivalentes. 

 
Finalmente, frente al criterio con base en el cual se realiza el estudio de igualdad, en el presente 
caso, sigue siendo el mérito, de acuerdo con los empleos equivalentes no convocados, que fueron 

creados con posterioridad a la convocatoria.  
 
A título de ejemplo, vale aclarar que se constituiría una vulneración al derecho a la igualdad y al 
principio de mérito, cuando se acceda a una pretensión como la de la accionante en el caso de 
otro concursante de la misma OPEC con un resultado igual o inferior al obtenido por el, sin 
embargo, se reitera que esta no es la situación en el caso sub judice. 
 
En síntesis, la decisión del ICBF es razonable, racional y proporcionada, en la medida que cumple 
con los parámetros y justificaciones necesarias para superar un juicio de igualdad, y por tanto, la 
entidad no ha vulnerado derechos fundamentales, pues ha seguido los criterios formulados por 
la CNSC, en la determinación de las reglas de igualdad a partir de las características propias de 
cada OPEC para considerar un empleo equivalente.   

 

                                                
7 Sentencia C-022 de 1996 

http://www.icbf.gov.co/
https://www.icbf.gov.co/gestion-humana/manual-funciones
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Aceptar la aplicación de la lista de elegibles del accionante, desconocería los derechos de 
las personas que se inscribieron en las OPEC correspondientes al empleo, en las 
ubicaciones geográficas para las que SÍ se crearon nuevas vacantes, pues estas personas 
desde el inicio de la convocatoria escogieron esa ubicación, presentaron las pruebas y 
aprobaron el proceso a la luz de las necesidades del servicio de aquellos territorios. 

 
3. Decisiones judiciales sobre el tema 

 
Por último, se informa al despacho que existen al menos 80 casos, en los que la tutela ha sido 
considerada improcedente para exigir el nombramiento en aplicación del artículo 6 de la Ley 1960 
de 2019. Se adjunta la relación de decisiones de todo el país sobre la temática 
 
De acuerdo con esta información, no hay ninguna decisión que haya hecho tránsito a cosa 
juzgada, amparado las solicitudes de los accionantes respecto a aplicar la Ley 1960 de 2019, 
pues aquellas que ampararon el derecho en segunda instancia, aún deben pasar por la revisión 
de la Corte Constitucional para que se entiendan como decisiones definitivas, que hagan tránsito 
a cosa juzgada y constituyan precedente jurisprudencial aplicable. La Corte ha señalado que una 
sentencia de tutela hace tránsito a cosa juzgada constitucional “(i) cuando es seleccionada para 
revisión por parte de esta corporación y fallado en la respectiva Sala o, (ii) cuando, surtido el 
trámite de selección, sin que ésta haya sido escogida para revisión, fenece el término 

establecido para que se insista en su selección”[1]. (Subrayado fuera de texto).  

 
Igualmente, se aclare que las decisiones proferidas antes de que la CNSC modificara su postura 
sobre la aplicación de la Ley 1960 de 2019, lo cual ocurrió hasta el 16 de enero de 2020, no son 
aplicables al caso concreto.  
 
En conclusión, ninguna de las decisiones que el Despacho pueda considerar como 
aplicables constituye precedente judicial, ni debe ser tenida en cuenta para resolver sus 
pretensiones, bien sea por inexistencia de cosa juzgada constitucional o por diferencia en 
los fundamentos fácticos y jurídicos que les dieron origen. 

 
SOLICITUDES 

 

Con base en lo expuesto en este escrito, el ICBF solicita al juez de tutela: 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE FRENTE AL ICBF, la acción de tutela interpuesta por 
EDGAR AUGUSTO DIAZ MONTOYA, por no cumplir los requisitos de relevancia iusfundamental 

del asunto, subsidiariedad y perjuicio irremediable. 
 
SEGUNDO. En caso de que la referida acción se estime procedente, se solicita subsidiariamente 
que sea NEGADA, al no advertirse violación de derechos fundamentales por conductas 
atribuibles a la entidad. 
 

NOTIFICACIONES 
 
Recibiré notificaciones en la Avenida Carrera 68 No. 64C-75 de Bogotá o en el correo electrónico 
tutelas@icbf.gov.co  
 

 
EDGAR LEONARDO BOJACÁ CASTRO 
Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 

 
Proyectó: Katherine Montes Bustos. 

                                                
[1] Sentencia T-219 de 2018. 
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Revisó: Natally Duarte Hincapié. 
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EL DIRECTOR DE GESTION HUMANA 
DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS 

 

En atención a la solicitud de HUBER ALONSO ROLDAN dentro de la Acción de Tutela No 2020-

00060, promovida contra el ICBF, certifica: 

CONSIDERACIONES DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR FRENTE A 
LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Que mediante Acuerdo No. CNSC – 20161000001376 del 5 de septiembre de 2016 emitido por 
la Comisión Nacional del Servicio Civil, se convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.  
 
Que a través del concurso de méritos adelantado en la Convocatoria 433 de 2016, se realizó una 
oferta pública de empleos para realizar la provisión definitiva de 2470 vacantes, correspondientes 
a empleos de carrera administrativa en diferentes denominaciones, códigos, grados, ubicaciones 
geográficas, requisitos y niveles. 
 
Que los empleos vacantes se ofertaron a través de diferentes números de OPEC teniendo en 
cuenta la ubicación geográfica de éstos.   Dentro de los cuales se ofertó el empleo Profesional 
Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 39066. 
 
Que a través de la OPEC 39066 se ofertó DOS (02) vacantes para el cargo de Profesional 
Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 39066; información y requisitos que pueden 
ser consultados en la página de la Comisión Nacional del Servicio Civil en el enlace: 
https://www.cnsc.gov.co/index.php/consulte-opec-433-icbf  
 
Que la OPEC No. 39066 ofertó DOS (02) vacante2 para el cargo de Profesional Especializado 
Código 2028 Grado 17 OPEC 39066, cuya lista de elegibles fue publicada por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil mediante Resolución No.  20182020074485 del 18 de julio de 2018 
quedando habilitados nueve (09) elegibles, en donde HUBER ALONSO ROLDAN NO FIGURA 
EN LISTA DE ELEGIBLES (se adjunta).  
 

 

https://www.cnsc.gov.co/index.php/consulte-opec-433-icbf
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Que la Resolución  20182020074485 del 18 de julio de 2018 OPEC 39066 cobró firmeza, por lo 

cual el ICBF procedió a expedir los actos de nombramientos de las primeras personas que 
ocuparon los primeros lugares de elegibilidad, por lo cual se expidieron los respectivos actos 
administrativos de nombramiento, así: 
 

REGIONAL CEDULA 
NOMBRES Y APELLIDOS 

C
A

R
G

O
 

C
O

D
I

G
O

 

G
R

A
D O

 

FECHA 

POSESION 

R
E

S
O

L
U

C
I

O
N

 

CAUCA/ GRUPO 
DE ASISTENCIA 

TECNICA 

51944542 
FABIOLA CUBILLOS MORENO 

PROFESIONAL 

ESPECIALIZADO 

2028 17 10709 
17/08/2018 

CAUCA/ GRUPO 

DE ASISTENCIA 
TECNICA 

34533520 
YINA DE JESUS MOLINA 

VIVEROS PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO 

2028 
17 

10710 17/08/2018 

 
Teniendo en cuenta lo anterior el proceso para proveer las vacantes de la convocatoria 433 
de 2016 para el empleo Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC (39066) en 
la que NO PARTICIPO el hoy accionante señor HUBER ALONSO ROLDAN, ya se surtió con 
el nombramiento y posesión de los participantes que se relacionaron anteriormente. 
 
Que por lo anterior no es posible acceder a la petición del señor HUBER ALONSO ROLDAN, 
toda vez que de conformidad con los criterios establecidos solo se pueden nombrar a las 
personas que en estricto orden de mérito teniendo en cuenta el número de empleos 
ofertados, figuran en la respectiva lista de elegibles, dentro del cargo en el cual 
participaron. 
 
CASO ESPECÍFICO: 

 
Verificada la información se registra que el señor HUBER ALONSO ROLDAN participó en la 
Convocatoria 433 para el empleo Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 
38941.   

 
Que la OPEC No. 38941 ofertó UNA (01) vacante para el cargo de Profesional Especializado 
Código 2028 Grado 17 OPEC 38941, cuya lista de elegibles fue publicada por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil mediante Resolución No.  20182020051085 del 22 de mayo de 2018 

quedando habilitados veintitrés (23) elegibles, en donde HUBER ALONSO ROLDAN ocupa la 
posición número DIECINUEVE (19) de elegibilidad.  

 
Que la Resolución  20182020051085 del 22 de mayo de 2018 cobró firmeza, por lo cual el ICBF 
procedió a expedir los actos de nombramientos de las primeras personas que ocuparon los 
primeros lugares de elegibilidad, por lo cual se expidieron los respectivos actos administrativos 
de nombramiento, así: 
 

REGIONAL CEDULA 
NOMBRES Y APELLIDOS 

C
A

R
G

O
 

C
O

D
IG

O
 

G
R

A
D

O
 

RESOLUCION DE 
NOMBRAMIENTO  

FECHA RES 

NOMBRAMIENTO 

ANTIOQUIA/ 

DIRECCION 
REGIONAL 
 

1128266613 

CARLOS ANDRES BOTERO 

MONTES 
PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO 

2028 
17 1185 

18/02/2019 
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Es importante señalar que de conformidad con lo establecido en la Ley 909 de 2004 y el 
artículo 2.2.6.21 del Decreto 1083 de 2015 el ICBF realizó el nombramiento en período de 
prueba de la persona que en mérito ocupó el primer lugar de elegibilidad señora EDY 
PATRICIA TRUJILLO GARCIA, sin embargo la persona renunció al nombramiento, por lo 
cual se procedió a nombrar a la persona que ocupó el segundo lugar, por lo cual esta 
persona ya tienen derechos de carrera por haber superado los seis (6) meses de periodo 
de prueba.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior el proceso para proveer las vacantes de la convocatoria 433 
de 2016 para el empleo Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC (39066) en 
el que no participó el hoy accionante señor HUBER ALONSO ROLDAN, ya se surtió con el 
nombramiento y posesión de los participantes que se relacionaron anteriormente. 
 

En este sentido cabe mencionar que los participantes en los concursos de méritos no ostentan 
un derecho adquirido a obtener un empleo público, es importante aclarar que los participantes 
que quedan en listas de elegibles son titulares de una mera expectativa la cual se materializa 
para las personas que ocupan los primeros lugares de elegibilidad según el número de empleos 
ofertados en cada OPEC y por lo cual obtienen el derecho a ser nombrados. 

 
 

USO DE LISTAS DE ELEGIBLES: 

El día 16 de enero de 2020, la Comisión Nacional del Servicio Civil- CNSC emitió el criterio 
unificado “uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 2019” en el 
que se dispuso: 

 
“Las Listas de Elegibles que adquirieron firmeza, así coma aquellas (listas de elegibles) 
expedidas coma consecuencia de una convocatoria aprobada con antelación a Ia entrada 
en vigencia de Ia Ley 1960 de 2019, seguirán las reglas previstas antes de Ia modificación 
de Ia Ley 909 de 2004 y las establecidas en los respectivos Acuerdos de Convocatoria.  

 
De conformidad con lo expuesto, las listas de elegibles conformadas por la CNSC y 
aquellas qua sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con 
anterioridad al 27 de junio de 2019, deberán usarse durante su vigencia para proveer las 
vacantes de los empleos qua integraron Ia Oferta Pública de Empleos de Carrera -OPEC- 
de Ia respectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes que se generen con 
posterioridad y que correspondan a los "mismos empleos' entiéndase, con igual 
denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, ubicación 
geográfica y mismo grupo de aspirantes; criterios con los que en el proceso de selección 
se identifica el empleo con un número de OPEC.”. 

 
Para dar cumplimiento de lo anterior, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, a la 
fecha ha adelantado las siguientes acciones: 
 

 Verificación e identificación en la planta global, los empleos que cumplen con las 
características definidas en el criterio anterior (igual denominación, código, grado, 
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asignación básica mensual, propósito, funciones,) y en especial la ubicación 
geográfica. 
 

 Se validaron las 1196 listas de elegibles conformadas dentro de la Convocatoria 433 de 
2016,  
 

 Como resultado de lo anterior, se evidenció que para empleo Profesional 
Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 38941 ofertado dentro de la 
Convocatoria 433 de 2016, para el cual no participó el señor HUBER ALONSO 
ROLDAN  y hace parte de la lista de elegibles, NO existe la viabilidad de aplicar lo 
señalado en el Criterio Unificado expedido por la CNSC. Toda vez que no se 
cumplen con los lineamientos establecidos por la Comisión como son Grado, perfil, 
profesión y ubicación geográfica para este caso específico.  Es decir, para la 
Regional Cauca no hay vacante para el empleo Profesional Especializado, Código 
2028, Grado 17 OPEC 39550. 

 
 

La presente certificación se expide en Bogotá D.C., a los nueve (09) días del mes de julio de 
2020, para atender el requerimiento realizado por la Oficina Asesora Jurídica del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
                                               
 

_________________________________________ 

JOHN FERNANDO GUZMAN UPARELA  
Director de Gestión Humana 

 
Proyectó: Nallivy Consuelo Noy Copete -DGH 
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                                                 República de Colombia 

       Rama Judicial del Poder Público 

 
                                              JUZGADO SÉPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

                 CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

                                                Medellín, quince de julio de dos mil veinte   

 
Proceso  Especial 050 

Accionante  Huber Alonso Roldán Álzate     

Accionado Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y la 

Comisión Nacional del servicio Civil y otros  

Radicado  05-001-31-18-007-2020 00060-00 

    Procedencia Reparto 

    Instancia  Primera 

    Providencia 050 

Temas y subtemas Debido proceso e Igualdad 

Decisión No Concede tutela 

 

    Procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponda frente a la acción de tutela promovida por el señor Huber Alonso Roldán 

Álzate, identificado con la cédula 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar , la Comisión Nacional del Servicio Civil, y Participantes de la 

Convocatoria pública 433 de 2016 para que se le protejan sus derechos fundamentales 

a la igualdad, debido proceso, acceso a la función pública y al trabajo  que considera 

amenazados o vulnerados por las acciones u omisiones de estas entidades, de 

conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional y su Decreto Reglamentario 

2591 de 1991.  

 

 

HECHOS 

 

Manifiesta el accionante que se presentó a la Convocatoria 

No.433 de 2016, realizada por la Comisión Nacional del Servicio Civil, con el fin de 

proveer definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al 

ICBF; y participó para optar por el cargo de profesional especializado Grado 17 código 

2028 y código OPEC 39066; cumpliendo los requisitos exigidos y hace parte de la lista 

de elegibles expedida por la CNSC mediante Resolución No. 20182020074485 del 18 de 

julio de 2018, dicha lista quedó en firme, tal y como consta en la Resolución 10710 del 

17 de agosto de 2018. Expresa que por medio del Decreto No. 1479 de 2017 se crearon 

591 cargos permanentes, cuya denominación fue de profesional especializado código 

2028, grado 17, similares al que concursó en la convocatoria 433 de 2016 y que dichos 

cargos debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de 2004. 

 

Enuncia que la Ley 1960 del 2019 modificó la ley 909 de 

2004 y el Decreto 1567 de 1998, donde se consagró que: “El numeral 4 del artículo 31 de la 

Ley 909 de 2004, quedará así: "con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil 

o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de 

elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán las 

vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria 

del concurso en la misma Entidad” En razón a esta norma, el 01 de agosto de 2019 la CNSC 

expidió un criterio unificado en el que, entre otras cosas dijo que: “(…)En consecuencia, el 

nuevo régimen conforme con el cual las listas de elegibles pueden ser utilizadas para proveer empleos 
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equivalentes en la misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para los procesos de 

selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta razón, cobijados por la ley 

ampliamente mencionada.”. 

 

De otro lado, indica que, elevó petición ante CNSC, con el 

fin de que se le informara sobre el registro de vacantes creadas con el Decreto 1479 de 

2017 y respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 20182020074485 

del 18 de julio de 2018, sin embargo, no ha recibido respuesta alguna que sacie su 

requerimiento.  

 

Por lo anterior, solicita se le tutelen sus derechos 

fundamentales en aplicación de los artículos 6 y 7 de la ley 1960 de 2019 y se haga uso 

de la lista de elegibles contenida en la resolución 20182020074485 del 18 de julio de 

2018 y se proceda con el nombramiento del accionante al cargo código OPEC 39066, 

denominado Profesional Especializado, código 2028, grado 17 del sistema general de 

carrera administrativa del ICBF en una de las 591 vacantes definitivas creadas por el 

Decreto 1479 de 2017. 

  

     

    PRUEBAS 

 

1. Copia de la Resolución No. 20182020074485 del 18 de 

julio de 2018.  

2. Copia de la Resolución 10710 del 17 de agosto de 

2018. 

3. Copia de la Resolución No. 20182230156785 del día 

22 de noviembre de 2018. 

4. Copia del Decreto No. 1479 de 2017 gobierno 

nacional.  

5. Copia de la Sentencia de tutela 29 proferida el día 17 

de junio de 2020 por el Juzgado Segundo Penal para 

Adolescentes con Función de Conocimiento de 

Popayán.  

 

 

                                                RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS 

 

  |   1. Por parte de Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, aducen que el demandante reclama un nombramiento en un cargo para el que 

se dio una oferta pública de empleo y al cual no participó y, para el empleo en la que sí 

participó no existen vacantes que le sean equivalentes en el marco de la ley 1960 de 

2019 y el Criterio unificado sobre el uso de listas de elegibles, toda vez que no cumple 

los requisitos establecidos, específicamente, perfil y ubicación geográfica, por lo que 

desconocer esta condición puede afectar los derechos de las personas que conforman 

listas de elegibles que sí acreditan los requisitos establecidos por la CNSC. En el 

mismo, sentido, resaltan que la implementación de la Ley 1960 de 2019 y el Criterio 

Unificado de 16 de enero de 2020 de la CNSC, se aplica frente a vacantes creadas con 

posterioridad a la Convocatoria 433 de 2016. 

 

     Adicionalmente, expresan que: “para empleo Profesional 

Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 38941 ofertado dentro de la Convocatoria 433 de 2016, 

para el cual participó el señor Huber Alonso Roldán y hace parte de la lista de elegibles, NO existe la 

viabilidad de aplicar lo señalado en el Criterio Unificado expedido por la CNSC. Toda vez que no se 

cumplen con los lineamientos establecidos por la Comisión como son Grado, perfil, profesión y ubicación 
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geográfica para este caso específico.  Es decir, para la Regional Cauca no hay vacante para el empleo 
Profesional Especializado, Código 2028, Grado 17 OPEC 39066.” Y “para proveer las vacantes de la 

convocatoria 433 de 2016 para el empleo Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 

(39066) en el que no participó el hoy accionante señor HUBER ALONSO ROLDAN, ya se surtió con el 

nombramiento y posesión de los participantes que se relacionaron anteriormente.” 

 

     Por todo lo anterior, solicitan la improcedencia de la 

acción constitucional, toda vez que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental del 

actor, por tener otros mecanismos de defensa judicial y por la inexistencia de un 

perjuicio irremediable.  

 

2. La Comisión Nacional del Servicio Civil enuncian que, 

mediante Resolución No. CNSC - 20182020051085 del 22 de mayo de 2018, se 

conformó la lista de elegibles para proveer una vacante del empleo identificado con el 

Código OPEC No. 38941, denominado profesional especializado, código 2028, grado 17 

del Sistema General de Carrera Administrativa del ICBF y el accionante ocupó el 

puesto No. 19, por lo que no ocupa posición meritoria para ser nombrado en ningún 

cargo. Así mismo, puntualizan que: “«los participantes en los concursos de méritos no 

ostentan un derecho adquirido a obtener un empleo público, toda vez que sólo son titulares de 
una expectativa que únicamente se materializa cuando cumplen todos los requisitos legales y 

superan todas la etapas del proceso de selección1 », ya que es su posición meritoria en una lista 

de elegibles la que le otorga a quien ocupa el primer lugar, el derecho a ser nombrado en el 

empleo para el cual concursó. En consecuencia, solicitan decretar la improcedencia de las 

pretensiones del señor Huber Alonso Roldan Álzate, máxime, cuando la convocatoria 

pública No. 433 de 2016 fue proferida dentro de una normatividad vigente, y no es 

posible aplicar efectos jurídicos de una ley posterior a una lista que se profirió con 

anterioridad a la misma.  

 

 

CONSIDERACIONES  

 

“El artículo 86 de la Constitución Política de 1991, 

establece la posibilidad del ejercicio de la acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los 

derechos fundamentales en los casos en que estos resultaren vulnerados o amenazados 

por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública siempre y cuando el afectado, 

conforme lo establece el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, no disponga de otro 

medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como mecanismo 

transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable.  

 

 En materia de concursos públicos, si bien en principio 

podría sostenerse que los afectados por una presunta vulneración de sus derechos 

fundamentales pueden controvertir las decisiones tomadas por la administración -las 

cuales están contenidas los actos administrativos de carácter general o de carácter 

particular-, mediante las acciones señaladas en el Código Contencioso Administrativo, 

se ha estimado que estas vías judiciales no son siempre idóneas y eficaces para 

restaurar los derechos fundamentales conculcados.  

  

Al respecto, en la sentencia T-090 de 2013 con ponencia 

del Magistrado Luis Ernesto Vargas Sila, el máximo órgano de la jurisdicción 

constitucional expresó lo siguiente: “En múltiples oportunidades esta Corporación ha precisado 

que la acción de tutela es improcedente, como mecanismo principal y definitivo, para proteger derechos 

fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos 

administrativos, ya que para controvertir la legalidad de ellos el ordenamiento jurídico prevé las acciones 

contencioso-administrativas, en las cuales se puede solicitar desde la demanda como medida cautelar la 
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suspensión del acto. Dicha improcedencia responde a los factores característicos de residualidad y 

subsidiariedad que rigen esta acción de origen constitucional. No obstante, la jurisprudencia 

constitucional ha trazado dos subreglas excepcionales en las cuales el carácter subsidiario de la acción 

de tutela no impide su utilización a pesar de existir mecanismos alternos de defensa judicial al alcance del 

interesado. Esas subreglas se sintetizan en que procede excepcionalmente la tutela contra actos 

administrativos que regulan o ejecutan un proceso de concurso de méritos (i) cuando el accionante la 

ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los 

requisitos de ser inminente, de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable; y, (ii) 

cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho fundamental 

cuya protección se invoca y que en caso de no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el 

actor. La Corte ha aplicado esta última subregla cuando los accionantes han ocupado el primer lugar en 

la lista de elegibles y no fueron nombrados en el cargo público para el cual concursaron, circunstancia 

ésta en la que ha concluido que el medio idóneo carece de la eficacia necesaria para proveer un remedio 

pronto e integral y, por ende, ha concedido la protección definitiva por vía tutelar. En este último caso, 

corresponde al juez de tutela evaluar si el medio alternativo presenta la eficacia necesaria para la 

defensa del derecho fundamental presuntamente conculcado.”  

   

La subsidiaridad se deriva del carácter excepcional, 

preferente y sumario que tiene la acción de tutela, el cual le impone al ciudadano la 

obligación de acudir a los otros mecanismos antes de invocar la protección de los 

derechos fundamentales a través de la tutela, salvo que de no invocarse se presente la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable el cual deberá demostrarse que es (a) cierto e 

inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una 

apreciación razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o 

interés jurídico que lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el 

afectado, y (c) de urgente atención, en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su 

prevención o mitigación para evitar que se consume un daño antijurídico en forma 

irreparable1. 

  

Cabe resaltar entonces que, la Ley 1437 de 2011, mediante 

la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en el artículo 138 dispuso que “toda persona que se crea lesionada en 

un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la 

nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 

derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procede por las 

mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior”. A su vez, el 

artículo 137 que versa sobre la nulidad, establece que procederá cuando el acto 

administrativo “haya sido expedido con infracción de las normas en que debería 

fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho 

de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las 

atribuciones propias de quien los profirió”. El artículo 229, establece que las medidas 

cautelares proceden en todos los procesos declarativos que se adelanten ante la 

jurisdicción contencioso administrativo, antes de ser notificado, el auto admisorio de la 

demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, 

podrá el juez decretar las medidas cautelares que estime necesarias para la protección 

y garantía provisional del objeto del proceso y de la efectividad de la sentencia. 

   

Lo anterior, puede llevar al funcionario judicial a adoptar 

las medidas que considere pertinentes con la finalidad de mantener una situación o 

restablecerla al estado en que se encontraba antes de la conducta que causó la 

vulneración o la amenaza; suspender un procedimiento o una actuación de cualquier 

naturaleza; suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo; ordenar 

la adopción de una decisión por parte de la administración o la realización o 

                                                
1 Sentencia T-1316 de 2001, reiterada por la Sentencia T- 494 de 2010. 
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demolición de una obra; e impartir órdenes o imponer obligaciones de hacer o no hacer 

a cualquiera de las partes en el proceso correspondiente. 

  

      Ahora, frente a la aplicación de una legislación que es 

promulgada y sancionada, es importante resaltar que la ley no tiene carácter 

retroactivo, por regla general y así mismo está llamada a aplicarse desde su 

publicación o desde la vigencia fijada por el legislador, esto en razón al principio de la 

ultractividad de la ley, que también guarda relación del derecho adquirido y el hecho 

cumplido. Frente a este asunto, el Alto Tribunal Constitucional, ha dicho sobre el 

principio Tempus Regit Actus que: “La ultractividad de la ley es un problema de 

aplicación de la ley en el tiempo y está íntimamente ligada al principio de que todo 

hecho, acto o negocio jurídico se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, 

realización o celebración (…) Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la 

denominada ultractividad de las normas derogadas, que se siguen aplicando a los 

hechos ocurridos durante su vigencia. Este fenómeno se presenta en relación con todas 

las normas jurídicas, cualquiera que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.”2 
 

La Ley 1960 del 2019 del 27 de junio de 2019 modificó la 

ley 909 de 2004 y el Decreto 1567 de 1998, y específicamente en su artículo 6° modificó 

el artículo 31, numeral 4 de la ley 909 del 2004 y estipuló que quedaría de la siguiente 

manera: "con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 

entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la 

lista de elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de 

mérito se cubrirán las vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad” y el 

artículo 7° ordeno que: “la presente Ley rige a partir de su publicación, modifica en lo 

pertinente la Ley 909 de 2004 y el Decreto –Ley 1567 de 1998, y deroga las demás 

disposiciones que le sean contrarias”.  

 

Descendiendo al caso a estudio, se puede observar que el 

accionante pretende la aplicación del artículo 6° de la ley 1960 del 2019 y se realice su 

nombramiento al cargo código OPEC 39066, denominado Profesional Especializado, 

código 2028, grado 17 del sistema general de carrera administrativa del ICBF en una 

de las 591 vacantes definitivas creadas por el Decreto 1479 de 2017. 

 

En primer lugar, es importante señalar que las decisiones 

tomadas en el marco de un concurso de méritos son susceptibles de ser demandadas 

ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mediante las acciones de nulidad o de 

nulidad y restablecimiento del derecho. Es así, que el artículo 137 de la Ley 1437 de 

2011, indica que la nulidad procede cuando el acto administrativo “haya sido expedido 

con infracción de las normas en que debería fundarse, o sin competencia, o en forma 

irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió”. A su 

vez, el artículo 138 de la misma ley señala que, “toda persona que se crea lesionada en 

un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la 

nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 

derecho”. De lo anterior, se desprende que si el señor Roldan Álzate considera que el 

acto administrativo por el cual se conformó la lista de elegibles con código OPEC No.  

38941 ó 39066 lesiona un derecho subjetivo, puede acudir a la vía de lo contencioso 

administrativo, con el fin de que se agote un proceso minucioso y que permita estudiar a 

fondo sus pretensiones y no mediante un proceso sumario como lo es la acción d tutela, 

                                                
2 Ver sentencia C-763 de 2002  
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donde el juez constitucional no tiene todos los elementos para decidir y entrar en una 

posible violación del derecho al debido proceso de las partes.  

  

En segundo lugar, es importante tener en cuenta que las 

leyes, por no tener efecto retroactivo, no pueden ser aplicadas sobre actos previos a su 

vigencia ni sobre derechos que ya han sido adquiridos. En ese orden de ideas, el juez 

como ejecutor de la norma, y no como creador, debe seguir los parámetros establecidos 

en la ley y aplicar la normatividad vigente que a cada derecho corresponda. Pues si 

bien la retroactividad aplica excepcionalmente, debe estar reglado de forma expresa 

para el caso específico o en los eventos constitucionalmente permitidos.  

 

Así las cosas, basta con analizar la Ley 1960 del 27 de 

junio de 2019, la cual en su artículo 7° es muy clara en manifestar que  rige a partir de 

su publicación, esto es, con un contenido de aplicación ultractivo y no retroactivo como 

lo solicita la parte actora, cuando es claro que la Resolución 20182020051085 del 22 

de mayo de 2018   “Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer una (1) 

vacante del empleo identificado con el Código OPEC No. 38941, denominado 

profesional especializado, Código 2028, Grado 17, del Sistema General de Carrera 

Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No. 433 

de 2016 – ICBF” y quedó en firme desde el 6 de julio del mismo año tal y como obra en 

constancia aportada por la CNSC. 

 

 Incluso el 1 de agosto de 2019 la CNSC expidió un 

criterio unificado en el que concluyó lo siguiente: “(…) el nuevo régimen conforme con 

el cual las listas de elegibles pueden ser utilizadas para proveer empleos equivalentes 

en la misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para los procesos de 

selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta razón, 

cobijados por la ley ampliamente mencionada. 

 

Por último, de las pruebas obrantes en el expediente, se 

puede observar que el demandante está reclamando un nombramiento en el empleo 

identificado con el Código OPEC 39066, mientras que concursó y entró a la lista de 

elegibles para el empleo identificado con código OPEC No. 38941, denominado 

profesional especializado, Código 2028, Grado 17, del Sistema General de Carrera 

Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en el cual quedó en el 

puesto 19 según la Resolución No. CNSC-20182020051085 del 22 de mayo de2018 

dentro de la Convocatoria No. 433 de 2016 del ICBF, situación que a todas luces se 

desborda de la competencia de esta Judicatura, toda vez que no puede inmiscuirse en el 

trámite administrativo de la entidad accionada para conceder la pretensión del 

demandante y ordenar un nombramiento para un cargo que no se aplicó ni se cumplió 

los requisitos exigidos. 

 

Es por lo anterior que el Despacho concluye que las 

pretensiones del accionante no encuentran sustento jurídico ni fáctico que permita 

despachar favorablemente las mismas; por lo tanto, la acción de tutela se torna 

improcedente toda vez que no se demostró que las entidades demandadas hayan negado 

injustificadamente la aplicación de la Ley 1960 de 2019 ni que exista una amenaza 

inminente a los derechos fundamentales del señor Huber Alonso Roldan Álzate, máxime 

cuando existen mecanismos ordinarios más idóneos para desatar las pretensiones del 

accionante.    
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Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en 

caso de no ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Séptimo Penal de Adolescentes 

con Función de Conocimiento de la ciudad de Medellín, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Denegar por improcedente la acción de tutela 

presentada por el señor Huber Alonso Roldán Álzate, identificado con la 

cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO:  Esta decisión es susceptible de los recursos 

de ley y en caso de no ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

              JUEZ 

 

 

 

 

 

NOTIFICACIÓN: Hoy ______________________del 2020 notifico la decisión anterior 

a la demandante quien enterada de su contenido firma en constancia.  

 

 

 

El demandante, 

 

 

HUBER ALONSO ROLDAN ALZATE 

 

 

 

La Secretaria  

    MARITZA YANETH PRECIADO MARIN  
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República de Colombia 

Rama judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, quince  de julio de dos mil veinte  

 

 OFICIO 556 

 

 Radicado: 2020 00060 00 

 Accionante: Huber Alonso Roldan Álzate 

 Accionada: ICBF y  CNSC 

 

 

Señor 

Representante Legal 

Comisión Nacional Del Servicio Civil 

Notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

Bogotá 

 

 

Le notifico que este Despacho mediante sentencia proferida en el día 15 de julio del año 

en curso, dentro del asunto de la referencia dispuso lo siguiente: 

 

“Primero: Denegar por improcedente la acción de tutela presentada por el señor Huber 

Alonso Roldan Álzate, identificado con la cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte 

motiva.------Segundo: Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en caso de no 

ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

       LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín  
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República de Colombia 

Rama judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, quince de julio de dos mil veinte  

 

 OFICIO 557 

 

 Radicado: 2020 00060 00 

 Accionante: Huber Alonso Roldan Álzate 

 Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

Señora 

Directora General 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

Bogotá 

 

 

Le notifico que este Despacho mediante sentencia proferida en el día 15 de julio del año 

en curso, dentro del asunto de la referencia dispuso lo siguiente: 

 

“Primero: Denegar por improcedente la acción de tutela presentada por el señor Huber 

Alonso Roldan Álzate, identificado con la cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte 

motiva.------Segundo: Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en caso de no 

ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

 

LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín  
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República de Colombia 

Rama judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, quince de julio de dos mil veinte  

 

 OFICIO 558 

 

 Radicado: 2020 00060 00 

 Accionante: Huber Alonso Roldan Álzate 

 Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

Señora 

Directora Regional Antioquia 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

Selma.Roldan@icbf.gov.co 

Ciudad 

 

Le notifico que este Despacho mediante sentencia proferida en el día 15 de julio del año 

en curso, dentro del asunto de la referencia dispuso lo siguiente: 

 

“Primero: Denegar por improcedente la acción de tutela presentada por el señor Huber 

Alonso Roldan Álzate, identificado con la cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte 

motiva.------Segundo: Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en caso de no 

ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

       LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín  
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República de Colombia 

Rama judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, quince de julio de dos mil veinte  

 

 OFICIO 559 

 

 Radicado: 2020 00060 00 

 Accionante: Huber Alonso Roldan Álzate 

 Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

Señores 

Departamento de Sistemas (o a quien corresponda) 

Administración Judicial de Antioquia 

jjaramij@cendoj.ramajudicial.gov.co 

soportepaginaweb@cendoj.ramajudicial.gov.co 

jmontoyg@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Ciudad 

 

 

Le notifico que este Despacho mediante sentencia proferida en el día 15 de julio del año 

en curso, dentro del asunto de la referencia dispuso lo siguiente: 

 

“Primero: Denegar por improcedente la acción de tutela presentada por el señor Huber 

Alonso Roldan Álzate, identificado con la cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte 

motiva.------Segundo: Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en caso de no 

ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

       LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín  
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República de Colombia 

Rama judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SEPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

Medellín, quince de julio de dos mil veinte  

 

 OFICIO 560 

 

 Radicado: 2020 00060 00 

 Accionante: Huber Alonso Roldan Álzate 

 Accionada: ICBF y CNSC 

 

 

Señor 

Huber Alonso Roldan Álzate 

hroldan@conocimientolegal.com 

Ciudad 

 

Le notifico que este Despacho mediante sentencia proferida en el día 15 de julio del año 

en curso, dentro del asunto de la referencia dispuso lo siguiente: 

 

“Primero: Denegar por improcedente la acción de tutela presentada por el señor Huber 

Alonso Roldan Álzate, identificado con la cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte 

motiva.------Segundo: Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en caso de no 

ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes 

J07pctoadomed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Palacio de Justicia, Piso 24 

Medellín  

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 



Doctora 
LUZ MARINA GÓMEZ DUQUE 
JUEZ SÉPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 
E. S. D. 

FOLIOS 

REFERENCIA ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE C.C. 71.319.941 

ACCIONADOS INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR- ICBF- 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC- 

RADICADO 05-001-31-18-007-2020 00060-00

ASUNTO IMPUGNACIÓN PROVIENCIA 050 

HUBER ALONSO ROLDÁN ALZATE, mayor de edad, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 71.319.941 expedida en Medellín, con domicilio en esta ciudad, 

actuando en nombre propio a través del presente escrito respetuosamente acudo a 

su despacho con el objeto de IMPUGNAR la decisión del a quo dentro del término 

oportuno procesal. 

Doy alcance a la Acción de Tutela con fundamento en el artículo 31 del Decreto 2591 

de 1991, exponiendo las razones de hecho y de derecho por las que muy 

respetuosamente no comparto la decisión proferida a través de providencia 050 del 

quince (15) de julio de dos mil veinte (2020) y notificada a través de correo 

electrónico el día dieciséis (16) del mismo mes y año; lo anterior por cuanto su 

despacho denegó la protección de mis derechos fundamentales al debido proceso e 

igualdad presuntamente conculcado por las entidades accionadas al considerar 

improcedente la acción de tutela. 

I. Hechos

Primero. El día seis (06) de julio del año que descuenta, su Despacho admitió acción 

de tutela presentada por el suscrito ya que la misma reunía los requisitos necesarios 

preceptuados en el Decreto 2591 de 1991. 

Segundo. El día quince (15) de julio del año calendado, el a quo profirió la 

providencia 050 en la que decidió Denegar por improcedente la acción de tutela 

presentada por el suscrito y en consecuencia no conceder la tutela a mis derechos 

fundamentales. 
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Tercero. El día dieciséis (16) de julio hogaño, su Despacho me notifica de la decisión 

tomada a través del correo electrónico del suscrito. 

II. Consideraciones previas

En el proceso constitucional de Tutela llevado a cabo en primera instancia se tiene 

por cierto que: 

1. El ICBF y la CNSC mediante acuerdo No. 20161000001376 del 05 de

septiembre de 2016 convocaron a concurso abierto de méritos, convocatoria

pública número 433 de 2016.

2. El suscrito participó de la convocatoria al cargo profesional especializado

grado 17 código 2028, Código OPEC 38941 y no al Código OPEC 39066.

3. El suscrito cumplió los requisitos para ocupar el puesto 19 de la lista de

elegibles como consta en Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de

2018 expedida por la CNSC.

4. El gobierno nacional expidió el Decreto No. 1479 de 2017, mediante el cual

se crearon 591 cargos permanentes, cuya denominación fue de

Profesional especializado código 2028, grado 17 y que dichos cargos

debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de

2004.

5. La lista de elegibles del concurso de méritos de la convocatoria 433 de 2016,

fenece el 31 de Julio del corriente año.

III. Consideraciones que fundamentan la impugnación

Con todo respeto pido revocar la decisión del a quo quien consideró improcedente 

tutelar mis derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso por las 

siguientes razones: 

Primero. El Despacho refiere que el suscrito cuenta con la acción de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho ante la vía de los Contencioso Administrativo para 

hacer valer sus derechos, escenario en el que se puede analizar la presunta conculca 

de derechos de manera minuciosa y no a través de un proceso sumario como lo es 

la acción de Tutela, pues no se observa una negativa injusta o amenaza inminente. 
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En ese sentido, es importante traer en mención la Sentencia T-090 de 2013 

Magistrado Ponente el Dr. Luis Ernesto Vargas Silva quien refiere la procedencia 

excepcional de la acción de tutela para controvertir actos administrativos en el marco 

de concursos de méritos para proteger derechos fundamentales que resulten 

amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos 

atendiendo a dos subreglas: 

(i) cuando el accionante la ejerce como mecanismo transitorio para evitar un

perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los requisitos de ser

inminente, de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser

impostergable.

(ii) cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para

amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca y que, en caso

de no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor.

El Despacho no considera la existencia de un perjuicio irremediable frente a la 

solicitud esgrimida por el suscrito al considerar que no puede conceder la pretensión 

y ordenar un nombramiento para un cargo que no se aplicó ni se cumplió los 

requisitos exigidos. 

En ese sentido, es importante referir que, efectivamente apliqué al cargo 

profesional especializado grado 17 código 2028 y cumplí los requisitos 

exigidos por la CNSC, a tal punto que ocupé el puesto 19 de la lista de elegibles 

como consta en Resolución No. 20182020074485 del 18 de julio de 2018. 

Si bien no ocupé el primer puesto, hago parte de la lista de elegibles, generando 

con ello una expectativa de derecho en relación a ocupar un cargo, que después de 

la expedición del Decreto No. 1479 de 2017 del gobierno nacional incrementó en 

591 cargos permanentes. 

Ahora bien, la lista de elegibles del concurso de méritos de la convocatoria 433 de 

2016 fenece el 31 de Julio del corriente año. 

En ese sentido, no comprendo las razones por las cuales el Despacho considera que 

no existe la posibilidad de que se genere un perjuicio irremediable cuando muy 

posiblemente la mayoría de los 591 cargos creados estén siendo ocupados por 

personas que no participaron de la convocatoria para el cargo que apliqué, 
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profesional especializado grado 17 código 2028,  y se desconozca una expectativa 

de derecho de quienes hacemos parte de la lista de elegibles al que se le debió 

realizar nombramiento en estricto orden de mérito. 

Por otro lado, y no menos importante no es dable las apreciaciones en las que 

refieren que el suscrito no aplicó al cargo y mucho menos que no cumplió con los 

requisitos exigidos, pues se encuentra probado mediante documentos y afirmaciones 

de los accionados en el proceso de tutela que reposan en el escrito genitor, que en 

la convocatoria fueron previamente analizados los requisitos para optar al cargo, 

mismos que aparecen registrados en la plataforma SIMO al momento de la 

inscripción donde en el aplicativo sigue refiriendo que continúo en el proceso, pues 

sigo siendo parte de la lista de elegibles que fenece el 31 de Julio del corriente año. 

Vale anotar que, la primera etapa del proceso refería exactamente al estudio del 

perfil del participante para determinar si continuaba o no en el proceso de la 

convocatoria, en tal caso cumplía y cumplo con mucho más de los requisitos 

referidos, pues soy licenciado en educación, abogado, especialista en gerencia y 

magister en lingüística, con artículo en materia de familia publicado en revista 

indexada y reconocimiento de trabajo de investigación meritorio en grado de 

maestría, por lo que no encuentro asidero por parte del ICBF y la CNSC al referir 

que no cumplo con los requisitos exigidos para el perfil y que el mismo sea avalado 

por el Despacho, pues de ser así, no hubiese pasado el primer filtro de la 

convocatoria y mucho menos haría parte de la lista de elegibles, en la que si bien 

no ocupe el primer puesto, ocupo un lugar privilegiado en relación con aquellos que 

no participaron de la convocatoria y hoy ocupan un puesto provisional dentro de los 

591 cargos definitivos creados a nivel nacional. 

Así las cosas, si bien es cierto que existe la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho en la vía de lo Contencioso Administrativo, no es menos cierto que los 

solicitado a través de la acción de tutela busca efectivamente evitar un perjuicio 

irremediable, pues la lista de elegibles fenece el 31 de julio del presente año, 

enmarcándose con ello las subreglas referidas en sentencia proferida por la Corte 

Constitucional y tomar, entonces una decisión como mecanismo transitorio. 

Segundo. Refiere el Despacho que, en relación a la promulgación de la Ley 1960 

del 2019 que modificó la ley 909 de 2004 y el Decreto 1567 de 1998, la aplicación 
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de una legislación que es promulgada y sancionada la ley no tiene carácter 

retroactivo. 

Si bien es cierto lo referido por el Despacho, no puede dejarse de lado que la 

Convocatoria es la norma reguladora de los concursos de méritos y en caso de 

que la entidad organizadora incumpla las etapas y procedimientos consignados en 

la convocatoria, incurre en una violación del derecho fundamental al debido proceso 

que les asiste a los administrados partícipes: 

… “el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección 

fundada en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad 

del aspirante para desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, 

se convierte en una actuación administrativa que debe ceñirse a los 

postulados del debido proceso constitucional (artículo 29 Superior).  

Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar el concurso 

de méritos elabora una resolución de convocatoria, la cual contiene no 

sólo los requisitos que deben reunir los aspirantes a los cargos para los 

cuales se efectúa el concurso, sino que también debe contener los 

parámetros según los cuales la misma entidad administrativa debe 

someterse para realizar las etapas propias del concurso, así como la 

evaluación y la toma de la decisión que concluye con la elaboración de la 

lista de elegibles.  

Hacer caso omiso a las normas que ella misma, como ente administrador 

expida, o sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta contra el principio 

de legalidad al cual debe encontrarse siempre sometida la administración, 

así como también contra los derechos de los aspirantes que se vean 

afectados con tal situación.  

Sobre el tema la Sala Plena al asumir el estudio de varias acciones de 

tutela formuladas contra el concurso público de méritos que se adelantó 

para proveer los cargos de notarios en el país, mediante sentencia SU-

913 de 2009, consignó que (i) las reglas señaladas para las 

convocatorias son las leyes del concurso y son inmodificables, 

salvo que ellas sean contrarias a la Constitución, la ley o resulten 

violatorias de derechos fundamentales; (ii) a través de las reglas 

obligatorias del concurso, la administración se autovincula y 

autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su 

actividad en cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) 

se quebranta el derecho al debido proceso y se infiere un 

perjuicio cuando la entidad organizadora del concurso cambia las 

reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que se 

sujetó a ellas de buena fe.  
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En este punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores exógenos 

las reglas del concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las 

modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben 

ser plenamente conocidas por las partícipes para que de esta forma se 

satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben regir las 

actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza legítima 

que los participantes han depositado en los parámetros fijados para 

acceder a un cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe una 

lista de elegibles que surge como resultado del agotamiento de 

las etapas propias del concurso de méritos, la personas que 

ocupa en ella el primer lugar detenta un derecho adquirido en los 

términos del artículo 58 Superior, que no puede ser desconocido.  

4.4. Entonces, a manera de síntesis, la Sala concluye que la resolución de 

convocatoria se convierte en la norma del concurso de méritos y, como 

tal, tanto la entidad organizadora como los participantes deben 

ceñirse a la misma. En caso de que la entidad organizadora incumpla 

las etapas y procedimientos consignados en la convocatoria, incurre en 

una violación del derecho fundamental al debido proceso que les asiste a 

los administrados partícipes, salvo que las modificaciones realizadas en el 

trámite del concurso por factores exógenos sean plenamente publicitadas 

a los aspirantes para que, de esta forma, conozcan las nuevas reglas de 

juego que rigen la convocatoria para proveer los cargos de carrera 

administrativa”. (Negrillas y subrayas fuera del texto) 

Finalmente, la jurisprudencia ha señalado que el derecho a acceder a un cargo 

público consiste en la prerrogativa que tiene toda persona de presentarse a 

concursar, luego de haber acreditado los requisitos previstos en la respectiva 

convocatoria, y, una vez superadas las etapas del concurso, a evitar que terceros 

restrinjan dicha opción.  

 

IV. Peticiones 

De la manera más respetuosa solicito al a quo admitir el presente escrito de 

impugnación y remitirlo al superior jerárquico para que el señor Juez ad quem, 

declare en la decisión respectiva igual o de manera similar lo siguiente: 

Primero. ADMITIR el escrito que sustenta la presente impugnación al fallo del a 

quo, dentro de la acción de tutela del asunto referenciado. 

Segundo. REVOCAR la providencia 050 proferida el día quince (15) de julio del año 

calendado por el Juzgado Séptimo Penal para Adolescentes con Función de 
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Conocimiento en el que decidió denegar por improcedente la acción de tutela 

presentada por el suscrito, y en su lugar, amparar los derechos fundamentales al 

debido proceso y la igualdad.  

Tercero: Conceder la protección de mis derechos fundamentales en los términos 

de las peticiones presentadas en el libelo principal de la tutela en el entendido que 

lo solicitado es al cargo profesional especializado grado 17 código 2028, 

Código OPEC 38941 y no al Código OPEC 39066 como se probó en el proceso genitor. 

V. Pruebas

Ruego tener como tales la actuación surtida en la Acción de Tutela presentado por 

el suscrito además de la providencia 050 proferida el día quince (15) de julio del año 

calendado por el Juzgado Séptimo Penal para Adolescentes con Función de 

Conocimiento 

VI. Anexos

Me permito anexar lo mencionado en el acápite de pruebas. 

VII. Competencia

Corresponde al Tribunal Superior de Medellín, Sala Penal conocer del presente 

Recurso de Impugnación. 

VIII. Notificaciones

Accionante. Para todos los efectos de este proceso constitucional de tutela y en 

especial la Impugnación elevada puedo ser notificado en la Carrera 49 número 52-

170, oficina 806, Edificio Los Cámbulos, abonado 300 714 15 16 y al correo 

electrónico hroldan@conocimientolegal.com 

De usted, 

HUBER ALONSO ROLDÀN ALZATE 
C.C. 71.319.941 de Medellín
T.P. 221.111
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   República de Colombia 

 Rama Judicial del Poder Público 

 JUZGADO SÉPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

  CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 

  Medellín, quince de julio de dos mil veinte 

Proceso Especial 050 

Accionante Huber Alonso Roldán Álzate 

Accionado Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y la 

Comisión Nacional del servicio Civil y otros  

Radicado  05-001-31-18-007-2020 00060-00

Procedencia Reparto 

Instancia  Primera 

Providencia 050 

Temas y subtemas Debido proceso e Igualdad 

Decisión No Concede tutela 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponda frente a la acción de tutela promovida por el señor Huber Alonso Roldán 

Álzate, identificado con la cédula 71.319.941 contra el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar , la Comisión Nacional del Servicio Civil, y Participantes de la 

Convocatoria pública 433 de 2016 para que se le protejan sus derechos fundamentales 

a la igualdad, debido proceso, acceso a la función pública y al trabajo  que considera 

amenazados o vulnerados por las acciones u omisiones de estas entidades, de 

conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional y su Decreto Reglamentario 

2591 de 1991.  

HECHOS 

Manifiesta el accionante que se presentó a la Convocatoria 

No.433 de 2016, realizada por la Comisión Nacional del Servicio Civil, con el fin de 

proveer definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al 

ICBF; y participó para optar por el cargo de profesional especializado Grado 17 código 

2028 y código OPEC 39066; cumpliendo los requisitos exigidos y hace parte de la lista 

de elegibles expedida por la CNSC mediante Resolución No. 20182020074485 del 18 de 

julio de 2018, dicha lista quedó en firme, tal y como consta en la Resolución 10710 del 

17 de agosto de 2018. Expresa que por medio del Decreto No. 1479 de 2017 se crearon 

591 cargos permanentes, cuya denominación fue de profesional especializado código 

2028, grado 17, similares al que concursó en la convocatoria 433 de 2016 y que dichos 

cargos debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en la ley 909 de 2004. 

Enuncia que la Ley 1960 del 2019 modificó la ley 909 de 

2004 y el Decreto 1567 de 1998, donde se consagró que: “El numeral 4 del artículo 31 de la 

Ley 909 de 2004, quedará así: "con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil 

o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de

elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán las

vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria

del concurso en la misma Entidad” En razón a esta norma, el 01 de agosto de 2019 la CNSC

expidió un criterio unificado en el que, entre otras cosas dijo que: “(…)En consecuencia, el

nuevo régimen conforme con el cual las listas de elegibles pueden ser utilizadas para proveer empleos
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equivalentes en la misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para los procesos de 

selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta razón, cobijados por la ley 

ampliamente mencionada.”. 

 

De otro lado, indica que, elevó petición ante CNSC, con el 

fin de que se le informara sobre el registro de vacantes creadas con el Decreto 1479 de 

2017 y respecto del registro de elegibles contenido en la Resolución 20182020074485 

del 18 de julio de 2018, sin embargo, no ha recibido respuesta alguna que sacie su 

requerimiento.  

 

Por lo anterior, solicita se le tutelen sus derechos 

fundamentales en aplicación de los artículos 6 y 7 de la ley 1960 de 2019 y se haga uso 

de la lista de elegibles contenida en la resolución 20182020074485 del 18 de julio de 

2018 y se proceda con el nombramiento del accionante al cargo código OPEC 39066, 

denominado Profesional Especializado, código 2028, grado 17 del sistema general de 

carrera administrativa del ICBF en una de las 591 vacantes definitivas creadas por el 

Decreto 1479 de 2017. 

  

     

    PRUEBAS 

 

1. Copia de la Resolución No. 20182020074485 del 18 de 

julio de 2018.  

2. Copia de la Resolución 10710 del 17 de agosto de 

2018. 

3. Copia de la Resolución No. 20182230156785 del día 

22 de noviembre de 2018. 

4. Copia del Decreto No. 1479 de 2017 gobierno 

nacional.  

5. Copia de la Sentencia de tutela 29 proferida el día 17 

de junio de 2020 por el Juzgado Segundo Penal para 

Adolescentes con Función de Conocimiento de 

Popayán.  

 

 

                                                RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS 

 

  |   1. Por parte de Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, aducen que el demandante reclama un nombramiento en un cargo para el que 

se dio una oferta pública de empleo y al cual no participó y, para el empleo en la que sí 

participó no existen vacantes que le sean equivalentes en el marco de la ley 1960 de 

2019 y el Criterio unificado sobre el uso de listas de elegibles, toda vez que no cumple 

los requisitos establecidos, específicamente, perfil y ubicación geográfica, por lo que 

desconocer esta condición puede afectar los derechos de las personas que conforman 

listas de elegibles que sí acreditan los requisitos establecidos por la CNSC. En el 

mismo, sentido, resaltan que la implementación de la Ley 1960 de 2019 y el Criterio 

Unificado de 16 de enero de 2020 de la CNSC, se aplica frente a vacantes creadas con 

posterioridad a la Convocatoria 433 de 2016. 

 

     Adicionalmente, expresan que: “para empleo Profesional 

Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 38941 ofertado dentro de la Convocatoria 433 de 2016, 

para el cual participó el señor Huber Alonso Roldán y hace parte de la lista de elegibles, NO existe la 

viabilidad de aplicar lo señalado en el Criterio Unificado expedido por la CNSC. Toda vez que no se 

cumplen con los lineamientos establecidos por la Comisión como son Grado, perfil, profesión y ubicación 
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geográfica para este caso específico.  Es decir, para la Regional Cauca no hay vacante para el empleo 
Profesional Especializado, Código 2028, Grado 17 OPEC 39066.” Y “para proveer las vacantes de la 

convocatoria 433 de 2016 para el empleo Profesional Especializado Código 2028 Grado 17 OPEC 

(39066) en el que no participó el hoy accionante señor HUBER ALONSO ROLDAN, ya se surtió con el 

nombramiento y posesión de los participantes que se relacionaron anteriormente.” 

Por todo lo anterior, solicitan la improcedencia de la 

acción constitucional, toda vez que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental del 

actor, por tener otros mecanismos de defensa judicial y por la inexistencia de un 

perjuicio irremediable.  

2. La Comisión Nacional del Servicio Civil enuncian que,

mediante Resolución No. CNSC - 20182020051085 del 22 de mayo de 2018, se 

conformó la lista de elegibles para proveer una vacante del empleo identificado con el 

Código OPEC No. 38941, denominado profesional especializado, código 2028, grado 17 

del Sistema General de Carrera Administrativa del ICBF y el accionante ocupó el 

puesto No. 19, por lo que no ocupa posición meritoria para ser nombrado en ningún 

cargo. Así mismo, puntualizan que: “«los participantes en los concursos de méritos no 

ostentan un derecho adquirido a obtener un empleo público, toda vez que sólo son titulares de 
una expectativa que únicamente se materializa cuando cumplen todos los requisitos legales y 

superan todas la etapas del proceso de selección1 », ya que es su posición meritoria en una lista 

de elegibles la que le otorga a quien ocupa el primer lugar, el derecho a ser nombrado en el 

empleo para el cual concursó. En consecuencia, solicitan decretar la improcedencia de las 

pretensiones del señor Huber Alonso Roldan Álzate, máxime, cuando la convocatoria 

pública No. 433 de 2016 fue proferida dentro de una normatividad vigente, y no es 

posible aplicar efectos jurídicos de una ley posterior a una lista que se profirió con 

anterioridad a la misma.  

CONSIDERACIONES 

“El artículo 86 de la Constitución Política de 1991, 

establece la posibilidad del ejercicio de la acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los 

derechos fundamentales en los casos en que estos resultaren vulnerados o amenazados 

por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública siempre y cuando el afectado, 

conforme lo establece el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, no disponga de otro 

medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como mecanismo 

transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable.  

 En materia de concursos públicos, si bien en principio 

podría sostenerse que los afectados por una presunta vulneración de sus derechos 

fundamentales pueden controvertir las decisiones tomadas por la administración -las 

cuales están contenidas los actos administrativos de carácter general o de carácter 

particular-, mediante las acciones señaladas en el Código Contencioso Administrativo, 

se ha estimado que estas vías judiciales no son siempre idóneas y eficaces para 

restaurar los derechos fundamentales conculcados.  

Al respecto, en la sentencia T-090 de 2013 con ponencia 

del Magistrado Luis Ernesto Vargas Sila, el máximo órgano de la jurisdicción 

constitucional expresó lo siguiente: “En múltiples oportunidades esta Corporación ha precisado 

que la acción de tutela es improcedente, como mecanismo principal y definitivo, para proteger derechos 

fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos 

administrativos, ya que para controvertir la legalidad de ellos el ordenamiento jurídico prevé las acciones 

contencioso-administrativas, en las cuales se puede solicitar desde la demanda como medida cautelar la 
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suspensión del acto. Dicha improcedencia responde a los factores característicos de residualidad y 

subsidiariedad que rigen esta acción de origen constitucional. No obstante, la jurisprudencia 

constitucional ha trazado dos subreglas excepcionales en las cuales el carácter subsidiario de la acción 

de tutela no impide su utilización a pesar de existir mecanismos alternos de defensa judicial al alcance del 

interesado. Esas subreglas se sintetizan en que procede excepcionalmente la tutela contra actos 

administrativos que regulan o ejecutan un proceso de concurso de méritos (i) cuando el accionante la 

ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los 

requisitos de ser inminente, de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable; y, (ii) 

cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho fundamental 

cuya protección se invoca y que en caso de no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el 

actor. La Corte ha aplicado esta última subregla cuando los accionantes han ocupado el primer lugar en 

la lista de elegibles y no fueron nombrados en el cargo público para el cual concursaron, circunstancia 

ésta en la que ha concluido que el medio idóneo carece de la eficacia necesaria para proveer un remedio 

pronto e integral y, por ende, ha concedido la protección definitiva por vía tutelar. En este último caso, 

corresponde al juez de tutela evaluar si el medio alternativo presenta la eficacia necesaria para la 

defensa del derecho fundamental presuntamente conculcado.”  

La subsidiaridad se deriva del carácter excepcional, 

preferente y sumario que tiene la acción de tutela, el cual le impone al ciudadano la 

obligación de acudir a los otros mecanismos antes de invocar la protección de los 

derechos fundamentales a través de la tutela, salvo que de no invocarse se presente la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable el cual deberá demostrarse que es (a) cierto e 

inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una 

apreciación razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o 

interés jurídico que lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el 

afectado, y (c) de urgente atención, en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su 

prevención o mitigación para evitar que se consume un daño antijurídico en forma 

irreparable1. 

Cabe resaltar entonces que, la Ley 1437 de 2011, mediante 

la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en el artículo 138 dispuso que “toda persona que se crea lesionada en 

un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la 

nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 

derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procede por las 

mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior”. A su vez, el 

artículo 137 que versa sobre la nulidad, establece que procederá cuando el acto 

administrativo “haya sido expedido con infracción de las normas en que debería 

fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho 

de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las 

atribuciones propias de quien los profirió”. El artículo 229, establece que las medidas 

cautelares proceden en todos los procesos declarativos que se adelanten ante la 

jurisdicción contencioso administrativo, antes de ser notificado, el auto admisorio de la 

demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, 

podrá el juez decretar las medidas cautelares que estime necesarias para la protección 

y garantía provisional del objeto del proceso y de la efectividad de la sentencia. 

Lo anterior, puede llevar al funcionario judicial a adoptar 

las medidas que considere pertinentes con la finalidad de mantener una situación o 

restablecerla al estado en que se encontraba antes de la conducta que causó la 

vulneración o la amenaza; suspender un procedimiento o una actuación de cualquier 

naturaleza; suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo; ordenar 

la adopción de una decisión por parte de la administración o la realización o 

1 Sentencia T-1316 de 2001, reiterada por la Sentencia T- 494 de 2010. 
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demolición de una obra; e impartir órdenes o imponer obligaciones de hacer o no hacer 

a cualquiera de las partes en el proceso correspondiente. 

Ahora, frente a la aplicación de una legislación que es 

promulgada y sancionada, es importante resaltar que la ley no tiene carácter 

retroactivo, por regla general y así mismo está llamada a aplicarse desde su 

publicación o desde la vigencia fijada por el legislador, esto en razón al principio de la 

ultractividad de la ley, que también guarda relación del derecho adquirido y el hecho 

cumplido. Frente a este asunto, el Alto Tribunal Constitucional, ha dicho sobre el 

principio Tempus Regit Actus que: “La ultractividad de la ley es un problema de 

aplicación de la ley en el tiempo y está íntimamente ligada al principio de que todo 

hecho, acto o negocio jurídico se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, 

realización o celebración (…) Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la 

denominada ultractividad de las normas derogadas, que se siguen aplicando a los 

hechos ocurridos durante su vigencia. Este fenómeno se presenta en relación con todas 

las normas jurídicas, cualquiera que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.”2 

La Ley 1960 del 2019 del 27 de junio de 2019 modificó la 

ley 909 de 2004 y el Decreto 1567 de 1998, y específicamente en su artículo 6° modificó 

el artículo 31, numeral 4 de la ley 909 del 2004 y estipuló que quedaría de la siguiente 

manera: "con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 

entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la 

lista de elegibles que tendrá vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de 

mérito se cubrirán las vacantes definitivas de cargos equivalente no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad” y el 

artículo 7° ordeno que: “la presente Ley rige a partir de su publicación, modifica en lo 

pertinente la Ley 909 de 2004 y el Decreto –Ley 1567 de 1998, y deroga las demás 

disposiciones que le sean contrarias”.  

Descendiendo al caso a estudio, se puede observar que el 

accionante pretende la aplicación del artículo 6° de la ley 1960 del 2019 y se realice su 

nombramiento al cargo código OPEC 39066, denominado Profesional Especializado, 

código 2028, grado 17 del sistema general de carrera administrativa del ICBF en una 

de las 591 vacantes definitivas creadas por el Decreto 1479 de 2017. 

En primer lugar, es importante señalar que las decisiones 

tomadas en el marco de un concurso de méritos son susceptibles de ser demandadas 

ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mediante las acciones de nulidad o de 

nulidad y restablecimiento del derecho. Es así, que el artículo 137 de la Ley 1437 de 

2011, indica que la nulidad procede cuando el acto administrativo “haya sido expedido 

con infracción de las normas en que debería fundarse, o sin competencia, o en forma 

irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió”. A su 

vez, el artículo 138 de la misma ley señala que, “toda persona que se crea lesionada en 

un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la 

nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 

derecho”. De lo anterior, se desprende que si el señor Roldan Álzate considera que el 

acto administrativo por el cual se conformó la lista de elegibles con código OPEC No. 

38941 ó 39066 lesiona un derecho subjetivo, puede acudir a la vía de lo contencioso 

administrativo, con el fin de que se agote un proceso minucioso y que permita estudiar a 

fondo sus pretensiones y no mediante un proceso sumario como lo es la acción d tutela, 

2 Ver sentencia C-763 de 2002 
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donde el juez constitucional no tiene todos los elementos para decidir y entrar en una 

posible violación del derecho al debido proceso de las partes. 

En segundo lugar, es importante tener en cuenta que las 

leyes, por no tener efecto retroactivo, no pueden ser aplicadas sobre actos previos a su 

vigencia ni sobre derechos que ya han sido adquiridos. En ese orden de ideas, el juez 

como ejecutor de la norma, y no como creador, debe seguir los parámetros establecidos 

en la ley y aplicar la normatividad vigente que a cada derecho corresponda. Pues si 

bien la retroactividad aplica excepcionalmente, debe estar reglado de forma expresa 

para el caso específico o en los eventos constitucionalmente permitidos. 

Así las cosas, basta con analizar la Ley 1960 del 27 de 

junio de 2019, la cual en su artículo 7° es muy clara en manifestar que  rige a partir de 

su publicación, esto es, con un contenido de aplicación ultractivo y no retroactivo como 

lo solicita la parte actora, cuando es claro que la Resolución 20182020051085 del 22 

de mayo de 2018   “Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer una (1) 

vacante del empleo identificado con el Código OPEC No. 38941, denominado 

profesional especializado, Código 2028, Grado 17, del Sistema General de Carrera 

Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria No. 433 

de 2016 – ICBF” y quedó en firme desde el 6 de julio del mismo año tal y como obra en 

constancia aportada por la CNSC. 

 Incluso el 1 de agosto de 2019 la CNSC expidió un 

criterio unificado en el que concluyó lo siguiente: “(…) el nuevo régimen conforme con 

el cual las listas de elegibles pueden ser utilizadas para proveer empleos equivalentes 

en la misma entidad únicamente es aplicable a las listas expedidas para los procesos de 

selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de junio y por esta razón, 

cobijados por la ley ampliamente mencionada. 

Por último, de las pruebas obrantes en el expediente, se 

puede observar que el demandante está reclamando un nombramiento en el empleo 

identificado con el Código OPEC 39066, mientras que concursó y entró a la lista de 

elegibles para el empleo identificado con código OPEC No. 38941, denominado 

profesional especializado, Código 2028, Grado 17, del Sistema General de Carrera 

Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en el cual quedó en el 

puesto 19 según la Resolución No. CNSC-20182020051085 del 22 de mayo de2018 

dentro de la Convocatoria No. 433 de 2016 del ICBF, situación que a todas luces se 

desborda de la competencia de esta Judicatura, toda vez que no puede inmiscuirse en el 

trámite administrativo de la entidad accionada para conceder la pretensión del 

demandante y ordenar un nombramiento para un cargo que no se aplicó ni se cumplió 

los requisitos exigidos. 

Es por lo anterior que el Despacho concluye que las 

pretensiones del accionante no encuentran sustento jurídico ni fáctico que permita 

despachar favorablemente las mismas; por lo tanto, la acción de tutela se torna 

improcedente toda vez que no se demostró que las entidades demandadas hayan negado 

injustificadamente la aplicación de la Ley 1960 de 2019 ni que exista una amenaza 

inminente a los derechos fundamentales del señor Huber Alonso Roldan Álzate, máxime 

cuando existen mecanismos ordinarios más idóneos para desatar las pretensiones del 

accionante. 
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Esta decisión es susceptible de los recursos de ley y en 

caso de no ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión.  

Por lo expuesto, el Juzgado Séptimo Penal de Adolescentes 

con Función de Conocimiento de la ciudad de Medellín, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: Denegar por improcedente la acción de tutela 

presentada por el señor Huber Alonso Roldán Álzate, identificado con la 

cédula71.319.941, por lo expuesto en la parte motiva. 

SEGUNDO:  Esta decisión es susceptible de los recursos 

de ley y en caso de no ser impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

 JUEZ 

NOTIFICACIÓN: Hoy ______________________del 2020 notifico la decisión anterior 

a la demandante quien enterada de su contenido firma en constancia.  

El demandante, 

HUBER ALONSO ROLDAN ALZATE 

La Secretaria 

MARITZA YANETH PRECIADO MARIN 
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CONSTANCIA: Se deja constancia que los términos previstos en el artículo 31 del 

Decreto 2591 para impugnar la sentencia que antecede se encuentran vencidos. Y 

al ser notificada la providencia a las partes, el accionante declara su 

inconformidad con la decisión adoptada por esta Agencia Judicial.   A Despacho- 

 

Medellín, veinticuatro de julio de dos mil veinte   

 

Estefanía González Noreña 

Escribiente 

 

 

 

                                        República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
                                  JUZGADO SÉPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES  

         CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 

                  Medellín, veinticuatro de julio de dos mil veinte   

    

Impugnada la decisión adoptada por el Despacho en el fallo de tutela proferido el 

15 de julio de 2020, se concede el recurso de alzada, en consecuencia, de 

conformidad con el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, se ordena remitir el 

expediente a la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín, para desatar el 

recurso interpuesto por la parte accionante. 

 

 

C Ú M P L A S E 

LUZ MARINA GÓMEZ DUQUE 

            Juez. 

 

 

 

MARITZA YANETH PRECIADO MARÍN. 

              Secretaria 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CONSTANCIA DE REMISIÓN: En cumplimiento a lo ordenado en auto 

anterior, en la fecha se remite la ACCIÓN DE TUTELA que se relaciona a 

continuación, para que se surta la IMPUGNACIÓN interpuesta por el señor 

Huber Alonso Roldán Álzate contra el fallo emitido por este Juzgado el día 15 de 

julio del año en curso. 

 

 
RADICADO Sube al Tribunal 

2020-00060 1 

 

ACCIONANTE  DATOS DE UBICACIÓN  

Huber Alonso Roldán Álzate 

C.C. 71.319.941 

Dirección Carrera 49 número 52- 

170, oficina 806, Edificio Los 

Cámbulos 

Teléfono 300 714 15 16 

Correo hroldan@conocimientolegal.com 

 

ACCIONADOS DATOS DE UBICACIÓN 

Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar y otros 

Dirección  

Teléfono  

Correo Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

Selma.Roldan@icbf.gov.co 

 

 

VÍCTIMA  DATOS DE UBICACIÓN 

 

 

Dirección  

Teléfono  

Correo  

 

NO. DE CARPETAS: 1 
CDNO 

ORIGINAL 
FOLIOS  ELEMENTOS: 

 

 

 

 

Medellín, 24 de julio de 2020 

 

 

 

   

MARITZA YANETH PRECIADO MARÍN  

SECRETARIA  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



República de Colombia 

Rama judicial del Poder Público 

 
JUZGADO SÉPTIMO PENAL PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 

Medellín, veinticuatro de julio de dos mil veinte  

 

Oficio592 

 

Señores 

Sala Penal 

Tribunal Superior De Medellín 

Ciudad 

 

Adjunto al presente, le remito la presente actuación para trámite de impugnación 

interpuesto por el señor Huber Alonso Roldán Álzate contra el fallo emitido por 

este Juzgado el día 09 de julio del año en curso. 

 
RADICADO Sube al Tribunal 

2020-00060 1 

 

ACCIONANTE  DATOS DE UBICACIÓN  

Huber Alonso Roldán Álzate 

C.C. 71.319.941 

Dirección Carrera 49 número 52- 

170, oficina 806, Edificio Los 

Cámbulos 

Teléfono 300 714 15 16 

Correo hroldan@conocimientolegal.com 

 

ACCIONADOS DATOS DE UBICACIÓN 

Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar y otros 

Dirección  

Teléfono  

Correo Notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

Selma.Roldan@icbf.gov.co 

 

 

VÍCTIMA  DATOS DE UBICACIÓN 

 

 

Dirección  

Teléfono  

Correo  

 

NO. DE CARPETAS: 1 
CDNO 

ORIGINAL 
FOLIOS  ELEMENTOS: 

                                    LUZ MARINA GOMEZ DUQUE 

Juez Séptima Penal para Adolescentes Conocimiento 

Teléfono 2323447, fax 2329139 
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